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1. Antecedentes 

 
Lo primero que hay que decir es que el actual modelo neoliberal es desigual en su intervención en los 
territorios del sur del valle del Cauca, Cauca y Nariño, y por lo tanto afecta de manera distinta a sus  
4.000.000 millones de habitantes.1  
Históricamente, la región del suroccidente colombiano se fracturó desde la época de la creación de la 
República. El antiguo Estado soberano del Cauca, no fue articulado al modelo de desarrollo del capitalismo 
criollo; esa región se retrasó de las agendas económicas que prevalecieron, de ahí el desarrollo desigual 
entre el Valle del Cauca y sus vecinos Cauca y Nariño. 
Esto explica, en parte, por qué en el Macizo Caucano han operado todos los grupos guerrilleros que han 
existido en Colombia (Farc, Eln, Epl, Quintín Lame, M-19, Crs, Jaime Bateman, Ricardo Franco, Unión 
Camilista, Disidencias de Farc); es decir, durante todo el siglo XX y lo que va del XXI, esas rebeldías 
plebeyas, representaron respuestas armadas al abandono estatal estructural que se ha presentado en el 
suroccidente colombiano. 
Es la tensión permanente entre el  statu quo feudal y aristocrático, propietario de las mejores tierras y ligado 
al control  del poder y de las relaciones con el estado central político, representado en unas pocas elites 
familiares, y por otro lado las comunidades indígenas y afros, ancladas en sus derechos históricos coloniales 
de la posesión de la tierra, empoderadas en los derechos adquiridos a partir de la Constitución del 91 y en 
los desarrollos normativos de la Ley 70/93 de consejos comunitarios, así como los decretos que le dieron 
creación a las Entidades Territoriales Indígenas, y por último las comunidades campesinas colonas que 
reclaman sus derechos sobre la tierra colonizada con base en los postulados de la reforma agraria del 
gobierno de Lleras Camargo. 
Así mismo se ha comprobado que las economías ilegales, bien sean los cultivos de uso ilícito, la minería 
ilegal o el contrabando, son todas actividades que dificultan la reintegración de excombatientes y la 
inclusión de las comunidades y los territorios en un circuito virtuoso de progreso social y reconciliación. 
Las actividades ilegales tienden a conformar órdenes locales basados en la amenaza y el uso de violencia, 
en los cuales la vida, los derechos y la resolución de conflictos se basan en acuerdos inestables y la 
mayoría de las veces arbitrarios; circunstancias poco propicias para la construcción de paz local en este 
vasto territorio en el que el conflicto armado ha permanecido por décadas.  
Por otra parte, los ingresos del cultivo de coca han permitido al campesinado cocalero tener acceso al 
derecho a la educación de sus hijos, a la salud de sus familias, a una vivienda decente, al mejoramiento de 
las vías: “los derechos se compran en este país, y la coca nos hizo sujetos de derechos”, afirma con 
énfasis una lideresa de la acción comunal del departamento del Cauca, para afirmar la sinergia entre la 
economía de la coca, la defensa del territorio y el proyecto de vida de cientos de familias campesinas que 
nunca fueron escuchadas por el Estado y que, por el contrario, encontraron eco en la economía ilegal, 
estableciendo alianzas tácticas con los actores armados que coexisten en el territorio, así como con el 
orden y el control impuesto. 
Otro aspecto importante para reseñar en la investigación, es que el acuerdo de paz se develó como un pacto 
entre elites, (dirigencia Farc-Gobierno). En lo que respecta a las Farc, esta guerrilla no consultó todo el 

                                                 
1 1.613.000 habitantes del departamento de Nariño, 1.464.000 habitantes del departamento del Cauca, Buenaventura 415.000 
habitantes, Jamundí 112.000 habitantes, Florida 60.000 habitantes, Pradera 50.000 habitantes, a lo que se suma la población del 
sur de la ciudad de Cali que se entroniza con esta subregión y que se estima en el medio millón de habitantes (500.000). 
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sentir ni la opinión de la base guerrillera (guerrillerada) como tampoco a las comunidades rurales cocaleras 
de las zonas más abandonadas e implicadas en el conflicto armado, y en las que las Farc oficiaron durante 
muchos años como el poder armado que dictó las normas de comportamiento  de dichas comunidades y las 
reglas para la explotación y comercialización de la coca y la minería; por lo tanto, cuando las Farc deciden 
después de 4 años de negociación concentrarse en las zonas veredales y abandonar su papel de gendarme 
del territorio en el cual ejercían tutelaje armado, se presenta un vacío de autoridad que desata casi de 
inmediato conflictos intracomunitarios y extracomunitarios, alrededor de la economía de la coca y el oro; 
en otras palabras, la falta de un regulador armado, desencadenó la irrupción de núcleos autónomos con 
vocación armada y experiencia en la lucha irregular que rápidamente coparon el territorio e iniciaron la 
disputa por imponer quién de ellos puede ser las nuevas Farc en esta región. 
La explicación de este fenómeno solo es posible entenderla por el lucrativo negocio multinacional de las 
drogas ilícitas (coca), y en menor medida la marihuana, así como por la extracción de oro y metales 
preciosos como el coltán. 
Si nos apegamos a la ortodoxia económica, se entiende que los factores económicos condicionan  
fenómenos sociales y políticos; por lo tanto, aunque un actor armado como las Farc tomó la decisión de 
pactar la paz y abandonar la lucha armada, la realidad económica de la región de los departamentos de 
Putumayo, Nariño, Cauca y sur del Valle, altamente implicados y dependientes de  la economía del 
narcotráfico y las rentas ilegales, lo cual hizo que grupos sociales y campesinos cocaleros, raspachines, 
pequeños comerciantes de la cadena del narcotráfico, y cientos de ex milicianos de las Farc,  acostumbrados 
a la lógica de las armas, como oferentes de seguridad y acción armada, y a la subsistencia económica gracias 
al mercado de la coca, confluyeran en un mismo propósito: el resurgimiento de estructuras armadas pos 
desmovilización, denominadas Disidencias; en ese término genérico han confluido diversas concepciones 
de Disidencias. 
Los líderes sociales han sido los más afectados en este contexto. Personas que decidieron ser voceros de 
la comunidad, y denunciantes de la violación a los derechos humanos, se convirtieron en el objetivo de 
los grupos armados ilegales que operan en la región. 
En esta situación de desconfianza frente al gobierno nacional, de incumplimiento del acuerdo de paz y de 
una economía ilegal boyante, alrededor de la cual se ha construido un “orden local”, la posibilidad de 
construcción de paz es muy compleja y los retos para salir de esta vorágine de violencia son gigantescos. 
El propósito de esta investigación es develar claves que contribuyan a detener la violencia que golpea a 
las comunidades que habitan el suroccidente colombiano. 
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2. Marco teórico 

 
Dos tipos de violencia son relevantes para esta investigación: la violencia directa y la violencia estructural. 
Por violencia directa entendemos un atentado intencional contra la integridad física o psicológica de las 
personas con el objetivo de alcanzar una meta (violencia instrumental) o transmitir un mensaje o enviar una 
señal (violencia comunicativa)2. Se compone, pues, de dos elementos: agentes individuales o colectivos a 
cargo de su ejecución y aplicación intencional de fuerza física o psicológica.    
En contraste con estas acciones deliberadamente realizadas por un actor individual o colectivo, la “violencia 
estructural” es resultado del funcionamiento de formas de organización que generan déficits en la 
satisfacción de necesidades humanas básicas. Se manifiesta en términos de desigualdad de poder, 
especialmente para tomar decisiones sobre la distribución de recursos, lo que a su vez se traduce en 
oportunidades dispares de vida3. Por tanto, está presente donde quiera que estructuras sociales, políticas y 
económicas injustas, como la pobreza y la desigualdad, afectan de manera negativa a personas o grupos. En 
este sentido, la violencia no se refiere solamente a una forma de "hacer", sino también de "no dejar hacer", 
de negar potencialidad4. 
 

La violencia contemporánea: ¿continuidad o ruptura? 
El fin de la Guerra Fría dio lugar a un nutrido e inconcluso debate sobre la naturaleza de los conflictos 
armados contemporáneos. Aunque para un número significativo de investigadores académicos y militares 
se produjo una clara ruptura con los patrones de conflictos anteriores, para otros, las características 
atribuidas a estos conflictos no constituyen una innovación que amerite calificarlos de “nuevas guerras”. 
La incontrovertible constatación empírica es que desde el fin de la Segunda Guerra Mundial la abrumadora 
mayoría de conflictos armados se han librado al interior de los estados. En términos generales, se trata de 
guerras irregulares y asimétricas entre una multiplicidad de protagonistas estatales y no estatales a las que, 
hasta bien entrada la segunda mitad del siglo XX, se les reconocían objetivos claramente políticos –
anticoloniales, antiimperialistas, revolucionarios o de unificación nacional. 
Sin embargo, tras el fin de la Guerra Fría se ha matizado o cuestionado abiertamente su naturaleza. En una 
perspectiva, mientras que los proyectos políticos impulsados por los actores de las “viejas guerras” eran 
universalistas e incluyentes, los de las “nuevas guerras” son particularistas y excluyentes, articulados 
alrededor de identidades religiosas, lingüísticas o étnicas5. Desde una perspectiva diferente –
“economicista”–, los conflictos contemporáneos son esencialmente “empresas criminales a gran escala”, 
guiadas principalmente por intereses económicos (codicia, avaricia). La lucha por el control de recursos 
naturales no es solo una manera de financiar la violencia, sino el objetivo mismo de la lucha, y el discurso 
de los agravios –la lucha contra la injusticia– es simplemente un medio para justificar sus actividades y 
generar apoyo interno y externo6. 
  
Aunque captan algunas dimensiones de los conflictos contemporáneos, estas perspectivas pecan por 
reduccionistas, simplificando excesivamente la complejidad de los conflictos armados. El enfoque 

                                                 
2 Waldmann, Peter, “Diferentes formas de violencia política”, Revista Internacional de Sociología, 1992, nº 2, mayo-agosto. 
3 Galtung, Johan, “Violence: Direct, Structural and Cultural”, en Johan Galtung y Dietrich Fischer, Johan Galtung: Pioneer of 
Peace Research, Springer y Transcend, 2003, capítulo 3, pp. 35-40. 
4 Fisas, Vicenc, Cultura de paz y gestión de conflictos, Barcelona, Icaria, Ediciones Unesco, 2006. 
5 Kaldor, Mary, “In Defense of New Wars”, Stability, 2013, 2(1): 4. pp. 1-16.  
6 Collier, Paul, “Greed and grievance in civil war”, Oxford Economic Papers, 2004, vol. 56, no. 4, pp. 563–595. 
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economicista, en particular, no resuelve el problema central de la dirección de causalidad: ¿los rebeldes 
hacen la guerra para enriquecerse, o se enriquecen para financiar la guerra?  
Por otro lado, el enfoque centrado en los grupos rebeldes y otros actores ilegales ignora factores 
relacionados con el estado y actores privados legales nacionales e internacionales. Es claro que las élites 
estatales también pueden beneficiarse de la guerra, mediante la corrupción sistémica y la distribución 
desigual de las rentas de los recursos. Funcionarios públicos, en ocasiones con la connivencia de 
inversionistas extranjeros en enclaves de recursos naturales, “potencian al máximo el uso de la violencia 
para ‘gestionar sus propios entornos económicos’, desvían recursos estatales para su enriquecimiento 
personal y crean redes de influencia en vez de proveer bienes públicos como seguridad y gobernanza 
económica”7. Lo mismo ocurre con empresas privadas legales involucradas en la explotación de recursos 
de diversa índole. En algunos casos, la violencia asociada con estas empresas podría interpretarse como 
resultado del “acondicionamiento” de territorios con el fin de posibilitar el control y la explotación de 
recursos naturales mediante megaproyectos extractivos o agroindustriales8.   
Un factor relevante es la debilidad o la fortaleza del Estado. La ausencia de una autoridad y de un gobierno 
efectivos del Estado, bien porque ha colapsado el orden político –“estados desintegrados”– o porque aun 
cuando todavía existe como estructura de gobierno, el Estado ha fracasado en el desempeño de una o varias 
de sus funciones –“estados en desintegración”– facilita la emergencia del conflicto y las economías de 
guerra9. 
 

La economía política de la violencia 
Lo evidente es que la multiplicidad de actores y las economías de guerra desdibujan la frontera entre lo 
público y lo privado, entre lo político y lo criminal10. Como resultado de la debilidad y/o la falta de 
legitimidad del Estado, e incluso, en algunos lugares, de su “desintegración”, en estos conflictos participa 
una gran variedad de actores –fuerzas armadas, señores de la guerra, mercenarios, autodefensas y 
paramilitares, guerrillas, compañías privadas de seguridad, entre otros–, con frecuencia carentes de 
estructuras sólidas y cadenas de mando jerarquizadas. Por otro lado, la desregulación y la liberalización que 
han acompañado la globalización han generado efectos negativos –desigualdades sociales y económicas a 
nivel interno e internacional– y oportunidades –capacidad para explotar en redes sociales, económicas y 
políticas nacionales y transnacionales los flujos de bienes y capitales en el mercado mundial–. Esto ha 
permitido el surgimiento de lucrativas economías de guerra ligadas al contrabando y el mercado negro de 
armas, el secuestro, la extorsión y las economías ilegales alrededor de productos lícitos (madera, diamantes, 
minerales, hidrocarburos) e ilícitos (coca, amapola)11.     
 

                                                 
7 Cynthia J. Arnson y William Zartman, “Economías de guerra: la intersección de necesidad, credo y codicia”, en Mesa, Manuela 
y González Mabel, coords., Poder y democracia. Los retos del multilateralismo: Anuario CIP 2006, Barcelona: Icaria; Centro de 
Investigación para la Paz, 2006, pp. 121-144. En Sri Lanka, por ejemplo, personal militar se ha visto involucrado en extorsión y 
otras actividades criminales aprovechando las restricciones de movimiento de mercancía y personas impuestas por la Guerra. 
Palmer, Nicola, “Defining a Different War Economy: the Case of Sri Lanka”, en Martina Fischer y Beatrix Schmelzle, eds., 
Transforming War Economies Dilemmas and Strategies, 2005, Berhof Handbook Dialogue Series No. 3, pp. 55-62. 
8 Otálora, Rosalvina, “Economías de guerra e inversión multinacional: una propuesta de investigación”, Revista Diálogos de 
Saberes, 2008, Nº 29 julio-diciembre, pp. 157-172 
9 Arnson y Zartman, op. cit. 
10 Kaldor, op. cit. 
11 Munkler, Herfried, “Las guerras del siglo XXI”, Revista Internacional de la Cruz Roja, 2002, No. 849. 
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Economías de guerra 
Como señala Goodhand12, durante los conflictos armados las personas adaptan su comportamiento para 
sobrevivir, minimizar el riesgo o capitalizar las oportunidades que el conflicto les presenta. En ese sentido, 
las economías de Guerra cumplen diferentes funciones para diferentes participantes, lo que da lugar a 
diferentes tipos que involucran actores, motivaciones y actividades diversas. 
 

Tipos de economías de guerra13 
 Economías de combate Economías “a la sombra” Economías de 

adaptación 
Actores clave  Aparato de seguridad del 

Estado (militares, 
paramilitares, policía). 

 Grupos rebeldes. 
 “Empresarios de 

conflicto” nacionales e 
internacionales que 
proveen armas y equipos 
militares.  

 “Especuladores de 
conflictos”, incluidas 
mafias y delincuentes.  

 Sector del transporte. 
 Empresarios. 
 Narcotraficantes. 
 

 Población civil, en 
especial las familias 
más pobres y 
vulnerables. 

 

Motivaciones 
e incentivos 
para  
la guerra  
 

 Financiar la guerra 
 Lograr objetivos militares 
  

 Obtener ganancias al 
margen del conflicto. 

 Empresarios se 
benefician de la 
debilidad del estado y de 
una economía muy 
liberal. 

 

 Mantener las bases de 
activos a través de 
actividades de bajo 
riesgo o sobrevivir 
mediante la erosión de 
activos. 

 

Actividades y  
recursos 
claves 

 Gravámenes a las 
actividades económicas 
lícitas e ilícitas. 

 Extorsión de empresas 
locales. 

 Dinero, armas, equipos, 
etc. de actores externos 
estatales y no estatales. 

 Emisión de dinero. 
 Bloqueos económicos de 

áreas disidentes. 

 Contrabando 
transfronterizo de 
recursos de alto valor. 

 Extracción masiva de 
recursos naturales. 

 Manipulación de ayuda. 
 

 Agricultura de 
subsistencia (legal e 
ilegal. 

 Contrabando 
transfronterizo. 

 Comercio y empresas 
pequeñas empresas. 

 Trabajo asalariado 
dentro y fuera de las 
fincas. 

 Migración laboral y 
remesas. 

                                                 
12 Goodhand, Jonathan, “From War Economy to Peace Economy? Reconstruction and State Building in Afghanistan”, Journal of 
International Affairs, 2004, Septiembre, pp. 155-174.    
13 Basado en Jonathan Goodhand, op. cit., y Karen Ballentine y Heiko Nitzschke, “The Political Economy of Civil War and Conflict 
Transformation”, en Martina Fischer y Beatrix Schmelzle, eds., Transforming War Economies Dilemmas and Strategies, 2005, 
Berhof Handbook Dialogue Series No. 3, pp. 11-32.     
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 Despojo y saqueo de 

activos. 
 Manipulación de ayuda. 
 Control sobre la 

explotación de los 
recursos naturales. 

 Imposición de "aduanas" 
en zonas fronterizas. 

 Establecimiento de 
retenes. 

 Venta de derechos para la 
explotación futura de 
recursos a empresas 
extranjeras. 

 Captura de ayuda externa.   
 

 Redistribución a través 
de redes familiares. 

 Asistencia humanitaria 
y de rehabilitación. 

 

Efectos  Ruptura de mercados y 
destrucción de bases de 
activos. 

 Redistribución violenta de 
recursos. 

 Empobrecimiento de 
grupos políticamente 
vulnerables. 

 Migración de personas 
con altos niveles de 
educación. 

 Inestabilidad política en 
países vecinos (p. e. 
circulación de armas 
pequeñas, grupos 
militarizados). 

 

 Concentración de poder 
y riqueza. 

 Efectos inflacionarios. 
 Mayor vulnerabilidad. 
 

 Estrategias negativas de 
adaptación. 

 Ausencia de inversión 
de largo plazo. 

 Efectos negativos sobre 
el capital humano y 
social. 

 
Un marco útil para analizar las economías de guerra –el “análisis de la cadena de productos básicos”– 
examina los recursos clave, las relaciones de poder dentro de las redes comerciales, desde la producción 
primaria hasta el consumo, y desde el nivel local hasta el internacional, quién controla las mercancías y el 
intercambio en diferentes niveles y quién controla los medios de violencia que pueden determinar la 
distribución de las ganancias. Por otro lado, el “enfoque de medios de vida” investiga la manera como las 
personas, los hogares y las comunidades buscan mantener sus medios de vida. Tiene en cuenta los factores 
económicos, políticos, sociales y culturales que afectan la vida y los medios de vida de las personas y 
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analiza sus activos (tierra, redes sociales, educación, etc.), sus estrategias para hacer frente a situaciones de 
conflicto y cómo y por qué cambian con el tiempo14. 
Una tendencia importante en el análisis de las economías de guerra es la incorporación del nivel sub-
nacional, en el entendido de que presenta variaciones importantes en cuanto a los recursos, la modalidad de 
violencia y su nivel de intensidad. En el contexto colombiano, se ha argumentado que diferentes contextos 
generan oportunidades e incentivos para vincular recursos y guerra. Específicamente, se ha detectado una 
relación entre niveles altos de intensidad de la violencia del conflicto armado con “una estructura 
institucional débil, ubicación geográfica periférica, mano de obra masculina, derechos de propiedad 
inseguros, un marco regulatorio laxo, rápida variación en los precios internacionales, preexistencia de 
grupos armados ilegales y presencia histórica del narcotráfico15. 
La investigación ha identificado tres tipos diferentes de relación entre recursos y la dinámica del conflicto 
armado. Cuando el vínculo es “motivante”, la razón principal de la presencia de actores armados es el 
control o el saqueo directo (p.e. administración de una mina de oro) o indirecto (p.e. extorsión) de las rentas 
generadas por un recurso determinado. La existencia de recursos, más las estructuras de oportunidades para 
saquearlos (debilidad institucional, ausencia de fuerzas armadas del Estado) y factores externos, como el 
comportamiento del mercado, motivan la presencia y la actividad de actores armados. Cuando el vínculo 
es de “complementariedad”, su presencia en la región está motivada principalmente por consideraciones 
estratégicas –cercanía a ríos y cordilleras, corredores para la movilización de armas, zonas de retaguardia, 
zonas de conflicto por la tierra, zonas fronterizas, etc. –, aunque aprovechan la oportunidad de obtener 
rentas de los recursos, en algunos casos, mediante vínculos con la clase política de la región. Finalmente, 
cuando el vínculo es de “resiliencia”, los recursos permanecen relativamente aislados de las dinámicas de 
guerra, en el sentido de que no son sistemáticamente saqueados por actores armados ilegales16.  
 

La violencia contra la población civil 
Muchos conflictos armados internos se han librado principalmente como guerras convencionales 
protagonizadas por ejércitos relativamente equilibrados en frentes de batalla bien definidos. Sin embargo, 
en la mayoría de casos se trata de guerras irregulares, caracterizadas por la asimetría entre los actores y los 
combates indirectos y de baja intensidad. Otros más son “simétricos no convencionales”, librados por 
múltiples actores con escasa capacidad militar17. Si bien la expresión “conflictos de baja intensidad” 
describe la dinámica militar de buena parte de los conflictos de las últimas dos categorías, resulta 

                                                 
14 Ballentine y Nitzschke, op. cit., p. 19. 
15 Angelika Rettberg, Ralf J. Leiteritz, Carlo Nasi y Juan Diego Prieto. “¿Recursos diferentes, conflictos distintos? Un marco para 
comprender la economía política del conflicto armado y la criminalidad en las regiones colombianas", en Angelika Rettberg, Ralf 
J. Leiteritz, Carlo Nasi y Juan Diego Prieto, eds., ¿Diferentes recursos, conflictos distintos? La economía política regional del 
conflicto armado y la criminalidad en  Colombia. Bogotá: Universidad de los Andes, pp. 3-45, página 31. Otros factores 
identificados en esta investigación son la presencia diferenciada de las instituciones del estado, el sector de la economía, la 
estructura internacional de precios, la estructura de propiedad y organizacional, la fuente del capital, la intensidad y organización 
de los factores de producción, la regulación, factores históricos y contextuales, vínculos con otras actividades y factores 
geográficos. 
16 Rettberg, et al, op. cit, pp. 26-31. Otras investigaciones han enfatizado en la relación entre diferentes recursos y el tipo de 
conflictos. Recursos “saqueables” (madera, cierto tipo de gemas, opio, coca, coltán, café, cacao, caucho, oro), fácilmente 
transportables por grupos pequeños de personas no calificadas no se asocian con conflictos separatistas, mientras que los recursos 
que requieren altas inversiones de capital y tecnología (petróleo, gas natural, minerales de pozos profundos) sí lo están. Ross, 
Michael, “What Do We Know about Natural Resources and Civil War? Journal of Peace Research, 2004, vol. 41, issue 3, 337-
356. 
17 Kalyvas, Stathis,  “El carácter cambiante de las guerras civiles”, Colombia Internacional,  2009, 70, pp. 193-214. 
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inapropiada para describir la dinámica de violencia contra la población civil. Los civiles constituyen la 
mayoría de las víctimas de los conflictos armados no como un resultado fortuito o colateral, sino como 
producto de decisiones estratégicas de los actores.  
No obstante, la relación entre actores armados y población civil es compleja y diversa, con patrones que 
oscilan entre la colaboración y la protección, la coacción y la violencia extrema. El apoyo de una comunidad 
a un actor armado puede ser resultado de la afinidad ideológica con una organización que interpreta sus 
sentimientos de injusticia, formula sus demandas y canaliza su movilización18. También puede ser resultado 
de estrategias de supervivencia promovidas por el temor o como consecuencia de un “contrato social” 
mediante el cual un grupo armado se compromete a defender a la población de actores externos y a mantener 
el orden y la seguridad19. Si bien el control territorial puede conducir a la aceptación del actor armado, esta 
relación por conveniencia no refleja necesariamente su legitimidad; la cooperación no puede entenderse 
automáticamente como simpatía y la simpatía no conduce necesariamente a la cooperación.  
Aunque la conducta de los actores armados es a menudo coercitiva y autoritaria, en un esfuerzo por 
condicionar las actitudes y la conducta de la población, la intensidad y la modalidad de la violencia contra 
los civiles varía significativamente en el tiempo y el espacio. Parte de la explicación radica en la naturaleza 
del grupo y su grado de dependencia de la comunidad. En esta perspectiva, los grupos que operan en 
entornos de recursos económicos abundantes o que son financiados por un patrón externo tienden a ejercer 
mayores niveles de violencia indiscriminada, mientras que quienes operan en zonas con recursos escasos 
tienden a recurrir a una violencia más selectiva y limitada. Por otro lado, los grupos involucrados en 
“rebeliones activistas” –riesgosas y que no ofrecen beneficios en el corto plazo– normalmente ejercen una 
violencia más selectiva puesto que tienden a atraer individuos comprometidos con una causa y a establecer 
estructuras que facilitan la cooperación y la disciplina y un control más efectivo del comportamiento de sus 
miembros. Por el contrario, los grupos armados organizados con fines económicos ofrecen recompensas 
inmediatas, tienden a atraer individuos “oportunistas” y carecen de mecanismos para controlar el 
comportamiento de sus miembros20.  
En consecuencia, los primeros estarían menos inclinados a recurrir a la violencia indiscriminada, bien 
porque “la visión moral de un mundo mejor” les impide incurrir en acciones incompatibles con tal visión o 
porque deben demostrar su identificación con la población21. Sin embargo, este argumento es insuficiente 
para dar cuenta de algunas realidades empíricas. En algunos conflictos la mayoría de los abusos contra 
civiles son atribuibles a las fuerzas estatales (Guatemala), en algunas la violencia de las fuerzas estatales y 
los grupos insurgentes es equiparable (Perú), y en otras (Sierra Leona; Mozambique) los insurgentes han 
sido responsables de las peores atrocidades22. 
La variación de la violencia también puede ser resultado de las diversas racionalidades, lógicas y objetivos 
con los que los grupos armados operan en una zona determinada, dependiendo del tipo de escenario 
representado por el territorio: fuente de ingresos, fuente de apoyo político, o zona de operaciones militares, 

                                                 
18 Pécaut, Daniel, “Las FARC: fuentes de su longevidad y de la conservación de su cohesión,” Análisis Político, 2008, 
63, pp. 22-50. 
19 Wickham-Crowley, Timothy, Guerrillas and Revolution in Latin America. A Comparative Study of Insurgents and Regimes since 
1956. Princeton: Princeton University Press, 2002. 
20 Humphreys, Macartan & Jeremy M. Weinstein, “Handling and Manhandling Civilians in Civil War”, American Political Science 
Review, 2006, 100 (3): 429-447. 
21 Wickham-Crowley, Timothy, “Terror and Guerrilla Warfare in Latin America, 1956-1970,” Comparative Studies in Society and 
History, 1990, 32 (2): 201-237.  
22 Kalyvas, Stathis, “Warfare in civil wars,” en Isabelle Duyvesten & Jan Angstrom (eds.), Rethinking the Nature of War. Abingdon: 
Frank Cass, 2005, pp.  89-108. 
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tránsito o refugio. En zonas percibidas como fuente de apoyo político, los grupos se involucrarán en 
procesos de formación política y organización de la población y por lo tanto serán menos propensos a 
ejercer violencia contra los civiles23.  
Otro factor que puede explicar la variación de la violencia es el colapso de la autoridad de un actor como 
resultado de su incapacidad para defender a la comunidad de los ataques externos y cumplir con los deberes 
exigidos por el pacto social24. La amenaza a la posición dominante de un actor genera el riesgo de que, en 
aras de lograr un entorno seguro, la población transfiera su lealtad a un nuevo actor potencialmente 
dominante, lo cual puede hacer de la violencia el principal o incluso el “único recurso político"25. Esto es 
especialmente cierto cuando la adhesión al actor dominante es instrumental y no ideológica26 y si quien 
desafía el control territorial es capaz de realizar las mismas funciones de mediación27.   
La violencia contra la población también puede explicarse con base en los objetivos de los actores. Si un 
grupo pretende exterminar física o espacialmente una población, muy probablemente recurrirá a la violencia 
masiva e indiscriminada. Pero si el objetivo es “gobernarla”, la violencia probablemente será selectiva28. 
En este caso, la violencia se utilizará como un “recurso estratégico” en un intento por paralizar el tejido 
social sin destruirlo por completo, para reorganizarlo después según sus intereses. El terror no implica 
necesariamente una “búsqueda desenfrenada de la muerte”, pues solo debe ser “eficiente”29, es decir, 
atemorizar a quienes, en virtud de su identificación con la víctima, se perciben a sí mismos como víctimas 
potenciales.  
Tanto la violencia indiscriminada como la violencia selectiva pueden lograr el sometimiento de la 
población. No obstante, aunque en ausencia o débil presencia de un rival la violencia indiscriminada puede 
inducir la aquiescencia de la población, en presencia de uno varios rivales fuertes podrían alentar la 
deserción. En contraste, las amenazas selectivas en función de las acciones de las personas pueden resultar 
más efectivas, no solo porque minimizan las consecuencias negativas para la reputación del grupo30, sino 
también porque transmiten el mensaje de que abstenerse de realizar ciertas acciones garantizará la 
seguridad31.    
En consecuencia, la violencia contra la población civil dependerá principalmente del grado de control 
ejercido por un actor sobre una zona determinada. En áreas de control absoluto de un actor la violencia será 
ejercida por el actor dominante y tenderá a ser limitada y selectiva, dada su capacidad para recopilar 
información sobre los desertores. En zonas donde el control de un actor dominante está siendo desafiado, 
la violencia del retador será, al menos inicialmente, masiva e indiscriminada, aunque probablemente será 

                                                 
23 Ortiz, Carlos, “Actores armados, territorios y poblaciones”, Análisis Político, 2001, 42: 67-75. 
24 Wickham-Crowley, Timothy P., “The Rise (And Sometimes Fall) of Guerrilla Governments in Latin America”, Sociological 
Forum, 1987, 2 (3): 473-499. 
25 Kalyvas, Stathis, “The Paradox of Terrorism in Civil War”, The Journal of Ethics, 2004, 8: 97-138. 
26 Richani, Nazih, Sistemas de guerra. La economía política del conflicto en Colombia. Bogotá, Instituto de Estudios Políticos y 
Relaciones Internacionales, IEPRI, Editorial Planeta Colombiana, 2003. 
27 Salamanca, Camila & Fabio Sánchez, “Masacres en Colombia 1995-2002: ¿violencia indiscriminada o racional?,” en Fabio 
Sánchez (ed.), Las cuentas de la violencia. Ensayos económicos sobre el conflicto y el crimen en Colombia. Bogotá: Universidad 
de los Andes & Grupo Editorial Norma, 2007, pp. 207-257. 
28Kalyvas, Stathis, The Logic of Violence in Civil Wars. Cambridge: Cambridge University Press, 2006. La violencia es selectiva 
cuando se ejerce contra individuos sobre la base de información personalizada sobre sus acciones; es indiscriminada cuando se 
ejerce contra individuos independientemente de su acciones, únicamente sobre la base de su pertenencia a un grupo del que se 
sospecha tiene conexión con un grupo rival. 
29 Lair, Eric, “El Terror, recurso estratégico de los actores armados: reflexiones en torno al conflicto colombiano”, Análisis Político, 
1999 (37): 60-72. 
30 Weinstein, Jeremy, Inside Rebellion: The Politics of Insurgent Violence. Cambridge: Cambridge University Press, 2006. 
31 Kalyvas, 2006, op. cit. 
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limitada en una etapa posterior, a medida que consolide su presencia en el territorio y desarrolle las 
instituciones necesarias para recopilar información precisa sobre los desertores. Los cambios en los 
patrones de control –particularmente cuando un actor ha perdido “soberanía” pero mantiene la capacidad 
de lanzar operaciones en esa zona– también pueden afectar la modalidad de violencia. Una capacidad 
disminuida puede compensarse recurriendo a una violencia más integral y métodos más brutales.32 
Una característica de estas guerras irregulares es que se libran “entre” la gente, es decir en los espacios 
vividos (fincas, aldeas) y frecuentemente “como” civiles, en el sentido de que los actores no usan distintivos 
que los identifiquen como combatientes, como lo exige el Derecho Internacional Humanitario. Esta 
superposición entre combatientes, población civil y sistemas de apoyo disminuye la capacidad para definir 
con precisión la pertenencia a alguna de estas categoría y aumenta la posibilidad de violencia33. 
Finalmente, es necesario tener en cuenta que las opciones de la población civil en contextos de conflicto no 
se reducen a aceptar el control de los actores armados o huir en busca de seguridad. En diferentes contextos, 
las comunidades han optado por permanecer en el territorio y no cooperar con ninguno de los actores, 
declarando, en efecto, su neutralidad en el conflicto34. En estas circunstancias, la violencia contra los civiles 
puede depender de la estrategia específica de no cooperación y del grado de aceptación de los actores 
armados. Aunque es de suponer que cualquier forma de no cooperación afecta negativamente los intereses 
de los actores armados, algunas podrían tener efectos más negativos que otras. Así, la estrategia de “no 
cooperación indirecta” probablemente generaría una violencia menor, por cuanto no implica un desafío 
abierto a los grupos armados. En contraste, la estrategia de “no cooperación unilateral” generaría una 
confrontación mayor por cuanto, a diferencia de la “no cooperación pactada”, se adopta sin un diálogo 
previo y regular con los actores armados35.   
 

                                                 
32 Ibid. 
33 Wickham-Crowley, Timothy, 1990, op. cit.    
34 Valenzuela, Pedro, “La neutralidad como estrategia para la protección de civiles en situaciones de conflicto armado interno: Un 
estudio de caso”, en Cristina Churruca & Donny Meertens, compiladores, Desplazamiento en Colombia: Prevenir, asistir, 
transformar. Cooperación internacional e iniciativas locales. Medellín, La Carreta Editores, 2010.  
35 Masullo, Juan, Cécile Mouly y María Belén Garrido, “Formas alternativas de no cooperación civil con grupos armados: el caso 
de Samaniego en Colombia”, en Cécile Mouly y Esperanza Hernández, eds, Resistencia civil y conflicto violento en Latinoamérica. 
Movilizándose por derechos. Valencia: Tirant Lo Blanch, 2019. 
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3. Causas del asesinato de líderes sociales en el sur del Valle del 

Cauca desde 2016  

El objetivo fundamental de esta investigación es establecer las causas estructurales  y coyunturales de la 
violencia política y del método paramilitar todavía vigente, especialmente en los municipios definidos en 
los PDET (Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial), por la cuales han venido siendo asesinados 
líderes sociales, defensores de Derechos Humanos  y desmovilizados de las FARC en el Sur del Valle del 
Cauca estrechamente relacionados con la violencia en los departamentos de  Nariño y Cauca después de la 
firma de los Acuerdos de Paz, con base en los datos que arroja la “Matriz de seguimiento al punto 3.4 sobre 
garantías de seguridad a las comunidades víctimas del Conflicto Armado y desmovilizados de las FARC” 
elaborada por el Observatorio del Conflicto Armado y el Post-conflicto de la Corporación Nuevo Arco Iris 
a partir de la firma de los Acuerdos de Paz (noviembre de 2016).  

El orden de este texto es el siguiente: a) Contextualización geográfica del área, departamento del Valle del 
Cauca y la  precisión de algunos conceptos sobre causas estructurales y coyunturales de la violencia b) 
Clasificación de las causas de la violencia en el suroccidente con base en investigaciones previas y su 
agrupación en solo 4 temas para poner un límite al texto con una breve revisión bibliográfica; temas que  
han sido debatidos históricamente por la academia, las ONG nacionales e internacionales, centros de 
pensamiento y de modo específico en esta Corporación en varios trabajos anteriores, los análisis y aportes 
hechos por los participantes, líderes sociales y comunitarios, indígenas, afrodescendientes, desmovilizados, 
funcionarios públicos relacionados con el tema, investigadores, expertos, senadores de la república y 
académicos en los 3 paneles realizados en Bogotá, Pasto y Cali y los conversatorios con expertos.  c) Debate 
sobre la debilidad del Estado como causa de violencia. d) Consideraciones sobre el modelo de desarrollo 
extractivista y el papel de las multinacionales. e) Interpretaciones sobre economías ilegales y narcotráfico 
como generadores de violencia f) Relación entre conflictos por la tierra y violencia.  

Contexto geográfico y precisión de conceptos:  

Valle del Cauca 

El departamento del Valle del Cauca y en particular Cali su capital, constituye la tercera zona económica 
en importancia del país después de Bogotá y Antioquia, anualmente aporta el 10% del PIB nacional; las 
áreas de mayor desarrollo industrial son azucarera, gráfica y químico-farmacéutica; Cali ha sido cuna de 
grandes empresas que se internacionalizaron durante el proceso de Apertura Económica (1989), Carvajal 
en 2015 empleaba a 25.000 personas en 16 países de América Latina y Estados Unidos que trabajaban  en 
8 líneas de negocios36; en el sector farmacéutico los 127 laboratorios generaban  9. 322 empleos calificados; 
Tecnoquímicas, Sanofi y Pharmatique proveían mercados en 14 países, desde Argentina hasta México, 
particularmente Centroamérica y el Caribe37.  
 

                                                 
36 SEMANA. La debutante. Edición del 17 de mayo de 2015 N| 1724 p 134 
37 EL PAIS https://www.elpais.com.co/economia/valle-segundo-exportador-de-la-industria-farmaceutica-en-colombia.html 
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Sin embargo, la base del desarrollo sigue siendo la industria azucarera, las plantaciones ocupan 47 
municipios desde Santander de Quilichao en el norte del Cauca, se extiende por los 3.000 Km2 de  la zona 
plana del Valle del Cauca a una altitud de 1.000 msnm  por más de 240 Km de longitud hasta La Virginia 
en Risaralda; en 2019 se molieron 23.3 millones de toneladas, la producción de azúcar fue de 2.203.000 
toneladas de las cuales se exportaron 700.000; y los derivados de ella especialmente el alcohol carburante 
cuya producción fue de  446.5 millones de litros.38 
Según el censo de 201839 el Valle del Cauca albergaba 4.475.000 habitantes asentados en un área de 22.195 
Km2 (ocupa el puesto 23 entre los 33 departamentos), el 86% viven en las ciudades y cabeceras 
municipales, el 27,21% son Afros y solo un 0,54% son indígenas; además de la zona plana, para efectos de 
este trabajo, revisten particular importancia la zona litoral y de selva húmeda del municipio de 
Buenaventura que ocupa casi 7.000 Km2 y el Parque Natural Los Farallones de 205 Km2 cuya mayor altura 
a 4.080 msnm es el Pico Pance, el primero por la economía ilegal del narcotráfico que la utiliza como 
embarcadero y el segundo por el avance incontenible de la minería ilegal ligada a organizaciones criminales.    
 

Área metropolitana de Cali 
   
El Área Metropolitana de Cali tiene tres anillos donde habitan poco más de 3 millones de almas; el primero 
está formalmente constituido por los municipios de Cali, Palmira, Yumbo, Jamundí y Candelaria; del 
segundo forman parte Florida, Pradera y Dagua y el tercero no formalizado incluye los municipios de Puerto 
Tejada, Villarrica y Santander de Quilichao en el departamento del Cauca cuyas economías gravitan en 
torno a Cali; los datos de los municipios se detallan en el siguiente cuadro: 

MUNICIPIO POBLACION  AREA ECONOMIA OBS 
PALMIRA 
Ingenios 
Manuelita, 
Providencia, 
Central Tumaco,  

309.000 1.123 Km2; T° 
23° c; h =1.001 
msnm 

Centro industrial 
de la producción 
azucarera: 
Aeropuerto 
Bonilla Aragón 
en Palmaseca 

Sede del CIAT 
Centro de 
Investigaciones 
de la Agricultura 
Tropical 

YUMBO zona 
industrial. 

95.100  227,89 Km2 T° 
23° c; h =1.021 
msnm 

Centro industrial 
con más de 2.000 
fábricas 

 

CANDELARIA 
Ingenio 
Mayagüez; zona 
turística 
Juanchito y 
moteles 

81.600 (23.625) 285 Km2 0.8 
Urbano T° 23° c; 
h =973 msnm 

Agroindustria 
caña y avícola;  
Industria: azúcar 
y alcohol; 
construcción 

 

                                                 
38 Datos de ASOCAÑA https://www.asocana.org/StaticContentView.aspx?Scid=209 
39 DANE Censo 2018. 
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JAMUNDI  
conjuntos 
residenciales y 
centros 
comerciales 

124.500 (84.900) 
municipio 
dormitorio 

577 Km2 42 
urbanos T° 23°c; 
h= 975 msnm 

Agroindustria 
caña; carbón y 
materiales de 
construcción; 
turismo y 
comercio 

91% Afros y 
0.5% indígenas 

PRADERA 
Ingenio Riopaila -
urbanizado en un 
30% 

55.800 (48.700) 407 Km2 152 
urbanos; 255 
rurales T° 23° c; 
h= 1070 msnm 

  

FLORIDA 
Ingenio María 
Luisa. 

57.900 (50.200) 413 Km2 28.2 
Urbanos T° 24° 
C; h= 1.088 
msnm 

agrícola 31.2% afros 
18200; 4.7% 
Indigenas 2.746 
Resguardo 
NASA  

DAGUA río 
Dagua destruido 
por la minería 
ilegal 

36.000  886 Km2; 6 Km2  
Urbano T° 24° c; 
h = 828 msnm 

Cultivo de la 
piña, caña y 
turismo 

Fundado por la 
compañía del 
ferrocarril del 
Pacífico. 

FUENTE: elaboración propia a partir de los datos oficiales de las páginas WEB de los municipios 
respectivos.   
 

Buenaventura40  
Por su particular importancia para este estudio se detallan algunas de las características más importantes 
del puerto. Para el año 2015, un estudio de la Comisión Inter eclesial de Justicia y Paz titulado 
Buenaventura: el despojo para la competitividad, se refiere al Puerto de Buenaventura como el puerto de 
mayor dimensión de todo el Pacífico de América Latina, por donde pasan 12 millones de toneladas de carga 
al año, lo cual significa el 67% del volumen comercial nacional. El Puerto presenta una importancia geo 
estratégica comercial en el plano regional del Océano Pacífico, donde se desarrollan las actividades de 
exportación a importación hacia sur y norte de América, Asia, Europa y África por las vías fluviales de 
comercial internacional que comprenden el acceso al canal de Panamá y las rutas hacia el oriente. En 2013 
se movieron por el puerto de Buenaventura $31 billones entre importaciones y exportaciones (60% del 
tráfico marítimo del país), en 1.200 buques cargueros41. 
La ubicación estratégica de Buenaventura y su sistema hídrico la han convertido en el principal puerto 
marítimo del país sobre el océano Pacífico, pues no solo es una ciudad próxima al canal de Panamá y a las 
costas de Ecuador, sino que además es equidistante a los puertos de Vancouver (Canadá) y Valparaíso 
(Chile).42  

                                                 
40 Trabajo final elaborado por un grupo de pasantes de la Facultad de Ciencia Política de la Universidad Nacional para la 
Corporación Nuevo Arco Iris. 
41Comisión Inter eclesial de Justicia y Paz; Buenaventura: el despojo para la competitividad Mayo, 2015; p 7 
42 Departamento Nacional de Planeación –DNP–, 2006, Documento CONPES 3410 
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En términos geográficos internos, en el Distrito de Buenaventura existe un sistema de nueve cuencas 
hidrográficas, una zona costera y una plataforma continental. La zona rural del municipio es rica en minas 
de oroy el espacio natural posee la mayor biodiversidad del país. El área urbana la constituyen dos zonas, 
una insular denominada Isla Cascajal (la Isla) y otra continental. El municipio se caracteriza por contar 
con abundantes ríos de la vertiente del océano Pacífico y sus afluentes, estos representan el sistema arterial 
natural que nutre a la región en toda su extensión. Son de especial relevancia las cuencas hidrográficas 
del río San Juan, de la Bahía de Buenaventura, Bahía Málaga, de los ríos Calima, Dagua, Anchicayá, 
Raposo, Mayorquín, Cajambre, Yurumanguí y Naya.43 
La zona rural del municipio está conformada administrativamente por 19 corregimientos, 31 consejos 
comunitarios de comunidades negras (con titulación constituida en cumplimiento de la Ley 70 de 1993 y 
del Decreto 1745 de 1995) y por nueve resguardos indígenas pertenecientes a los grupos étnicos Waunan, 
Embera, EperaraSiapidara, Nasa y EmberaChamí. 
Según los estudios del Centro Nacional de Memoria Histórica, debido a la alta biodiversidad en bosques 
húmedos tropicales, y a la protección constitucional que encuentran las figuras territoriales de los grupos 
étnicos desde 1991, el 70% del territorio de la región se encuentra jurídicamente excluido del mercado de 
tierras.44 No obstante, este elemento jurídico no abstrae a las actividades económicas de la región del 
proyecto nacional enfocado al mercado de tierras en la Ley de las Zonas de Intereses de Desarrollo Rural, 
Económico y Social. (ZIDRES), debido a la importancia geo estratégica que encuentra en los proyectos de 
ampliación del puerto y su focalización en infraestructura de desarrollo económico en proyectos de 
conectividad y comercio interno y externo. En el mismo sentido, se comprende al Proyecto de Ley 091 de 
2013 sobre las Zonas de Interés de Desarrollo Empresarial y Social (ZIDES) como el sustento de la 
movilidad de los productos provenientes de la ZIDRES, desde proyectos IDE y la formalización de Zonas 
Francas en el territorio del Puerto Internacional de Buenaventura.  
 

Precisión de conceptos 
 

Conceptos sobre causas estructurales y coyunturales: “De acuerdo con Galtung (2013: 35), “La violencia 
está presente cuando los seres humanos se ven influidos de tal manera que sus realizaciones somáticas y 
mentales reales están por debajo de sus realizaciones potenciales”. En contraste con la “violencia 
directa”, que implica acciones deliberadamente realizadas por un actor individual o colectivo, la 
“violencia estructural” es resultado del funcionamiento de formas de organización que generan déficits 
en la satisfacción de necesidades humanas básicas. Se manifiesta en términos de desigualdad de poder, 
especialmente para tomar decisiones sobre la distribución de recursos, lo que a su vez se traduce en 
oportunidades dispares de vida (Galtung, 1969: 171). Por tanto, está presente donde quiera que estructuras 
sociales, políticas y económicas injustas, como la pobreza y la desigualdad, afecten de manera negativa a 
personas o grupos (Köhler & Alcock, 1976: 343). En este sentido, la violencia no se refiere solamente a 
una forma de "hacer", sino también de "no dejar hacer", de negar potencialidad (Fisas, 2006: 24).”45 

 

                                                 
43 Centro Nacional de Memoria Histórica; Buenaventura: un puerto sin comunidad; Bogotá, 2015; pg.  32 
44  Centro Nacional de Memoria Histórica; Buenaventura: un puerto sin comunidad; Bogotá, 2015; pg.  26 
45 Definición aportada por el moderador del panel sobre “Causas estructurales de la violencia en el suroccidente de Colombia” 
Pedro Valenzuela.  
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Sin embargo, ha existido el debate para definir si las causas estructurales son suficientes para desatar 
procesos de violencia; de acuerdo con Eduardo Pizarro46  la violencia estructural requiere de los actores 
para que  se produzca; las causas estructurales analizan las relaciones sociales, económicas,  culturales, 
raciales, étnicas, religiosas, que son “tensionantes y potencialmente violentas” pero por si solas no “pueden 
transitar históricamente de los latente a lo vigente (…) para que se derive en actos de violencia se requiere 
de una crisis que se acompañe de la emergencia de actores comprometidos en la ejecución de los actos de 
violencia”; lo fundamental es el hecho histórico que genera la situación de crisis que detona la violencia 
potencial en violencia real y efectiva y  a esta se le ha denominado causa coyuntural, la sintetiza como “el 
complemento de condiciones potenciadoras de violencia, con actores violentos surgidos en momentos de 
crisis”. 
Desde una perspectiva eminentemente jurídica así lo señala Alexandra Valencia, magistrada de Justicia y 
Paz, la violencia siempre sirve a uno o a varios actores: “La violencia política, particularmente, tiene que 
ver con líderes y lideresas en las regiones, y ya de por sí es muy grave puesto que, para generar un liderazgo 
de tal magnitud en una región, deben pasar alrededor de tres a cuatro generaciones; la pérdida de un líder 
es enorme, grave y crítica, y de ahí lo que se puede denominar el "método paramilitar." Pues, ¿a quién le 
interesa la desaparición de un líder, de un disidente, de un activista, de un defensor de derechos humanos? 
A quienes permanecen en el statu quo, a quienes política, social y económicamente les interesa que 
desaparezca ese liderazgo”47 

 

Clasificación de las causas de la violencia en el suroccidente de Colombia a partir de investigaciones 
previas y revisión bibliográfica de los 4 temas propuestos.  

Para interpretar e identificar la violencia estructural que se presenta en la región Suroccidental de país se 
debe apelar a la investigación histórica, tratando de encontrar el porqué de la violencia en esas regiones a 
partir de hechos conocidos; por ejemplo, claramente se sabe que la región está totalmente afectada por la 
lógica extractivista, dada su posición geográfica en una zona de cuencas auríferas descubiertas por los 
indígenas desde las épocas precolombinas 48; igualmente se conoce que en la etapa final del Conflicto 
Armado, las FARC fortalecieron el Bloque Occidental como respuesta a la estrategia del Plan Colombia 
dirigida a golpear las finanzas del Bloque Oriental que era el más fuerte militarmente; también es posible 
afirmar, a partir de los análisis electorales, que la población  es caracterizadamente defensora del Proceso 
de Paz circunstancia que la llevó a votar mayoritariamente por la oposición política del actual gobierno; es 
un hecho ampliamente analizado la importancia de los conflictos por la tierra como generador de violencia 
en  los territorios. 

La revisión bibliográfica sobre la violencia en Colombia  se ha  clasificado para efectos de este trabajo en 
4 grandes temas que vamos a considerar estructurales: la debilidad del Estado, las economías ilegales y el 
narcotráfico, el modelo económico extractivista  y los conflictos por la tierra; adicionalmente y con 
posterioridad se revisarán dos causas definidas como coyunturales; por estas razones, la información 

                                                 
46 RESTREPO Botero, Darío. “Nuevos discursos sobre la violencia: reciclaje del viejo fetiche liberal” en “La irrupción del 
paraestado” Germán Palacio compilador. ILSA-CEREC. Bogotá 1990. Pp 203-207 
47 Ponencia presentada en el conversatorio de expertos, sobre causas estructurales de la violencia en el suroccidente, Bogotá 
octubre 2020, CNAI.  
48 Recomendación planteada por el académico Jorge Iván González en el panel de expertos del 29 de octubre en Bogotá. 
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recolectada en la matriz y en investigaciones adelantadas por otras organizaciones49, se va a clasificar, de 
modo preliminar, siguiendo tal orden.  

Primero: la debilidad del Estado 

1) Cauca es un eje articulador para los corredores  estratégicos  de estructuras armadas de diverso 
origen, ELN, Disidencias de las FARC, Bandas Criminales Organizadas, Águilas Negras,  
Gaitanistas, narcotraficantes, minería ilegal, entre los departamentos del Valle del Cauca, Tolima, 
Huila, Caquetá, Nariño y Putumayo50. 

2) “El Estado no ocupó las áreas dejadas por las FARC “  
3) La fortaleza de organizaciones Étnicas de la Sociedad civil “Cauca es el departamento del país que 

tiene la mayor fortaleza de movimiento indígena, campesino y afrodescendiente del país”51. :  
4) La defensa del Proceso de Paz “Cauca, Valle, Nariño y Chocó fueron los departamentos que le 

dijeron sí al proceso de paz de manera unánime. “Hicimos una apuesta grandísima porque son 
nuestros territorios los que, desproporcionalmente, han sido los más afectados por el conflicto 
armado”52. 

5) Intento por doblegar los pueblos étnicos.53  

Segundo: economías ilegales y narcotráfico. 

6) Lucha por la Sustitución de cultivos ilícitos.  
7) Lucha contra la Minería ilegal. 

Tercero: el modelo de desarrollo extractivista. 
8) Lucha contra el despojo de tierras en zonas previstas para grandes proyectos.  
9) Lucha por la defensa del medio ambiente en áreas protegidas forestales e hídricas y Parques 

nacionales.  

Cuarto: los conflictos por la tierra. 

10) Defensa de los Resguardos indígenas.  
11) Defensa de las Tierras comunales de afrodescendientes.  
12) Defensa de las Zonas de Reserva Campesina. 

                                                 
49 Se ha tomado como base la investigación adelantada por el portal Verdadabierta.com “De dónde vienen las balas contra líderes 
sociales”  https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-vienen-las-balas/   los aportes del foro de expertos realizado en 
Bogotá el  29 de octubre y los foros territoriales en Pasto del día 12 de noviembre y Cali de los días 26 y 27 de noviembre del 
2020. 
50 Verdadabierta.com “De dónde vienen las balas contra líderes sociales” https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-
vienen-las-balas/  
51 Diana Sánchez, coordinadora del Programa Somos Defensores 
52 Francia Márquez, Proceso de Comunidades Negras PCN. 
53 Alerta Temprana 026-18, del 28 de febrero de 2018, el Sistema de Alertas Tempranas (SAT) de la Defensoría del Pueblo lista 
38 organizaciones sociales del Cauca. 

https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-vienen-las-balas/
https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-vienen-las-balas/
https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-vienen-las-balas/
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13) Defensa contra la Expansión de la ganadería extensiva. 
14) Lucha por la Restitución de tierras despojadas. 

Debate sobre la debilidad del Estado como causa de violencia con base en los aportes de los participantes 
en los paneles y en una breve revisión bibliográfica. 
 
Durante largo tiempo Colombia se consideró como un Estado débil en proceso de formación, llegó incluso 
a ser calificado como un estado fallido en los años 80; de modo similar se le había definido como un Estado 
colapsado en la época de la Violencia de los años 50; entonces ¿qué ha sucedido después del sometimiento 
a la Justicia de los paramilitares en 2006 y la desmovilización de la guerrilla de las Farc en 2016?  
Iniciemos la respuesta comparando dos momentos de nuestra historia reciente:  
El Primer momento (1974- 1993) de mayor desafío al Estado por los carteles de la droga (Pablo Escobar), 
las diversas guerrillas  y el fenómeno paramilitar, Colombia era un  estado periférico que se caracterizaba 
porque “su crisis era producto de la combinación de centralidad con ineficiencia al no ejercer domino en 
todo el  territorio; por tanto, la crisis tenía tres aspectos uno institucional, otro de legitimidad y un tercero 
de hegemonía que creaban un Estado fragmentado en estados paralelo donde algunos  ocupaban los 
territorios o espacios  vacíos de la presencia oficial y otros eran producto de la bifurcación en  las 
estrategias institucionales”54.    
El Segundo momento (2012) al inicio de las conversaciones de paz en La Habana (Cuba) analistas 
internacionales que compararon nuestra situación con otros países, afirmaron: “Colombia no es un Estado 
fracasado a punto de hundirse. Sin embargo, es un Estado sin centralización suficiente y con una autoridad 
lejos de ser completa en todo el territorio {…} La desmovilización no significaba el fin del paramilitarismo, 
sino simplemente su institucionalización en grandes zonas de Colombia y el Estado colombiano, de las que 
se habían adueñado y se les había permitido mantener {…} A pesar de que Colombia tenga una larga 
historia de elecciones democráticas, no tiene instituciones inclusivas.”55  
Si bien podemos concluir que un aspecto del debate se mantiene entre 1989 y 2012, la centralidad ineficiente 
o insuficiente del Estado que conlleva una autoridad que no ocupa ni domina todo el territorio; hay una 
diferencia decisiva, 30.000 paramilitares se someten a la justicia en 2006 y 16.000 guerrilleros de las FARC 
inician negociaciones de paz y esto impacta  el segundo aspecto: cambió sustancialmente pero de manera 
bifurcada; en las zonas de expansión paramilitar (Antioquia, Urabá, Costa Caribe, Magdalena Medio, 
Altillanura) pasamos del Estado fragmentado a la institucionalización del poder de los sucesores de la 
parapolítica, la paraeconomía y el paramilitarismo, e incluso en instancias del mismo Estado, encarnados 
por las élites regionales; por el contrario, en las zonas de influencia guerrillera de las FARC (Sur, Sur-
occidente, Costa Pacífica y zonas de frontera) hay una continuidad del conflicto, ahora entre nuevos actores 
armados que luchaban por el control de las áreas despejadas después de 2016.                               
La debilidad del Estado entendida como el Estado fragmentado incapaz de controlar  el territorio, es 
planteada dentro de las causas del asesinato de líderes sociales en el Suroccidente de Colombia desde 2016 
con la frase “el Estado no ocupó las áreas dejadas por las FARC luego de los Acuerdos de Paz”;56 es un 

                                                 
54 DE SOUZA, Boaventura, en GERMAN PALACIO “La irrupción del paraestado” Fondo Editorial CEREC. Bogotá. 1990 p 
296 
5555 ACEMOGLU Daron y Robinson James. “Por qué fracasan los países”. Deusto. New York. 2012. P 446. 
56 https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-vienen-las-balas/  

https://verdadabierta.com/especiales-v/2020/de-donde-vienen-las-balas/
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tema que ha estado siempre sobre el tapete, desde que Catherine Legrand la planteara en su análisis de la 
Violencia (1946-64)57  

El debate: Aunque hay un arcoíris de criterios frente a las causas de estas violencias después de la firma de 
los Acuerdos de Paz con las FARC, existe consenso entre tirios y troyanos, tanto interno como externo, 
sobre lo planteado por Alberto Brunori, Delegado para Colombia de la Alta Comisionada para los Derechos 
Humanos de la ONU, y que suscitó el rechazo del gobierno colombiano. El Estado no ocupó las áreas 
dejadas por las FARC, solo las militarizó:   

 “Los esfuerzos para establecer una presencia integral del Estado, particularmente de autoridades 
civiles, incluyendo la Fiscalía General de la Nación y la Policía, fueron insuficientes, en particular 
en las zonas rurales. Las cinco 'Zonas Estratégicas de Intervención Integral' establecidas por el 
Gobierno a través del Decreto 2278 de 2019 fueron creadas para atender este vacío. Sin embargo, 
el ACNUDH observó que la presencia estatal en estas zonas continúa siendo predominantemente 
militar y el avance para establecer una mayor presencia de autoridades civiles ha sido lento.”58   

El senador Antonio Sanguino (Partido Verde) hace énfasis en la existencia de “enclaves criminales” que 
define como una mezcla de mercados ilegales que integran narcotráfico, minería ilegal, contrabando, 
sicariato y captura de rentas públicas con estructuras políticas locales heredadas del viejo paramilitarismo 
mal desmovilizado (2002-2006); geográficamente estos enclaves se han ubicado en 33 territorios 
despejados por las FARC a partir de 2016 que se agrupan en 5 Macro-territorios y se podrían considerar 
como BACRIM-política, haciendo un símil con la parapolítica de finales del milenio pasado y principios 
de este, tienen ,mucho que ver con el Neo-paramilitarismo con un discurso muy degradado en lo político. 
El senador Roy Barreras (Partido Social de Unidad Nacional) afirma que la democracia está en peligro y 
atribuye una de las causas de la violencia a la politización de la Fuerza Pública y su ideologización con la 
doctrina del enemigo interno; la concepción antisubversiva rige sus actuaciones tras la desmovilización de 
la principal fuerza insurgente (las FARC); igualmente considera la infiltración de narcotraficantes como el 
“Ñene” y “Memo Fantasma” en los clanes políticos regionales como causa de la violencia contra líderes 
sociales y en esto coincide con el senador Antonio Sanguino.  
La dirigente indígena Ayda Quilcué de la ONIC-CRIC ratifica este punto de vista, “el cambio de gobierno 
trajo consigo la militarización de los territorios y el alto riesgo para los Resguardos indígenas” entre otras 
causas que están llevando a un genocidio acelerado de los pueblos étnicos. 

Uno de los puntos álgidos del debate sobre estos crímenes es la política de militarización del país en general 
y del Sur-occidente en particular, cuyo eje es la práctica de una lucha antisubversiva enfocada contra las 
organizaciones sociales de los territorios, la criminalización de la protesta rural y urbana, patente en sus 
manifestaciones más aberrantes, de las cuales solo traemos a colación tres: 

1. Las denuncias recientes de la prensa norteamericana sobre la política del Estado colombiano de 
incentivar los “falsos positivos” o ejecuciones extrajudiciales de nuevo. 

                                                 
57 LEGRAND, Catherine. “La Política y la Violencia en Colombia (1946-1965): interpretaciones en la década de los ochenta” 
58 Brunori, Alberto. Informe 2019, delegado de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(ACNUDH). 
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2. El papel del Ministerio de Defensa y de la Fiscalía General de la Nación frente al caso de la niña 

Emberá, violada y secuestrada por militares en Risaralda a mediados de este año (2020). 
3. La cada vez más clara percepción de que las llamadas “Águilas Negras” están conformadas por 

miembros de la fuerza pública, que ellos mismos protegen. 

Ahora bien, la política de comunicaciones del gobierno nacional consiste en acusar a los jefes de las 
disidencias de las Farc y del Eln, el Epl, “Los Pelusos” en primer lugar, como los asesinos de jóvenes y 
líderes sociales, con un lejano segundo lugar de las bandas criminales, Clan del Golfo, “Caparrapos.” Pero 
ni el Ministerio de Defensa ni la Defensoría del Pueblo dicen ni una palabra sobre las organizaciones 
sucesoras del paramilitarismo, los “ejércitos anti-restitución de tierras”, ni mucho menos de las “Águilas 
negras.59” 

Breve revisión bibliográfica  

Para poder evaluar esta causa estructural de la violencia actual planteada como la no ocupación por parte 
del Estado de los territorios dejados por las FARC, territorios convertidos en enclaves de criminalidad, 
territorios donde no hubo un esfuerzo integral del Estado o fue ineficiente, podemos establecer 3 etapas del 
debate durante las cuales ha habido una manifiesta evolución sobre el tema empezando por la más cercana 
en el tiempo. 

Durante la Expansión Paramilitar (1993-2006) el debate había sido retomado por parte de los investigadores 
de la Corporación Nuevo Arco Iris 60 pero con un giro muy significativo; la debilidad del Estado se pone 
sobre el tapete para rebatirla como causa de la violencia y traen como novedad la tesis de Gibson sobre 
“autoritarismos sub-nacionales en un régimen democrático” planteada en la CNAI por Laura Bonilla 
durante las investigaciones sobre Parapolítica, ella sostiene que una parte importante de los estudios sobre 
el Conflicto Armado enfatiza en su relación con el proceso incompleto en la  formación del Estado; el 
Estado en formación es explicación única de la dinámica del conflicto armado dando la sensación de 
perpetuidad del conflicto y el abandono de las regiones, como si esta fuera una condición inherente a la 
constitución natural de los Estados. 

Las conclusiones de la investigación adelantada por la Corporación Nuevo Arco Iris fueron las siguientes: 
“ En una gran ola de expansión, los paramilitares ganaron varias guerras y en ese proceso lograron 
modificar sustancialmente el mapa político en 12 departamentos, trasformar parcialmente el de otros, 
establecer una gran bancada parlamentaria, influir en la elecciones presidenciales, capturar el poder local 
en diversas regiones del país y entrar en un proceso de negociación con el Estado {..} Para 1999 esas 
fuerzas se configuran como un verdadero ejército irregular, con un carácter particularmente ofensivo, 
controlan nuevos territorios o afianzan su dominio en otros {…} La guerra adquiere un nuevo rostro: 
ocupación del territorio a sangre y fuego, vinculación masiva de los narcotraficantes en la empresa 

                                                 
59 La llegada del nuevo Defensor del Pueblo Carlos Camargo refuerza este planteamiento al unísono con el Ministro Holmes 
Trujillo.  https://www.semana.com/nacion/articulo/no-es-posible-salvaguardar-la-vida-de-los-lideres-sociales-sin-combatir-el-
narcotrafico-defensor-del-pueblo/202041/  
60 ROMERO, Mauricio, Bonilla Laura. Parapolitica, las rutas de la expansión paramilitar y los acuerdos políticos”. Intermedio 
Editores. Bogotá 2007.   

https://www.semana.com/nacion/articulo/no-es-posible-salvaguardar-la-vida-de-los-lideres-sociales-sin-combatir-el-narcotrafico-defensor-del-pueblo/202041/
https://www.semana.com/nacion/articulo/no-es-posible-salvaguardar-la-vida-de-los-lideres-sociales-sin-combatir-el-narcotrafico-defensor-del-pueblo/202041/
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paramilitar (Gordolindo, Macaco, Don Berna, Cuco Vanoy, Hernán Giraldo, “Salomón”, los “Mellizos”) 
y una estrategia de captura del poder local e influencia en el poder nacional” (paréntesis nuestro) 

En síntesis podemos afirmar que desde los análisis de los investigadores tanto externos como internos, la 
expansión paramilitar consolidó en control de gran parte del territorio por las élites regionales con tres 
características más o menos comunes: captura del poder local en alianza con el narcotráfico, aumento de su 
influencia en el influencia en el poder nacional y la continuidad de la violencia acrecentada particularmente 
en los territorios despejados por las FARC después de su desmovilización en 2016.   

La etapa intermedia corresponde al  periodo del Narcotráfico (1974-1993); la discusión fue replanteada por 
varios autores en 1989 61; el foco de atención se centró en la fragmentación del poder del Estado como 
causa estructural y en la exclusión que generaba el régimen bipartidista; estos dos puntos condujeron a 
preguntarse si la debilidad del Estado  se daba solo en los  espacios que no controlaba (Daniel Pécaut)62, si 
era una precariedad generalizada (Darío Restrepo Botero) 63 o  si correspondía a un  proceso incompleto de 
formación del Estado Nación en tres campos: la no ocupación poblacional y económica de todo el territorio; 
la formación pre-moderna de los partidos tradicionales y las integraciones culturales fragmentadas que 
impedían una identidad nacional (Fernán González)64.  
En contravía  Eduardo Pizarro 65sostenía que la violencia requiere de los actores para que  se produzca, 
siendo indispensable analizar sus proyectos, intereses, alianzas y dinámicas regionales  e identifica a la 
guerrilla, las Fuerzas Armadas, el narcotráfico, las autodefensas y los paramilitares como los causantes del 
conflicto.   
Pécaut matiza el debate al considerar que la violencia se explica mejor en los espacios que el Estado no 
controla porque allí la sociedad está abandonada a sí misma y las tensiones y conflictos desembocan en 
confrontaciones armadas de grupos privados (tesis que aún pareciera tener actualidad en el sur-occidente 
de Colombia).  

La debilidad del Estado también se planteó para responder la pregunta ¿Por qué razón el narcotráfico se 
desarrolló en Colombia?  Francisco Thoumi66 dio el siguiente argumento: lo que define la inmensa 
rentabilidad del narcotráfico es el alto riesgo que implica; por tanto, los empresarios de la cocaína buscan 
realizar su negocio en aquel país que ofrezca el menor riesgo para consumar la ganancia; tal fue la ventaja 
competitiva de Colombia porque vastos territorios escapaban al control del Estado siendo dominados por 
guerrillas, paramilitares, bandas de contrabandistas, mafias de esmeralderos y traficantes de marihuana o 
“marimberos” . Los carteles colombianos impusieron sus condiciones a los productores de la hoja de coca 

                                                 
61 Germán Palacio. Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos ILSA  “La irrupción del Paraestado” editado por 
CEREC. Bogotá. 1990. 
62 PECAUT, Daniel citado en FERNAN GONZALEZ y EDUARDO PIZARRO “Replanteamientos del origen de la violencia: 
Estructuras o actores políticos” Revista de la universidad Nacional N° 21 p 36 Bogotá. 1989. 
63  Darío Restrepo Botero, artículo “Nuevos discursos sobre la violencia: reciclaje del viejo fetiche liberal”  (pp 203-218) 
64 FERNAN GONZALEZ y EDUARDO PIZARRO “Replanteamientos del origen de la violencia: Estructuras o actores 
políticos” Revista de la universidad Nacional N° 21 p 36 Bogotá. 1989 
65 FERNAN GONZALEZ y EDUARDO PIZARRO “Replanteamientos del origen de la violencia: Estructuras o actores 
políticos” Revista de la Universidad Nacional N° 21. Bogotá. 1989 
66 THOUMI, Francisco. “Economía política y narcotráfico” T M editores. Bogotá.1994. 
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en Perú y Bolivia, a los intermedios del transporte en Centroamericanos y el Caribe y a las bandas de la 
logística en México para entrar al mayor mercado del consumo en Estados Unidos.    

La etapa inicial del debate corresponde a la Violencia de los años 50, se da en un contexto mundial de 
reconstrucción de la Europa destruida por los beligerantes durante la Segunda Guerra Mundial, eso dio 
origen a un nuevo orden económico caracterizado por un multilateralismo bajo el control estricto de los 
Estados Unidos, los Acuerdos de Bretton Woods, la  creación del Banco Mundial y del Fondo Monetario 
internacional67 y un nuevo orden político al iniciarse la Guerra Fría contra la Unión Soviética y el bloque 
de países socialistas, que llevó a un sistema de alianzas militares y políticas, la OTAN en Europa y en el 
continente americano la Unión Panamericana (OEA), el TIAR Tratado Interamericano de Asistencia 
Recíproca,  acompañada de la CEPAL Comisión Económica  Para América Latina que seguiría las 
orientaciones económicas de Jhon Maynard Keynes impulsadas por el argentino Raúl Prebisch.  
Los argumentos para caracterizar al país como un Estado Débil eran abundantes; Colombia, un país que 
entonces albergaba 13 millones de habitantes, llegó muy tarde al desarrollo de una mínima base industrial, 
fue solo  hasta la década de los años 30 del siglo XX; en contraste los tres grandes de Latinoamérica, 
México, Brasil y Argentina, ya la habían desarrollado desde los años 70 del siglo XIX; pero además, las 
pocas trazas de modernidad se limitaban al triángulo Bogotá, Medellín,  Cali basada en la producción del 
café de exportación; las demás zonas del país estaban casi deshabitadas; la Orinoquía, Amazonía, llanos 
orientales y la Costa Pacífica estaban totalmente desconectadas del centro por carencia absoluta de una red 
de ferrocarriles o carreteras y se limitaba a una aviación escasa y rudimentaria; era lugar común argumentar 
un determinismo geográfico, se sostenía que jugaba un papel determinante el que el país estuviera cruzado 
por tres cordilleras que enmarcaban dos largos pero estrechos valles formados por los ríos Magdalena y 
Cauca y  en esa periferia grandes zonas selváticas que ocupaban más de la mitad de la superficie del país.   
Es Oquist 68quien introduce la noción de Estado como causa de la Violencia; hasta ese momento tal 
responsabilidad había recaído en los partidos tradicionales Liberal y Conservador; pero de modo paradójico 
se refiere a la concentración y expansión del poder del Estado en los años cuarenta,  como generador de 
ganancias para las élites gracias a su política de intervencionismo económico con subsidios y asignaciones 
presupuestales, política que caracterizó los gobiernos liberales de Alfonso López Pumarejo conocidos bajo 
el lema de “La Revolución en Marcha” (1931-38 y 1942-45); afirma que esta política fue el detonante que 
originó la guerra entre los dos partidos en un contexto de sectarismo extremo; la violencia se extendió por 
las regiones generando un vació institucional que precipitó un derrumbe parcial del Estado.  
En contravía está el pensamiento de Tovar, Pécaut y Hartlyn, los tres sostienen que el Estado nunca fue 
fuerte y le quitan peso a la tesis del control partidario de la Violencia: Tovar69 argumenta que si bien la 
República Liberal durante el gobierno de López Pumarejo (1934-1938) desarrolló políticas económicas y 
sociales de intervencionismo estas nunca alcanzaron los niveles de otros países latinoamericanos; por ende, 
el Estado nunca fue fuerte.  
Hartlyn70 habla de democracia consociativa y grupos de intereses, según él la política económica en los 
años precedentes, las décadas de los años treinta y cuarenta  va a estar determinada por  los gremios 

                                                 
67 https://www.bancomundial.org/es/news/opinion/2019/07/15/bretton-woods-75  
68 OQUIST, Paul “Violence, conflicts and politics in Colombia”. New York Academic Press. 1980. 
69 TOVAR, Bernardo “La intervención económica del Estado en Colombia” Bogota, Banco Popular.1980 
70 HARTLYN, Jonathan. “Consociational Politics in Colombia: Confrontattion and Accomodation in    Comparative 
perspective”. Yale University .1981.   

https://www.bancomundial.org/es/news/opinion/2019/07/15/bretton-woods-75


27 

Causas Estructurales de la Violencia Política en el Suroccidente 

 
económicos sin distingo partidista  de terratenientes SAC, comerciantes FENALCO, cafeteros Federación 
de Cafeteros, e industriales ANDI. 
Pécaut71 tercia en el debate y sostiene que las élites liberales y conservadoras nunca habían delegado a otros 
sectores de población el poder real del Estado, con la República Liberal de López Pumarejo se abren algunos 
canales institucionales como los sindicatos a la movilización social, pero rápidamente las élites  
desmantelan esos avances en un escenario  caracterizado por una Colombia sin poderes de arbitraje social, 
en la que los antagonismos sociales se salieron de la esfera de lo político porque lo público se privatizó y 
las diferencias entre los individuos  se empezaron a resolver por la fuerza , era una Colombia  dividida en 
dos partidos; en dos clases sociales una alta civilizada y una baja de indios y mestizos “bárbaros” ; con una 
economía manejada privadamente por los gremios. Para Pécaut la Violencia no fue ni revolucionaria ni 
contrarrevolucionaria, para él el Estado se disolvió y allí no podían expresarse de manera  coherente los 
movimientos sociales. 
Los aportes de Pécaut72 van más allá, pues introduce el concepto de las “Representaciones de los político” 
cuando afirma que la fuerza motriz de la Violencia fue el cambio de una retórica del Estado proclive a la 
inclusión social por una de exclusión de los sectores populares (tema candente en el panorama actual de 
estigmatización de los indígenas);  enfoca su atención en la relación entre las clases alta y baja y dice que 
el temor de las élites a las clases bajas las llevó a una ofensiva contra las organizaciones obreras en la ciudad 
y luego contra los sectores campesinos; es precisamente este aspecto de la relación entre élites y 
trabajadores lo que lo conduce al debate sobre el significado del gaitanismo, (Jorge Eliecer Gaitán). 

 

Consideraciones sobre el modelo de desarrollo extractivista y el papel de las multinacionales. 

El modelo de desarrollo extractivista y las multinacionales  

El segundo se relaciona con el modelo de desarrollo extractivista impuesto por las multinacionales; debido 
a que “El  CIEDH publicó a comienzos de marzo pasado un informe en el que documentó que 181 
defensores de derechos humanos que habían expresado preocupaciones sobre posibles abusos de empresas 
fueron atacados en los últimos cinco años (2015-2019).” es muy importante profundizar en este tema por 
lo graves antecedentes que existen de multinacionales que terminaron financiando el narco-paramilitarismo 
en Urabá, Cesar y La Guajira. 

El Informe de marzo de 2020 del Centro de Información sobre Empresas y Derechos Humanos (CIEDH), 
una organización internacional independiente con sedes en Londres, Nueva York y Washington, que se 
dedica a investigar abusos y progresos en materia de derechos humanos por parte de las corporaciones, 
“documentó que 181 defensores de derechos humanos que habían expresado preocupaciones sobre 
posibles abusos de empresas fueron atacados en los últimos cinco años (2015-2019). Concluyó que 
Colombia es el segundo país más peligroso para defensores que expresan críticas a corporaciones o 
empresas, después de Honduras (…) Encontraron que el 90 por ciento de los ataques a los defensores 
involucraban a cuatro tipos de actividades económicas: la minería; la producción de hidrocarburos; 

                                                 
71 PECAUT, Daniel “L´ordre et la Violence; evolution socio-politique de la Colombie 1930-53”. Paris.1987. 
72 PECAUT, Daniel. “De las violencias a La Violencia” en Sánchez y Peñaranda ediciones Pasado y Presente.   

https://www.business-humanrights.org/sites/default/files/Las%20Personas%20Defensoras%20de%20los%20Derechos%20Humanos%20y%20las%20Empresas%20en%20Colombia.pdf
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agricultura y ganadería; y las plantas hidroeléctricas y represas (…) El más común de los ataques fue el 
asesinato (71 casos).” 

 “Los investigadores sostienen que no se trata de culpar a las empresas de estos campos de ser 
responsables directos de los ataques. “Sin embargo –dicen- las empresas no operan en un vacío. Éstas 
están conscientes (o deberían estarlo), de que críticos de sus industrias o negocios están en riesgo y 
deberían trabajar para mitigar o prevenir estos ataques, según los Principios Guías de las Naciones 
Unidas”73. 

Asimismo la ONG británica Global Witness, en su informe Defendiendo el Mañana consideró a Colombia, 
por primera vez desde 2012, cuando empezó a publicar este tipo de informes, como el país más peligroso 
para los defensores del Medio Ambiente: 64 asesinados en 2019, la cifra más alta para todos los años y 
todos los países; en 2018 fueron 24, menos de una tercera parte; 45 lo fueron por conflictos de tierras, 14 
por sustitución de cultivos ilícitos y 3 por minería, solo 2 por otros motivos;74 han sido particularmente 
perseguidos con saña en el suroccidente del país, 25 asesinatos en Cauca y 8 en Nariño, suman más de la 
mitad del total para Colombia; este año ha sido sensible en el Valle del Cauca, debido al asesinato, en un 
lapso de 3 meses, de dos reconocidos ambientalistas en el Parque Nacional Farallones de Cali; en mayo de 
2020 fue asesinado el profesor Jorge Enrique Oramas de un disparo de fusil en el interior de su casa y en 
agosto fue baleado por un criminal que huyó en carro Jaime Monge propietario de un hostal ambientalmente 
sostenible para turismo ecológico Este parque ha sido muy afectado por minería ilegal del oro.75 

Las actividades de las multinacionales o transnacionales en zonas de conflicto armado en países no 
desarrollados ha sido objeto de múltiples estudios académicos desde diferentes aristas en lo económico, 
político, social, ambiental y políticas públicas; se considera que en lo económico responden a 4 tipos de 
conductas76: 

1) Take Advantage: (Tomar ventaja) obtener ganancias u aprovechar las oportunidades que ofrece la 
guerra. 

2) Whithdrawal: retirarse de la zona del conflicto 
3) Business as usual: cumplir las normas legales en medio del conflicto. 
4) Productive engagement: canalizar contribuciones voluntarias hacia el sector público o estatal.  

En el plano del respeto a las políticas públicas de los países con conflictos internos: 

5) Reacción pasiva: la empresa no participa en la etapa de formulación de la política pública; sino 
que, reacciona posteriormente. 

6) Anticipación Positiva: la empresa tiene en su agenda y en su etapa de planeación proyectos para 
formular políticas públicas y participa de ellas. 

                                                 
73 Verdadabierta.com “De dónde vienen las balas contra líderes sociales” 
74 El Tiempo. “Colombia desplaza a Filipinas y lidera lista de países con más asesinatos de ambientalistas.” 30 de julio 2020. P 
1.2 
75 EL TIEMPO. “Monge, un líder franco que vivió por Los Farallones”. Edición del 25 de agosto 2020. P 2.1. 
76 ROMERO, Mauricio. “La economía de los paramilitares”. Penguin Random House. Bogotá. 2010. 
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7) Definición de la política pública: la empresa tiene una acción decidida por sacar adelante políticas 

públicas afines a sus intereses y objetivos empresariales. 

En las Naciones Unidas un grupo de multinacionales que desarrollan proyectos en zonas de conflicto interno 
de diversos países han conformado un grupo para la llamada iniciativa Global Compact77 que se enfoca en 
4 aspectos: Derechos Humanos, políticas anticorrupción, estándares laborales y sostenibilidad ambiental.  

Recientemente se ha propuesto un modelo multidisciplinario para evaluar este comportamiento de las 
transnacionales en zonas de conflicto; su aplicación contribuye a evaluar  en Colombia a empresas como 
Chiquita Brands y la Drummond, la primera con pagos comprobados de compra de armas y municiones 
para los   Bloques paramilitares del Urabá y la segunda muchas veces acusada de complicidad y financiación 
del Bloque Norte de las AUC en Guajira y Cesar y el caso actual de la construcción de la represa de 
Hidroituango y su relación con las actividades de grupos paramilitares en El Aro y La Granja  en el 
municipio de Ituango (Antioquia). 

Desde la misma perspectiva sería importante evaluar las actividades de multinacionales como Cargill 
(Holding) y Forest  First. norteamericanas Mónica Semillas y Gripo Amaggi brasileñas, Agrícola El Tejar 
argentina; Poligrow española e italiana, en las negociaciones de paz con las FARC adelantadas en La 
Habana (Cuba) y la compra de tierras o adquisición de baldíos en la Altillanura. 

Modelo multidisciplinario de evaluación del comportamiento de las multinacionales en países con conflicto 
interno.  

Estrategias de 
responsabilidad social 
y construcción de paz 

Baja  Moderada Intensa 

Comportamiento 
político 

Evasión o 
acomodación: ignorar 
el conflicto; poca 
cooperación y 
asertividad en la 
mitigación 

Compromiso: una 
actitud moderada de 
cooperación y 
asertividad para la 
mitigación del 
conflicto. 

Colaboración: 
definición de 
estrategias de 
resolución del 
conflicto que implica 
cooperación y 
asertividad 

Participación en 
políticas públicas para 
la paz 

Reacción pasiva: sin 
ningún tipo de 
participación en la 
formulación de 
políticas de paz. 

Anticipación positiva: 
se asume el conflicto y 
su resolución dentro el 
proceso de planeación 
de la empresa 

Formulación de 
políticas públicas: 
implica un 
comportamiento 
proactivo para mitigar 
el conflicto y anticipar 
consecuencias. 

                                                 
77 Ver www.unglobalcompact.org    liderada por la Naciones Unidas en coordinación con empresas multinacionales que opera 
desde el año 2000. 
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Prácticas de operación 
en zonas de conflicto 

Cumplimiento y 
adaptación: con las 
leyes nacionales y los 
estándares 
internacionales  

Minimización del 
riesgo: adopción de 
estrategias que 
minimizan el riesgo y 
el daño a las 
operaciones de la 
empresa. 

Creación de valor: un 
compromiso activo por 
la búsqueda e 
mecanismos de 
resolución de 
conflictos y de 
creación de valor 
social. 

Estrategias de 
adaptación al conflicto 

Tomando ventaja: 
aprovechando las 
oportunidades 
derivadas del conflicto 
para aumentar 
ganancias 

Negocios de manera 
usual: sin ninguna 
intervención en el 
conflicto y cumpliendo 
con obligaciones 
legales. 

Participación activa: 
contribuciones 
voluntarias para 
mejorar la seguridad 
pública y mitigar 
impacto del conflicto. 

 FUENTE: Jamail y Ramez (2009). Business-conflict Linkages: Revisting MNCs, CRS and Conflict. 

 

Interpretaciones sobre economías ilegales y narcotráfico como causas de violencia 
 
EL Plan Colombia al forzar la corrida de frentes de las FARC y con ellos los cultivos y cultivadores de la 
hoja de coca a las cordilleras central y occidental en la estrecha franja que forman en Cauca, acortó 
drásticamente los corredores; hacia 2000 se extendían más de 1.000 kilómetros DESDE Guaviare hasta el 
Pacífico; después de 2006 se hacinaban en unos 100 kilómetros; con la desmovilización de las FARC en 
2016 desapareció el primer regulador del mercado; la batalla por ocupar los espacios  despejados ha 
generado una lucha a muerte por el control de territorios, rutas, corredores, laboratorios y embarcaderos.   
“Hay también un para-gremialismo económico, que se está desarrollando en estos territorios, nuevas 
generaciones vinculadas a la actividad del narcotráfico básicamente; la violencia se ha convertido allí, 
como lo ha sido siempre en Colombia, en un factor productivo y acumulativo dentro de un modelo 
capitalista criminal, que une las economías convencionales con las nuevas economías criminales. Hay 
empresas trasnacionales y empresas nacionales generadoras de violencia en zonas de desarrollo 
estratégico del país, que buscan garantizarse a sí mismas las seguridades pertinentes, o avanzar en el 
camino de la ruta del despojo, desocupando los territorios para desarrollar en ellos proyectos estratégicos. 
(…) Desde 2007 se comienza a generar lo que se denomina el "paramilitarismo de quinta generación." 
(Carlos Medina Gallego) 
“Son diferentes los homicidios que ocurren en las rutas del narcotráfico y los cultivos, a los de otras 
regiones por problemas de tierras, por ejemplo. No es lo mismo la violencia del Norte de Cauca, que la del 
Sur. Los actores ilegales y el narcotráfico tienen un funcionamiento empresarial, los enclaves productivos 
de la coca influyen en proyectos productivos de gran envergadura, por ejemplo: en los insumos para la 
producción de coca.  ¿Cómo funcionan esos grupos ilegales? Se debe resaltar la relación de estos grupos 
con las élites regionales y militares. Es necesario evidenciar claramente el interés y la influencia del capital 
trasnacional que impulsa las economías ilegales.” (Carlos Mario Perea) 
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“Ese modelo criminal de acumulación de capital requiere una implicación y una relación mucho más 
íntima con la institucionalidad para poder facilitar su reproducción. Es necesario ver cómo las dinámicas 
de acumulación de capital cambian y responden a la globalización del capitalismo criminal. Por ejemplo, 
los mexicanos, evidentemente sí tienen una incidencia en el mercado capitalista criminal, puesto que son 
los que regulan el mercado y las rutas de sustancias como las anfetaminas para la China, y otras rutas con 
el fin de intercambiar productos legales como el oro y el coltán.”  
“Existe una lucha por el acaparamiento de tierras y territorios a nivel trasnacional, que son estratégicos 
para la provisión de bienes agrícolas comerciales, destinados a la producción extensiva de commodities 
para el consumo de los países desarrollados: oro, carbón, petróleo, coltán, esmeraldas. Estamos viviendo 
el reordenamiento del ejercicio del poder sobre la tierra y el nuevo orden económico y social, no solo 
alrededor de la coca, sino del oro, el coltán, incluso la madera y la extracción de minerales preciosos. 
Todo esto para la acumulación del capital transnacional criminal, y el legal.”78 (Luis Jorge Garay)  
El senador del Partido Verde hace énfasis en la existencia de “enclaves criminales” que define como “una 
mezcla de mercados ilegales que integran narcotráfico, minería ilegal, contrabando, sicariato y captura 
de rentas públicas con estructuras políticas locales heredadas del viejo paramilitarismo mal 
desmovilizado” (2002-2006) (Antonio Sanguino) 
“Les recomiendo revisar la ampliación de los mercados del narcotráfico colombiano siguiendo las costas 
del Pacífico por Ecuador, Perú y Chile y en al Atlántico por vía marítima a Argentina y Brasil y hacia el 
triángulo Paraguay, Brasil, Argentina por vía aérea y terrestre.”  (Mauricio Romero) 
“Las relaciones de los productores mexicanos de mariguana y opio con los consumidores norteamericanos 
on anteriores a la Revolución de 1910; hay antecedentes de cultivos de la cannabis en los estados norteños  
contemporáneos con la Guerra de Secesión y cultivos de amapola para opio y morfina desde la llegada de 
los inmigrantes chinos a California para la construcción de los ferrocarriles” (Guillermo Lizarazo) 

 

El narcotráfico después de los acuerdos de paz de 2016 

Actualmente el fenómeno del narcotráfico es menos complejo que en periodos anteriores porque el ciclo se 
ha reducido notoriamente a la producción debido a tres circunstancias trascendentales:  

1) El Plan Colombia79, desarrollado gracias al apoyo económico norteamericano incluyó  la dotación 
de tecnología avanzada y armas modernas a las fuerzas armadas colombianas para combatir 
eficazmente a las FARC en su retaguardia estratégica80, destruir sus fuentes de financiación, 
erradicar los cultivos de coca mediante la aspersión del glifosato y propiciar así la derrota política 
y militar de la guerrilla más antigua del hemisferio occidental;  desde 2001 su mayor efecto fue 
generar la corrida de las áreas de cultivo de coca desde las zonas orientales del país en Meta y 
Guaviare (El Retorno, Calamar) hacia el Suroccidente en Putumayo (Valle del Guamuez), Nariño 
(Tumaco, Barbacoas) y Cauca (El Tambo); fue consecuencia del progresivo debilitamiento del 
EMBO, el Bloque Oriental del “Mono Jojoy” y el fortalecimiento del Bloque Occidental  de la 
guerrilla al mando de Alfonso Cano.81  

                                                 
78 GARAY Luis Jorge planteamiento hecho durante el conversatorio de la CNAI el 29 de octubre 2020 en Bogotá. 
79  Revista ARCANOS.  A diez años del inicio del Plan Colombia N° 16 abril de 2011  
80 Revista ARCANOS.  A diez años del inicio del Plan Colombia N° 16 abril de 2011 
81 Revista ARCANOS.  A diez años del inicio del Plan Colombia N° 16 abril de 2011 



32 

Causas Estructurales de la Violencia Política en el Suroccidente 

 
2) En la guerra por el control de los mercados los grandes carteles mexicanos se reconfiguraron a 

favor de los situados en las costas del Pacífico, el de Sinaloa y el de Juárez Nueva Generación en 
detrimento de los situados en el Golfo de México y el Mar Caribe principalmente los Zetas y el 
Cartel del Golfo esto fue consecuencia del Plan Colombia que forzó al traslado de los cultivos hacia 
la Costa Pacífica colombiana y a la operación de cierre del Mar Caribe por las autoridades 
norteamericanas.  

3) En la guerra contra las drogas en el continente, los norteamericanos desarrollaron una operación  
que fue el cierre de las rutas del narcotráfico por el Mar Caribe gracias al uso de avanzadas 
tecnologías de detección tanto de lanchas rápidas como de avionetas, esto obligó a los carteles 
mexicanos a la búsqueda de nuevas rutas marítimas por el océano Pacífico y terrestres por 
Centroamérica “en el año 2017, según los datos de instituciones de los Estados Unidos, el 85% del 
tráfico de drogas fue marítimo, por lo cual se deduce que el 15% fue aéreo {…} de ese 85% que 
sale vía marítima, ya sea en lanchas rápidas, semi sumergibles o contenedores en barcos, el 70% 
sale por el Océano Pacífico y solo el 30% por el Mar Caribe”.82      

4) El sometimiento a la justicia y posterior  extradición a Estados Unidos de los grandes capos 
colombianos del narcotráfico agrupados en las AUC (Gordolindo, Don Berna, Macaco, Mancuso, 
Jorge 40) al desvertebrar sus estructuras mafiosas, le permitió a los carteles mexicanos, en el breve 
lapso 2002-2007, apropiarse de la distribución y trasporte hacia el mercado norteamericano que es 
el mayor de todos; desde 2006 lo controlan en más del 80% al igual que las rutas marítimas por el 
Océano Pacífico, las terrestres por Centroamérica y las aéreas por las dos vías debido a un 
gigantesco músculo financiero y al control de la frontera sur de Estados Unidos. 

5) La desmovilización de las FARC, luego de los Acuerdos de Paz, supuso la desaparición de un 
regulador del mercado de la hoja de coca, (cultivos) y la pasta base (cocinas)83; desde 2012 al inicio 
de las negociaciones, los carteles mexicanos quedaron en alerta por lo que pudiera suceder con el 
vacío de poder en las áreas despejadas por la guerrilla.   

El impacto de estas circunstancias en torno al ciclo del narcotráfico en Colombia debe medirse a partir de 
la magnitud del tráfico mundial de drogas: “La Conferencia de Naciones Unidas de 1994 sobre el Crimen 
Organizado Global estimó, por ejemplo, que los beneficios generales de toda clase de actividades ilícitas 
se situaron en una cifra tan elevada como 750.000 millones de dólares anuales (Castells, 2001, p. 202), de 
los cuales, el tráfico global de drogas alcanza los 500.000 millones de dólares anuales, representando 
incluso una cifra superior a la del comercio global del petróleo. Según la ONU, solo la economía de la 
droga representa el 8.96% del comercio mundial y el dinero sucio que resulta de este negocio utiliza los 
mismos circuitos que los de las finanzas especulativas”84; por otro lado, recordemos que a mediados de los 
años 80 del siglo pasado, épocas de Pablo Escobar, algunos analistas y expertos del tema ya le daban una 
magnitud al mercado mundial de las drogas superior  a los 150.000 millones de dólares fundamentados en 
las cifras del NNICC  de los Estados Unidos que tienden a ser muy conservadoras.85  

                                                 
82 https://www.semana.com/semana-tv/el-poder/articulo/las-rutas-del-narcotrafico-a-proposito-de-los-anuncios-de-trump/663909/ 
83 https://www.semana.com/semana-tv/el-poder/articulo/las-rutas-del-narcotrafico-a-proposito-de-los-anuncios-de-trump/663909/ 
84 MANTILLA VALBUEN Silvia Cristina. “ Seguridad y narcotráfico en el Gran Caribe: geopolítica, integración regional y 
otros dilemas asociados” http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0122-44092011000100011  
85 LEE Rensselaer W. “Tráfico de drogas y países en desarrollo” basado en cifras del NNICC que es el Comité Nacional de 
Inteligencia de Consumidores de Narcóticos de los Estados Unidos. 

http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0122-44092011000100011
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La revisión de los municipios de mayor riesgo para los líderes sociales y defensores de derechos humanos 
en el suroccidente del país nos lleva a analizar en primer lugar todos los aspectos relacionados con el 
narcotráfico incluido el narco-paramilitarismo y sus métodos como se definió en el objetivo:  

Municipios con gran actividad de narcotráfico que son de alto riesgo para los líderes sociales y defensores 
de derechos humanos  

Municipios Embar-
que 

Labora-
torios 

Cultivos Minería Contra
-bando 

Corredor Observacio-
nes 

TUMACO XXXX
X 

319 
desmant
elados. 

16% Nal 
sobre 
26% Reg 

 

 X XXXXX Laboratorios 
al Pacífico 

B/VENTURA XXXX
X 

   X   

EL TAMBO   4% Nal 
sobre 
26% Reg 

    

SUAREZ  68 (57)    XXX Al Naya 

BARBACOAS  71 (52) X XXXX
X 

 XXX Al Pacífico 

SAMANIEGO  X    X  

POLICARPA  X      

BOLIVAR  X      

BUENOS 
AIRES 

 X    XX  

JAMUNDI  X    XXXX Cali al 
Pacífico 

CORINTO  X    XXX Cordilleras 
Central y 
Occidental 

TIMBIQUI X X      
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CUMBITARA  X    X  

SANTANDER 
DE 
QUILICHAO 

 X    X  

ARGELIA   X    X Cordillera al 
Pacífico 

OLAYA 
HERRERA 

X X      

IPIALES     X  Gasolina 

Fuente: elaboración del Observatorio del Conflicto Armado y el Postconflicto. 

Los carteles del narcotráfico mexicano desplazan del mercado norteamericanos las redes de distribución 
de los carteles colombianos  

El Departamento de Justicia de los Estados Unidos  señaló que durante los primeros 7 años del nuevo 
milenio se produjo un cambio decisivo en la economía ilegal  del narcotráfico en Norteamérica; los grandes 
carteles mexicanos de la droga desplazan del mercado de distribución de las drogas en las grandes ciudades 
norteamericanas a los carteles colombianos, aprovechan su condición mayoritaria  dentro de las poblaciones 
de inmigrantes, mejores y más eficaces contactos y mayor arraigo en la economía legal. 

Para 2008 los carteles mexicanos ya se habían convertido en la mayor trasnacional del crimen presente en 
los Estados Unidos, se calculaba que controlaban el 80% de la droga consumida por norteamericanos  la 
cual era procedente de México y se distribuía en 195 ciudades en 50 estados “La Federación o Cartel de 
Sinaloa, el Cartel del Golfo (no confundir con el Clan del Golfo en Colombia), el de Juárez y el de Tijuana 
son las 4 organizaciones del narcotráfico mexicano que tienen mayor presencia en Estados Unidos”. 

En ese momento ya era notoria la hegemonía de la Federación, hoy conocida como Cartel de Sinaloa, 
mientras los carteles del Golfo y Juárez sostenían una dura lucha por el 2° lugar “Las operaciones de tráfico 
de drogas de la Federación (Sinaloa) han sido identificadas en por lo menos 82 ciudades, las del Cartel 
del Golfo en 43, las del Cartel de Juárez en por lo menos 44 y las del cartel de Tijuana en 20.”86  

El Plan Colombia conduce al traslado de los frentes de las Farc y los cultivos de la hoja 
de coca de los Llanos orientales a la costa del Pacífico.  

Para el año 2011 los cultivos de coca estaban concentrados en 4 zonas una de ellas en ascenso, la del 
Pacífico en el suroccidente del país (Nariño, Cauca y Valle) pasaron de 15.000 hectáreas sembradas a 

                                                 
86 Mapas publicados por la revista PROCESO “La narco invasión mexicana” N° 1649. Ciudad de México. 8 de junio de 2008  
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25.000 de las cuales  Nariño con 16.000 y  Cauca con 6.000 copaban el grueso; otra en franco declive, el 
oriente (Meta, Arauca, Guaviare y Vichada)  cae a la mitad desde 34.000 hectáreas sembradas a 16.000, 
especialmente Meta que cae de casi 19.000 a poco más de 4.000;87 y en la permanencia de dos, las zonas  
norte (Antioquia, Costa Caribe y Norte de Santander) y  sur (Putumayo y Caquetá). 

La baja en la zona oriental ocurrió principalmente en municipios de influencia de las FARC como 
consecuencia del Plan Patriota y del PCIM Plan de Consolidación Integral de La Macarena y la erradicación 
de cultivos que eran la base económica de las operaciones del poderoso Bloque Oriental al mando del 
“Mono Jojoy” Víctor Julio Suárez; sin embargo, las zonas de control del ERPAC, Ejército Revolucionario 
Popular Anticomunista, grupo paramilitar al mando de Oliverio Guerrero “Cuchillo” pasó a controlar los 
cultivos de Guaviare, vichada y Meta y a convertirse en el regulador del nuevo orden bajo la mirada 
complaciente de la fuerza Pública; por lo menos hasta ser dado de baja a finales de 2011 en un operativo 
de la Policía Nacional enviada desde Bogotá.  

Un aspecto complementario fue el incremento de la explotación petrolera en la zona que se convirtió en 
una fuente de rentas para los políticos aliados del paramilitarismo pues, entre 2003 y 2008, los tres 
principales departamentos receptores de regalías; Casanare, Meta y Arauca, recibieron el 44% del total 
nacional, casi 5.000 millones de dólares en 5 años.    

Los municipios de mayor producción de hoja de coca eran en Nariño, Tumaco, Barbacoas, El Charco, Olaya 
Herrera, Roberto Payán y Magui Payán y en Cauca El Tambo, Guapi y Timbiquí.  

El centro de operaciones de las FARC se había movido hacia el suroccidente en las cordilleras central y 
occidental, esto sucedió luego de la concentración de las acciones militares del Estado en contra del Bloque 
Oriental, cuyo mando estaba centrado en la Serranía de La Macarena; un comparativo de las acciones 
realizadas por el Bloque Oriental y las del Comando Conjunto Occidental indicaba un desbalance netamente 
favorable al segundo y un marcado debilitamiento del Bloque Oriental; por ejemplo, la relación de combates 
era de 141/181, francotiradores 41/59, emboscadas 19/21, campos minados 117/139; pero al analizar las 
acciones, adicionalmente se pudo establecer que la mayoría eran defensivas en el Bloque Oriental mientras 
las del Comando conjunto Occidental eran ofensivas.  

La muerte del “Mono Jojoy” significó el fin de una etapa de las FARC 88, pero el declive se había iniciado 
con el Plan Colombia, en 2001 es dado de baja Urias Cuellar comandante de la columna móvil Juan José 
Rondón, quien al frente de 1.000 hombres había adelantado la guerra de posiciones época en la cual las 
Fuerzas miliares sufrieron más de 13 humillantes derrotas como las de El Billar, Patascoy, Mitú, Miraflores 
y La Uribe; pero la llegada de la tecnología  aérea con el “Avión Fantasma” y los visores nocturnos, fue 
cambiando el panorama, apoyado además en un aumento muy grande del pie de fuerza; entre 2002 y 2010 
la Policía pasa de 110.123 hombres a 185.385 y las Fuerzas Militares crecen de 203.283 soldados a 267.629.    

                                                 
87 Romero Mauricio y Angélica Arias “A diez años del inicio del Plan Colombia: Los herederos de las AUC, la geografía del 
narcotráfico y la amenaza de nuevos carteles” Revista ARCANOS N° 16. Bogotá. Abril de 2011, editada por la Corporación 
Nuevo Arco Iris. 
88 Ávila Ariel “De la guerra de Jojoy a la guerra de Cano”. Revista ARCANOS N° 16. Bogotá. Abril de 2011 editada por la 
Corporación Nuevo Arco Iris. 
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El narcotráfico: los carteles de Medellín y Cali dominan la producción de drogas en 

Suramérica y su distribución en Norteamérica en el periodo1975-1993. 

Durante la década de los 80, hasta mediados de los 90 del siglo pasado, los carteles colombianos de las 
drogas, Medellín y Cali, dominaron totalmente el proceso de producción, transporte y distribución de la 
cocaína con una excepción importante, los cultivos.  

Producción en la década de los 80 

Cultivos: la hoja de coca se  cultivaba  en  Perú en un área sembrada de entre 50.000 y 70.000 Ha para 
producir cerca de 60.000 toneladas de hoja de coca (productividad promedio de una tonelada por Ha) y 
Bolivia  entre 35.000 y 45.000 Ha y entre 42.000 y 63.000 toneladas (productividad promedio de 1,4 
toneladas por Ha;   según datos de la DEA y el NNICC para 198489. 

La prestigiosa revista británica The Economist calculaba que los bolivianos dedicados a esta actividad 
habían aumentado de 300.000 en 1983 a 500.000 en 1987 para absorber cerca del 20% de la mano de obra 
total del país; en Perú habría otro medio millón que representaba el 8% de la mano de obra. 

PROCESAMIENTO: HOJA DE COCA- PASTA BASE – COCAINA BASE - CLORHIDRATO 
DE COCAÍNA 
Proceso I: Secar la hoja de coca al sol, mojarla con agua y petróleo, molerla y comprimirla en pasta 
debiendo extraer un Kilo por cada 100 o 200 kilos de hoja. 
Proceso II: La pasta se trata con ácido sulfúrico, cal, permanganato de Potasio y gasolina, se 
comprime y se convierte en base de cocaína 
Proceso III: Se limpia de impurezas con éter o acetona, se filtra, seca y pulveriza, se empaca y 
contramarca para indicar ruta y propietario del alijo. 

Transporte de Perú y Bolivia a Colombia y luego a Estados Unidos: El factor determinante para el éxito de 
los carteles colombianos fue la flotilla aérea porque resolvió dos gigantescos problemas logísticos:  

1) Llevar las 600 o 700 toneladas de pasta básica desde sus centros de acopio en Tingo María (Perú) 
y la zona de Santa Cruz (Bolivia) hasta los laboratorios, como el de Tranquilandia, en las selvas 
del Meta y Caquetá (Colombia).  

2) Llevar las cerca de 200 toneladas de cocaína refinada desde los puntos de embarque en Colombia 
hasta los puertos de entrada en los Estados Unidos.  

Pablo Escobar con su socio José Jader Alvarez, creó Servicios Aéreos Ejecutivos y el Clan Ochoa Pilotos 
Ejecutivos que contó con 55 aeronaves, “el mexicano” adquirió varias compañías de fumigación aérea y se 
sabe que Ledher tenía por lo menos 3 aviones y un helicóptero; si bien hubo pequeñas empresas de capos 

                                                 
89 NADELMAN. Ethan A. “Latinoamérica: economía política del comercio de la cocaína” editado por la Universidad de Los 
Andes en “Economía y política del Narcotráfico” compilado por Juan Tokatlian y Bruce M Bagley. 
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menores y pilotos independientes que prestaban sus servicios, la cúpula del cartel mantuvo el control 
aéreo90.   

Distribución en los 80 y 90 

Rutas a Estados Unidos: el Cartel de Medellín utilizaba 4 rutas principales para transportar los cargamentos 
de droga: 1-Bahamas, la droga era transportada en pequeños aviones hasta Cayo Norman donde Carlos 
Ledher prestaba los servicios de aeropuerto, tanqueo de combustible, mantenimiento de aeroplanos y 
embarque en lanchas rápidas a los puntos de entrada en los cayos de la Florida.  2-Golfo de México, la 
droga era trasportada por aviones de gran autonomía como los Piper Navajo hasta aeropuertos clandestinos 
en zonas semidesérticas en Luisiana y Texas. 3-Nueva York, se hacía por etapas en aviones o en lanchas. 4 
Bogotá-Los Ángeles, fue la ruta del “mexicano” Rodríguez Gacha. 5- Por su parte el Cartel de Cali solo 
operaba la ruta a Nueva York. 

Redes de distribución en Estados Unidos: el punto principal en Estados Unidos era Miami, pues desde allí 
se distribuía el 70% de la cocaína; se adquirían repuestos para lanchas y aeroplanos, se traficaban armas 
para los carteles y se invertían o lavaban grandes sumas de dinero. Para finales de los años 80 la DEA ya 
había detectado un red de 550 grupos de colombianos, 300 del Cartel de Medellín y 250 del Cartel de Cali, 
dedicados a la distribución dentro de los Estados Unidos cuya característica era una gran movilidad para 
no ser ubicados; se trasladaban por todos los medios de trasporte posibles, autos, vuelos comerciales, 
lanchas, ferrocarriles; utilizaban pequeñas empresas de fachada comercializadoras de productos legales 
para ocultar los alijos de droga y “blanquear” dineros. 

Consumo en los años 80  

Un informe del Contralor General de los Estados Unidos Charles Bowsher91  indicaba que, para 1986, un 
37% de la población mayor de 12 años había consumido  drogas alguna vez en su vida y que, de ellos, cerca 
de 23 millones eran consumidores en el momento del estudio; las drogas investigadas incluían heroína, 
cocaína, marihuana, opio en sus diferentes formas, drogas sintéticas como el LSD, metacualona y 
anfetaminas, entre otras.  

Lavado de activos e ingresos de los narcotraficantes durante la “Década perdida de 
América Latina” 

Los ingresos por el mercado de las drogas para Colombia en 1981 se estimaban en 1.500 millones de dólares 
que habrían subido a 3.000 millones en 1985.92 Pero las cifras eran diferentes para otros autores como 

                                                 
90 CASTILLO, Fabio. “Los jinetes de la cocaína”  
91 ECONOMIA COLOMBIANA  “El problema de la droga en Estados Unidos persiste” Charles Bowsher Contralor General de 
los Estados Unidos sobre la droga. 
92 Economía y política del narcotráfico. “Colombia y la guerra contra las drogas” Bruce Bagley. CEI Uniandes.1990. 
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Rensselaer Lee quien las estimaba entre 3.000 y 5.000 millones de dólares para 100 toneladas de cocaína 
exportadas. 

El NNICC de los Estados Unidos93  calculaba que para 100 toneladas exportadas en 1987, las ventas 
ascendían a 22.000 millones de dólares de los cuales los tres productores (Colombia, Perú y Bolivia)  se 
quedaban con unos 3.000 millones; The Economist calculaba que los ingresos por narcotráfico para 
Colombia representaban entre el 22 y el 48% del valor de las exportaciones totales, entre 558 y 1.400 
millones de dólares; para Bolivia eran de 200 millones de dólares (26% de las exportaciones legales) y para 
el Perú entre 200 y 500 millones de dólares (entre el 6 y el 16% de las exportaciones). 

Los investigadores colombianos en general estimaban que los ingresos eran mayores; Carlos Caballero 
Argáez los calculaba (1988) en 6.500 millones producto de multiplicar 310 toneladas exportadas por 22.000 
dólares cada una; Hernando José Gómez (1984) valoraba las exportaciones en 5.000 millones al multiplicar 
100 toneladas por 50.000 dólares cada una y Salomón Kalmanovitz calculaba 120 toneladas por 45.000 
dólares valor unitario para un total de 5.400 millones de dólares. 

Para la década de los años 80 los cálculos de Kalmanovitz y Hernando José Gómez eran muy diferentes 
pero dan una idea aproximada de la magnitud del impacto económico en el país94:  

AÑ
O 

Ingresos 
totales del 
narcotráfic
o (1) 

Ingreso
s netos 
al país 
(2) 

Porcentaj
e del PIB 
(3) 

Importacion
es 
registradas 
(4) 

Subregistr
o de 
importació
n (5) 

Total 
importacion
es (6) 

Inversió
n en 
finca 
raíz (7) 

1979  2.580      323 
1980 2.800   4.662 1.305 5.967 388 
1981 3.660 2.234 6,14% 5.199 1.508 6.707 609 
1982 4.520 3.840 9,86% 5.478 1.589 7.067 1.013 
1983 4.170 2.241 5,8% 4.968 2.186 7.154 547 
1984 4.490 1.420 3,71% 4.492 1.886 6.379 1.037 
1985 4.270 1.424 4,08% 4.131 1.900 6.031 700 
1986 3.875 1.376 3,91% 3.852 1.387 5.239 307 
1987 5.270 881 2,43% 4.228 1.437 5.665 425 
1988 5.077 734 1,88% 5.005 1.802 6.807 106 
1989 5.700       

                                                 
93 Comité Nacional de Inteligencia de Consumidores de Narcóticos  
94 FUENTES: Datos de Salomón Kalmanovitz notas 1 fuentes independientes -4 cifras del Banco de la República -5 datos del 
DANE y 6; datos de Hernando José Gómez notas 2 y 3 basado en fuentes de la DEA, el Departamento de Estado y el NNICC; 
datos de Oscar Botero, nota 7. 
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El lavado de dineros del narcotráfico se hacía por dos vías privada y pública, los datos de Kalmanovitz para 
1988 eran: 

LAVADO PRIVADO Millones de dólares 
Subfacturación de importaciones 1.800 
Contrabando (sanandresitos) 700 
Fuga de capitales 50 
Dólares de viajeros 500 
Correo de las brujas 300 
Subtotal 3.800 
LAVADO PÚBLICO  
Compras de oro 200 
Ventanilla “siniestra” Banco de la República 600 
Subtotal 800 
Gran total 4.600 

De acuerdo con estas cifras de Salomón Kalmanovitz, para el año de 1989 el país no estaría exportando 
5.500 millones de dólares sino más de 10.000 millones al sumar el lavado de activos que entra a circular en 
la economía legal.  

Los grandes beneficiarios serían:  

1) En primer lugar, los empresarios, no solo porque les corresponde la mayor tajada del ponqué, cerca 
de 1.800 millones de dólares; sino que, ganan por partida doble, ahorran al comprar en el mercado 
negro un dólar barato y ahorran en aranceles y pago de impuestos;  

2) En segundo lugar, los contrabandistas cuyos negocios pasan de promedios anuales de 150 millones 
de dólares en los años 70 a cifras superiores a los 600- 700 millones en los años 80, que se lucran 
de la mercancía ilegal y del oro de Panamá que traen ilegalmente para venderlo al Banco de la 
República con un sobreprecio de hasta el 30% (las canecas de oro de “el Mexicano” Rodríguez 
Gacha son un buen ejemplo);  

3) En tercer lugar, los viajeros al exterior.  
4) Los industriales que traen repuestos, materias primas livianas y todos ganan con la ventanilla 

“siniestra” 
5) Las importaciones no reembolsables que favorecen a multinacionales y grandes grupos económicos 

con divisas no registradas en el país. 
6) La sobrefacturación de exportaciones que tiene por objeto “ganarse” los incentivos que ofrece el 

gobierno a ciertos rubros de las exportaciones (Plan Parejo).    

Consecuencias macroeconómicas de los ingresos del narcotráfico 

Conclusiones de Salomón Kalmanovitz: 
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 En menos de 10 años el narcotráfico ha acumulado un patrimonio equivalente al 30% de la 

riqueza producida por todos los colombianos dentro y fuera del país en los últimos 100 años. 
 Las utilidades obtenidas por el narcotráfico en 1983 fueron el triple de las obtenidas por toda la 

industria nacional incluida ECOPETROL. 
 El narcotráfico nos solo genera entre el 6 y el 8 % del PIB y un porcentaje equivalente de empleo; 

sino que, en el aspecto macroeconómico provee la liquidez en dólares a la economía, lo cual 
permite a la industria importar materias primas, repuestos y maquinaria, alivia la situación 
causada por el servicio de la deuda externa y reemplaza los capitales fugados. 

 El PIB de Colombia estimado en 40.000 millones de dólares sería realmente de 46.000 millones 
para el año 1983 si se suman los ingresos por narcotráfico; por ende, el crecimiento anual del PIB 
no sería del 3% promedio para la década de los 80 (importante anotar que fue la “década perdida” 
de América Latina por la crisis económica vivida) 

 Las exportaciones por narcotráfico para el año 1983 serían de 4.170 millones de dólares, 4.000 
por cocaína y 170 millones por marihuana, de los cuales serían repatriados alrededor de 1.500 
millones ese año. 

 El narcotráfico provee las 3/5 partes de la economía subterránea estimada en 2.500 millones de 
dólares. 

 El Estado perdió 400 millones de dólares anuales hasta 1983 y 800 millones desde 1984 por 
evasión de impuestos de aduana y aranceles por lavado de dineros del narcotráfico, que 
representan entre el 1 y el 2% del PIB, puntos muy significativos si consideramos que el recaudo 
total de impuestos es cerca del 11% del PIB; es decir se pierde entre el 10 y el 20% de los 
impuestos que financian el Estado. 

 Por causa del sobre-registro de importaciones que para los años 1983-84-85 se sitúa en 2.000 
millones de dólares, el coeficiente de inversión privada estaría subvaluado para esos años en un 
5% y para los demás años de la década de los 80 en un 3% anual. 

 Según un estudio de Gama Quijano citado por Kalmanovitz, los colombianos habrían formado en 
el exterior un capital “golondrina” de unos 18.000 millones de dólares que fluyen hacia el país 
cuando la rentabilidad es mayor; pero que igualmente se fugan cuando es menor; lo cual tiene 
gran influencia en los fenómenos políticos y sociales que afectan al país.  

 “De esta manera la apertura comercial y sobretodo de capitales frente al extranjero, está en 
marcha desde hace 15 años y se profundiza cada vez más, no importa qué medidas jurídicas se 
dicten al respecto, las medidas de liberación de cambios que impulsan el FMI y el Banco Mundial 
han incitado a Bolivia, Perú y Colombia a captar y lavar sin problemas morales parte de las 
divisas que entran por tráfico ilegal, que en caso de Colombia combina los mecanismos de la 
ventanilla del Banco de la República, las compras de oro que hace el mismo banco, las 
importaciones no reembolsables y las amnistías tributarias sobre capital repatriado (por ejemplo 
Ley 75 de 1986)”       

Conclusiones de Hernando José Gómez 

 Los ingresos del narcotráfico por porcentajes del PIB varían entre un nivel alto del 6.07%  en 
1982 y un nivel bajo del 2,36% en 1985;  
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 Los ingresos en dólares del narcotráfico varían entre 2.500 millones en 1982 y 900 millones en 

1985 con un promedio anual de 1.200 millones de dólares. 

Relación entre conflictos por la tierra y violencia. 

Inversiones de los narcotraficantes en el sector agropecuario: 

 Tierras y ganados: Los narcotraficantes poseían ya en ese momento (1988) el 4,3% de las tierras 
roturadas del país, algo así como un millón de Ha de los 23 millones del total. Si se considera un 
valor de $ 125.000 Ha promedio, daría un valor global de 300. Millones de dólares. 

 En la importación de tecnologías genéticas para la ganadería, y la construcción de obras de 
infraestructura en lechería, cría y levante de especies mejoradas, Adicionalmente han invertido en 
costosas fincas de recreo, ganado de lidia y algo que se ha convertido en su sello de clase social el 
caballo de paso. Narco que se respete es caballista. 

Sector agropecuario 1946-1974-: Las consecuencias en el campo se ven reflejadas en el hecho de que, entre 
1950 a inicios de La Violencia y 1973 finales del Frente Nacional, el agropecuario  fuera el sector de más 
lento crecimiento, un 131.6%  mientras los demás sectores de la  economía aumentaron un 217.3%; 
desproporción aún mayor si tenemos en cuenta que la población se duplicó y el sector agropecuario bajó su 
representación en el PIB del 36.4% al 27.4%.95 
A finales del Frente Nacional y en vísperas de la irrupción del narcotráfico, el debate entre los economistas 
se centraba en la proporción en que el desarrollo capitalista había penetrado la producción agropecuaria; en 
general, para esa época ya se establecía una dualidad de sistemas, el capitalista moderno (café, banano, 
azúcar) y el pre- capitalista dividido en 2 grandes subsistemas, el terrateniente de la ganadería extensiva 
(pastos) y la producción campesina en parcelas (pancoger).  
“En 1971 aproximadamente un 60%  del valor total de la producción agrícola, de 18 cultivos mayores, era 
generado por una agricultura de tipo capitalista moderna, mientras que el resto del valor (40%) era 
generado en la economía campesina parcelaria montada sobre las más difíciles tierras del país y con una 
organización de trabajo basada en vínculos familiares, escasa división del trabajo y técnicas de producción 
rudimentarias {…} apenas sobreviven alquilándose parte del año”96   
Los cultivos más desarrollados estaban representados por el café, el 80% provenía de pequeñas y medianas 
empresas capitalistas modernas con trabajo asalariado, el monopolio no se daba en la producción sino en el 
suministro de insumos, la comercialización, 4 o 5 grandes exportadores de la Federación Nacional de 
Cafeteros concentraban el 75% de las compras y su procesamiento; sin embargo, el verdadero monopolio 
era mundial; 2 tercios del mercado correspondían a la suiza Nestlé y a la norteamericana Lehman-Goldman-
Sachs dividida en 2 firmas, Procter and Gamble del grupo Morgan y General Foods de Rockefeller que 
compraba el 20% de las exportaciones. 
En caña de azúcar se sembraban 430.000 ha de los cuales las familias del empresariado valluno, Eder 
(Manuelita), Caicedo (Riopaila), González, Cabal y Holguín poseían más del 50%97; el “notablato paisa” 

                                                 
95 JULIO SILVA COLMENARES. Los verdaderos dueños del país. Fondo Editorial Suramericana, Bogotá. 1977. 
96 JULIO SILVA COLMENARES. Los verdaderos dueños del país. Fondo Editorial Suramericana, Bogotá. 1977. 
97 EL ESPECTADOR. Minagricultura “El sector Agropecuario en cifras” 1974 tabla 4 edición del 7 dic/ 1974 y EL TIEMPO 
edición del 26 sep/1976. 
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a través de la Compañía Nacional de Chocolates (Suramericana hoy SURA) y Sucesores de Jesús Restrepo 
compraban toda la producción de cacao;  el tabaco era adquirido por Cia Colombiana de Tabaco Coltabaco 
(Suramericana hoy SURA) mercado en el cual los terratenientes alquilaban la tierra al campesino productor; 
el banano presentaba una dualidad, el banano criollo para consumo interno era producido en pequeñas 
parcelas como pancoger, pero en el de exportación cerca de 150 grandes productores del “notablato paisa” 
cultivaban 18.000 ha en típica explotación capitalista,  empacaban   un millón de cajas mensuales exportadas 
por la United Fruits.  
“La reaparición de la United en Urabá coincide con un descenso en las plantaciones centroamericanas, 
producto de una creciente agitación social, cuando los obreros se organizan y los sindicatos se hacen 
fuertes, estas compañías buscan nuevas tierras, donde la mano de obra sea barata. Así surgieron las 
bananeras de Urabá {…} 14.000 trabajadores sometidos a un endemoniado ritmo de trabajo, sobreviven 
con salarios de hambre, hacinados en los campamentos de las plantaciones. “98 
Es importante destacar que Urabá desempeñará un papel protagónico durante todo el Conflicto Armado 
(1964- 2016), especialmente la contrarreforma agraria del narcotráfico (década de los 80) y la primera etapa 
del narco -paramilitarismo (1993-98). 
Oros cultivos importantes eran los cereales, las oleoginosas, maíz e. la Central de abastos de Bogotá de 157 
comerciantes 8 tenían el 85% 99el arroz y el algodón que. 
La ganadería ocupaba más del 50% de la superficie agropecuaria en el monocultivo del pasto que sustentaba 
menos de una res por hectárea, los terratenientes ya estaban agrupados en FEDEGAN bajo la dirección de 
políticos del Partido Conservador, para los años 70 su presidente era Miguel Santamaría Dávila, 
patrocinador de la candidatura presidencial de Álvaro Gómez Hurtado en la etapa posterior al Frente 
Nacional.  
 

Reforma agraria del Estado y contrarreforma del narcotráfico (1968-1989) 

En 20 años, la Reforma Agraria más importante, adelantada en el país por el presidente Carlos Lleras 
Restrepo, (el tercero en la línea sucesoria del Frente Nacional 1966-70) distribuyó entre los campesinos 
cerca de 890 mil hectáreas; por contraste en 8 cortos años los narcotraficantes adquirieron más de un millón 
(1988).  
Según datos del INCORA (Instituto Colombiano de Reforma Agraria) 100 con corte a 31 de diciembre de 
1985, este instituto había comprado a sus propietarios 4.010 predios que sumaban 472.585 ha, había 
expropiado 252 terrenos inexplotados que cubrían 65.924 ha, le habían cedido 241 propiedades con una 
extensión de 350.519 ha para totalizar 4.503 predios que sumaban 889.028 ha entregadas a los campesinos 
sin tierra o desplazados de La Violencia de los años 50. 

Con base en datos de SEAM-Minagricultura en 1988 el área rural en Colombia era de 36.197.200 ha 
(361.000 Km2 un área mayor que toda Alemania); de los cuales se calculaba que los narcotraficantes 
poseían el 2,8% de la tierra, cifra que al descontar las tierras improductivas ascendía al 4,3%; esas tierras 
estaban ubicadas en todo el departamento de Córdoba, Sucre, Atlántico, eje cafetero, Magdalena Medio 
entre los municipios de La Dorada, Puerto Salgar, Puerto Triunfo y Puerto Boyacá;  norte de Antioquia 

                                                 
98 EL TIEMPO. El Urabá y los tentáculos del pulpo” Enrique Santos Calderón. Edición del 27 ene/1974. 
99 LA REPUBLICA edición de 8 sep/75. 
100 MINAGRICULTURA-INCORA “Informe sobra la evolución y la situación actual de los principales indicadores 
socioeconómicos del sector rural y avances de la reforma agraria en Colombia” Bogotá, febrero de 1987. 
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(Caucasia y Urabá), bajo Cauca antioqueño,  Sabana de Bogotá y antiguos territorios nacionales Meta, 
Caquetá, Casanare.101  

Se partía del supuesto que por exportaciones de la coca ingresaban al país entre 300 y 1.000 millones de 
dólares de la época y que de ese dinero los narcotraficantes invertían en compra de tierras entre el 8 y el 
23% de acuerdo con diferentes variables.  
AL cabo de ese corto periodo la ventaja era neta a favor del narcotráfico; en 1960 antes de la Reforma 
Agraria (1968) y de la contrarreforma del narcotráfico, el porcentaje de tierras “En propiedad” era del 75%, 
en 1988 alcanzaba el 88%; en contraste el arrendamiento cae del 9% al 3.2% y el colonato cede terreno al 
bajar del 14 al 5,6%; pero son necesarias algunas aclaraciones importantes, la fundamental es que el proceso 
de concentración es más agudo en zonas de violencia  del narcotráfico y del paramilitarismo; en Córdoba 
la forma “en propiedad” llega al 95%  a expensas del colonato que cae del 14% al 3,3%; mientras en el total 
nacional la forma “en colonato” perdió un 59%, en zonas de violencia perdió el 76%. 
“El impacto de la inserción del narcotráfico en la actividad agropecuaria parece colocarse en la misma 
dirección y reforzar la tendencias generales que ya venía presentando la estructura legal de la tenencia de 
la tierra en Colombia” 102 
En el aspecto de la trasformación en la productividad agropecuaria causada por las inversiones del 
narcotráfico (1980-88) se anotaban en ese momento dos hipótesis: 
La primera, los departamentos más desarrollados, donde el narcotráfico hizo inversiones, su participación 
en el total nacional aumenta gracias a la mejora de la productividad en  cultivos de banano, cacao, palma, 
sorgo y soya, todos para la exportación; Antioquia pasa de promedios del 9,5% hasta el 12.35% en 1984, 
Córdoba sube consistentemente del 1,91% al 4,77%, Santander pasa del 4,87%  al 5,94% aunque es de 
anotar que a diferencia de Córdoba se trata de un departamento de gran tradición agropecuaria;  en los 
departamentos menos desarrollados el crecimiento se liga al aumento de la frontera agrícola y no a la mejora 
en la productividad, Meta pasa de mínimos del 6.82% al 9,35%, Casanare del 1,65% al 2.39% y Arauca del 
0,48% al 0,67%; simultáneamente estos departamentos aumentaron su participación en el crédito bancario 
destinado a cultivos comerciales; por ende, el riesgo de inversión en zonas de violencia causada por el 
narcotráfico no fue un factor que preocupara a las instituciones crediticias.  
La segunda, con respecto a la ganadería en los aspectos relacionados con sacrificio de cabezas de ganado, 
ganadería de doble propósito (leche y carne) y monto del crédito el comportamiento es similar al resto del 
país; sin embargo, la actividad de cría que repercute en el mantenimiento y ensanche del hato ganadero se 
abre en dos zonas diferentes; aquellas afectadas por presencia guerrillera muestran abandono de la 
explotación ganadera en provecho de áreas menos expuestas a este fenómeno; por contraste,  las áreas 
donde hay mayor seguridad por presencia de la Fuerza Pública (Valle del Cauca) o áreas donde hay 
financiación de la “seguridad” (grupos de justicia privada en Urabá y Magdalena Medio) aumenta la cría 
intensiva más productiva. 
“Se observa un cambio profundo en el modo de producción; en efecto, la concentración de extensas 
propiedades territoriales en manos de un “capo” del narcotráfico, la instalación de ejércitos privados, el 
impulso al cambio tecnológico (tanto en la agricultura como en la ganadería) y la consolidación del 

                                                 
101 LIBARDO SARMIENTO ANZOLA Y CARLOS MORENO OSPINA “Impacto del conflicto Armado y el narcotráfico sobre 
la producción agropecuaria 1980-88”   
102 LIBARDO SARMIENTO ANZOLA Y CARLOS MORENO OSPINA “Impacto del conflicto Armado y el narcotráfico sobre 
la producción agropecuaria 1980-88”   
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sistema de justicia privada dan , en conjunto, nacimiento a un modelo que si bien ofrece crecimiento y la 
modernización de la producción agropecuarias, también significa una profunda involución en las 
relaciones sociales {…} la presencia de los narcotraficantes ha implicado un profundo desequilibrio 
regional, por la elevación de los precios de la tierra, concentración de la propiedad, cambios en los usos 
del suelo, elevación de los costos de producción, aumento de los niveles de desempleo local  y la 
descomposición del campesinado {…}para los empresarios agrícolas tradicionales, la presencia del 
narcotráfico ha permitido que se respire un ambiente de mayor seguridad en la zona, lo que disminuye el 
riesgo de la inversión pero; de otra parte, los extraordinarios precios ofrecidos por la tierra y la 
imposibilidad de competir con los avance tecnológicos en productividad que implican las gigantescas 
inversiones de los narcotraficantes ha inclinado la balanza a vender y retirarse de la región ”103.     

4. El caso del departamento del Cauca 

 

Economía del Cauca: “Concentración de tierras y pobreza” 
 
Según cifras del censo 2005, la pobreza en el departamento del Cauca (Gamarra, 2007), medida como 
porcentaje de personas con Necesidades Básicas Insatisfechas, es del 167% con respecto al resto de 
Colombia.  El producto interno bruto no alcanzó a representar siquiera el 2% del PIB nacional.  El Cauca 
tiene cerca de 32.000 km2 de territorio, cuenta con más de un millón de hectáreas de bosque, 150 kilómetros 
de costa sobre el Pacífico, tres regiones naturales, prácticamente todos los pisos térmicos, tres valles y cinco 
grandes cuencas hidrográficas. 
                                                 
103 LIBARDO SARMIENTO ANZOLA Y CARLOS MORENO OSPINA “Narcotráfico y sector agropecuario en Colombia” 
Revista Economía Colombiana. Bogotá. 1989   
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Después de La Guajira, el Cauca es el departamento con mayor población indígena; además, es el quinto 
con mayor porcentaje de afrodescendientes, y el segundo departamento en Colombia con la distribución 
más desigual de tierras, después del Caquetá. 
De los cerca de 1,2 millones de habitantes del Cauca, 21% son indígenas y 22% son afrodescendientes, los 
cuales son propietarios del 30% de las tierras del departamento.  En el departamento hay 42 municipios, 
que para efectos administrativos se organizan en seis subregiones:  Norte, Centro, Pacífico, Oriente, Sur y 
Macizo.  Lo atraviesan longitudinalmente las cordilleras occidental y central, cuenta con 83 resguardos y 
tiene jurisdicción sobre cuatro parques naturales nacionales.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Mapa 1. Porcentaje municipal de la población caucana según origen étnico. 
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Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 
 

 

Tabla 1. Distribución de la población entre cabecera y resto para el Cauca y Colombia 
 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 

Inventario de suelos del departamento del Cauca 
La mitad del departamento está cubierta por bosques sin intervención humana: ecosistemas muy frágiles, 
poco fértiles y con limitaciones para su explotación económica. La situación actual de los recursos naturales 
del Cauca está caracterizada por cuatro factores:  

 Concentración de la propiedad. 
 Concepción del uso, según identidad étnica. 
 Conflictividad debida al modo de explotación. 
 Presión debida a la pobreza. 
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A pesar de la diversidad de suelos, gran parte del Cauca carece de vocación productiva.  El 36,41% son 
suelos que se deberían destinar a la “conservación”, mientras un 25,11% adicional debería destinarse a la 
“producción y protección forestal” (Gamarra, 2007).  
 

Gráfico 1. Distribución de la tierra en el Cauca, según intervención del hombre y conflicto de uso 
 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 
 

Tabla 2. Distribución de la tierra según piso térmico y fertilidad 
 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 
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Mapa 2 - Distribución de la tierra según vocación productiva 
 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 
Mapa 3. Distribución de suelos del Cauca según su fertilidad 
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Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 
 
Esto significa que más de la mitad de los suelos del departamento tiene limitaciones productivas; esto sin 
tomar en cuenta otras restricciones adicionales, por ejemplo, la falta de infraestructura, como carreteras 
pavimentadas en las zonas que, en cambio, sí tienen vocación agrícola.  Las cifras de vocación de la tierra 
concuerdan, hasta cierto grado, con el hecho de que la mitad del departamento está despoblada y ha tenido 
una influencia humana nula o ligera.  
Al revisar las cifras con mayor detalle, se observa que las tierras habitadas presentan conflictos de uso, es 
decir, que su utilización actual no corresponde a sus verdaderas aptitudes.  Únicamente el 4,35% del 
departamento está siendo utilizado de acuerdo con su vocación productiva.  Partiendo de estas cifras, se 
puede ubicar el mayor número de hectáreas con problemas de uso en tres subregiones: el Macizo, el Centro 
y el Norte del departamento.  En estas zonas se concentra el 68% del total de propietarios, el 65% de los 
predios y el 54% de todas las hectáreas con diversos conflictos.  

 
Gráfico 2. Grado y clase de conflictos de suelos en el Cauca 
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Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 
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Tabla 3. Estructura de la tenencia de la tierra en el Cauca 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 
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Gráfico 3. Número de extensión de los resguardos indígenas en el Cauca 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 

Al comparar las cifras sobre conflictos por uso de tierras con las del número de propietarios en el Cauca, 
se puede ver una relación lineal simple: cuanto mayor peso tenga la pequeña propiedad en un municipio, 
mayores serán los problemas de uso, en especial los asociados a la sobreutilización.  En general, los 
municipios con suelos de vocación agrícola, pero no tan fértiles, muestran mayores problemas de pobreza 
que aquellos municipios con mayor fertilidad.  Por otro lado, cerca del 32% presentan fertilidades “bajas”, 
y el 25% “muy bajas” (Gamarra, 2007). 
Además de la conflictividad que supone la pequeña propiedad en el departamento, otro factor que influye 
es la ganadería.  Aunque muy pocos suelos caucanos tienen vocación ganadera, la mayoría de los 
municipios tienen terrenos dedicados a pasturas.  Según información del IGAC, sólo el 2% de suelos tiene 
vocación para el pastoreo extensivo; sin embargo, a esta actividad se dedican 925.000 hectáreas, que 
representan un poco más del 30% del departamento, en las cuales se albergan 245.000 reses. 
Las restricciones de fertilidad de los suelos, la escasa disponibilidad de infraestructura y la actual situación 
de conflictos por el uso, suponen retos importantes hacia el futuro de un departamento que mantiene a gran 
parte de su población en las áreas rurales, y cuya situación de pobreza está atada en gran medida al sector 
agropecuario, en especial cuando la fertilidad influye en el uso que se les da a los suelos y, por esa vía, en 
los ingresos que se generan de ellos. 
La pobreza es un problema transversal en todo el Cauca.  Los caucanos, sin importar su ubicación o etnia, 
enfrentan una seria situación de penuria.  Popayán y Puerto Tejada son los únicos municipios con un índice 
de NBI por debajo del 20%.  
De manera contraria, Argelia, Almaguer y Guapi son los municipios caucanos con los peores indicadores 
de pobreza, que superan el 80% (DANE, 2005).  Asimismo, estos municipios registran altos índices de 
violencia, cultivos de uso ilícito, minería ilegal y conflictos por tierras.  
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De acuerdo con la investigación realizada por la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria – UPRA, en 
el año (2013), en los municipios del norte del Cauca se presenta la siguiente problemática en cuanto a la 
concentración de la tierra y el uso del suelo:  

La estructura de la propiedad en el área (…) del norte del Cauca es dual o bipolar, y se expresa 
en una creciente polarización entre la minifundización y microminifundización, de un lado, y la 
ampliación del control de la tierra por la gran propiedad.  Es preciso tener en cuenta que los 
elementos de la estructura agraria se interrelacionan y dependen unos de los otros. Desde finales 
de los años ochenta, la característica básica en la distribución de la tierra es el avance de la gran 

propiedad, el deterioro de la mediana, y la continua fragmentación de la pequeña, tres (3) 
fenómenos acompañados de violencia y el desplazamiento de pobladores rurales, por diversos 
motivos, entre los que han tenido gran contribución el estado del orden público y el continuo 
deterioro de las condiciones de la vida rural (negrillas nuestras) (UPRA, 2013). 

La mayoría de los municipios del Cauca tienen un porcentaje de NBI entre el 50 y el 80%.  La peor situación 
se registra en la zona del Pacífico, en donde se presentan los mayores porcentajes.  Al norte del 
departamento se registra un grupo de municipios con indicadores por debajo del promedio, lo cual se explica 
porque las mejores tierras están en el norte y la economía de estos municipios está integrada al cluster104 de 
caña y biomasa para la producción de diésel de los ingenios vallecaucanos, a los monocultivos de piña y la 
producción de cítricos.  A ello se suma en los últimos años la inyección de inversiones en propiedad raíz, 
comercio y servicios de en esta región, dada su cercanía a Cali, la capital vallecaucana.  
Resulta interesante comparar la reducción de la pobreza en el Cauca con las metas alcanzadas en otras 
regiones a lo largo de las últimas décadas.  En 1985, el Cauca tenía un porcentaje de personas con NBI de 
56,7%, mientras en el país era de 39,5%.  Después de dos décadas, los resultados alcanzados en el Cauca y 
en Colombia son bien diferentes. Durante este periodo, Colombia logró reducir la pobreza en un 30%, 
mientras en el Cauca esta reducción fue sólo de un 18%. 
Al revisar las cifras de NBI desagregadas entre las zonas urbanas y rurales, sobresale el hecho de que los 
indicadores de pobreza en las zonas rurales son el doble que los de las zonas urbanas.  Esta es una situación 
preocupante, ya que en este departamento hay más personas en las zonas rurales que en las urbanas.  En las 
zonas rurales, la pobreza duplica a las cabeceras municipales. 

 

Conflictos y tenencia de la tierra 
Según un informe elaborado por el Banco Mundial en 2004, el Cauca resultó ser el segundo departamento 
de Colombia con mayor concentración en la tenencia de la tierra ─cuando se considera el valor de la 
misma─, y el cuarto cuando se considera su extensión. 
La situación de concentración de la tierra ha venido aumentando desde los años 70.  Al tomar el coeficiente 
de Gini105 como medida de concentración, se puede ver que durante las últimas décadas este indicador ha 
mostrado una tendencia al aumento.  Del mismo modo, al revisar el comportamiento de las curvas de 

                                                 
104 “Grupo de empresas interrelacionadas que trabajan en un mismo sector industrial y que colaboran estratégicamente para 
obtener beneficios comunes.” Wikipedia, 2020. 
105 “El coeficiente de Gini es una medida de la desigualdad ideada por el estadístico italiano Corrado Gini. Normalmente se 
utiliza para medir la desigualdad en los ingresos, dentro de un país, pero puede utilizarse para medir cualquier forma de 
distribución desigual. El coeficiente de Gini es un número entre 0 y 1, en donde 0 se corresponde con la perfecta igualdad (todos 
tienen los mismos ingresos) y donde el valor 1 se corresponde con la perfecta desigualdad (una persona tiene todos los ingresos y 
los demás ninguno).” Wikipedia 2020. 
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Lorenz106,  se puede ver que esta línea, en lugar de acercarse a la línea de equidistribución, se ha ido alejando 
de ella, reflejando un retroceso de la situación con respecto a años pasados. 

Gráfico 4. Coeficiente Gini de la distribución de la tierra en las regiones del Cauca 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 

Gráfico 5. Coeficiente Gini para la propiedad de la tierra en el Cauca, 1973, 1984, 1997 y 2005 
 

 

                                                 
106 “La curva de Lorenz es una representación gráfica de la desigualdad en el reparto de la renta existente en un determinado 
territorio (normalmente un país). En ella, se sitúa en el eje X los acumulados de población (P) expresados en tanto por ciento y en 
el eje Y los acumulados de renta (Q) expresados en tanto por ciento.” Economipedia, 2020, en 
https://economipedia.com/definiciones/curva-de-lorenz.html  

https://economipedia.com/definiciones/curva-de-lorenz.html


55 

Causas Estructurales de la Violencia Política en el Suroccidente 

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 
Gráfico 6. Curva de Lorenz de distribución de la tierra en el Cauca, 1973, 1984, 1997 y 2005

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 

 

Mapa 4. Distribución de hogares con necesidades básicas insatisfechas

 
Fuente: Gamarra (2007), La economía del departamento del Cauca: concentración de tierras y pobreza. 
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Un aspecto importante de la tenencia de la tierra en el departamento del Cauca gira en torno a los esquemas 
de tenencia colectiva de la tierra.   Según datos de la gobernación del Cauca, cerca de la tercera parte de 
todo el territorio se mantiene bajo este esquema de propiedad.  De las más de tres millones de hectáreas 
(3.000.000) sobre las que se tiene información en el IGAC, un total de 970.395 há pertenecen a territorios 
indígenas y comunidades afrodescendientes.  Esto equivale a decir que el 32% del departamento está en 
manos del 43,8% de la población. 
Las comunidades afrodescendientes tienen sus territorios en la región del Pacífico, sumando 334.000 
hectáreas repartidas en siete grandes predios. A pesar de que las comunidades afrodescendientes e indígenas 
en el departamento tienen una población similar, las tierras de los resguardos indígenas constituyen el doble 
de los territorios ocupados por las comunidades afrodescendientes.  En otras palabras, por cada hectárea de 
tierra que le corresponde a un afrodescendiente en el Cauca, a cada indígena le corresponden casi dos. 
A este respecto, de acuerdo con la investigación de la UPRA-Universidad Nacional (2013), se aprecia que 
el pueblo Nasa es el predominante en el universo poblacional de las comunidades indígenas, alcanzando 
las 38.302 familias, o 180.164 personas, en el departamento del Cauca.  
 
Tabla 4 
Número y extensión de los resguardos indígenas en el Cauca 

Zona Oriente Centro Bota caucana Norte Pacífico Macizo 
Extensión en 
hectáreas 

 
252.282 

 
154.185 

 
12.852 

 
107.374 

 
73.438 

 
36.189 

Número de 
resguardos 

 
25 

 
18 

 
16 

 
13 

 
11 

 
7 

Fuente: Secretaria de Planeación, Gobernación del Cauca (2013). 
 
Sobre este aspecto, y utilizando información geográfica del IGAC, se pueden ilustrar varios elementos del 
debate.  En efecto, los municipios con mayor participación indígena están correlacionados con un mayor 
porcentaje de tierras con fertilidad “muy baja”.  Pero, de igual forma, la correlación entre comunidades 
indígenas y desarrollo de la agricultura es más débil que en municipios similares donde la población mestiza 
es mayoritaria.  
En otras palabras, la agricultura es menor en municipios mayoritariamente indígenas, en comparación con 
aquellos en donde la población mestiza es predominante.  Esto podría estar asociado a una menor 
disponibilidad de suelos fértiles en estos municipios. 
Si bien es cierto que la falta de disponibilidad de suelos con buena fertilidad es una constante para las 
comunidades indígenas, también lo es para otras comunidades como la de los pequeños campesinos. 
La problemática del siglo XXI en el Cauca gira en gran parte alrededor del tema de acceso a la tierra.  Por 
un lado, existen problemas inherentes a la tierra, en especial sus limitaciones y conflictos derivados del uso 
y de la concentración de la tenencia.  Por otro lado, la estrecha relación que guardan estos factores con el 
autorreconocimiento étnico y la pobreza.  Por ejemplo, unos mayores estímulos a la agricultura comercial 
están asociados a menores indicadores de pobreza, pero en este departamento los porcentajes más bajos de 
hectáreas cultivadas están en los mismos municipios con los mayores niveles de concentración de la 
propiedad. 
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La mayoría de la población del departamento vive en el campo y deriva su sustento de las actividades 
agropecuarias.  En las zonas rurales los indicadores de pobreza duplican los de las zonas urbanas, que ya 
de por sí son muy altas en comparación con otras regiones.  
La necesidad de generar ingresos a partir de las actividades agropecuarias impone serias presiones sobre el 
suelo, lo cual se refleja en los altos porcentajes de suelos con conflictos de uso.  La relación entre el conflicto 
de uso y la pobreza es solo una de las complejas interacciones de los problemas que aquejan al 
departamento. 
Para el caso del Cauca, la situación tiene aspectos adicionales que la hacen más compleja. La disponibilidad 
de suelos con vocación agrícola no alcanzaría para satisfacer las necesidades que se derivan del esquema 
de la simple redistribución, y el gobierno difícilmente cuenta con los recursos para la compra de predios 
suficientes. 

 

La minería y sus impactos en el departamento del Cauca 
En la agenda interna del Cauca se enumeran 12 apuestas y solo cinco se encuentran dentro del sector 
agropecuario y agroindustrial (Cámara de Comercio, 2006b).  Las apuestas en otros sectores (artesanías, 
conglomerado industrial, región de conocimiento, Pacífico, turismo, minería y software) empiezan a estar 
en la mesa de discusión para el futuro del Cauca, a mediano y largo plazo.  Al contrastar estas metas de 
desarrollo con el crecimiento real de los sectores, se encuentra que, de acuerdo con datos del año 2015, el 
único sector que creció por encima del 7%, fue la minería.  
Este modelo extractivista que se desarrolla en el departamento del Cauca coincide con las áreas de 
territorios étnicos (indígenas y afrodescendientes), así como de asentamientos campesinos, lo que, se 
presume, ha generado hechos de violencia en los últimos años, y amenaza con escalar la barbarie al extremo, 
como está sucediendo en la actualidad, con el regreso de las masacres contra civiles.  
Si analizamos los procesos de explotación y exploración de títulos mineros, solicitudes, zonas de minería 
de comunidades étnicas, y las suspendidas áreas estratégicas mineras107  y las cruzamos con la superficie 
total del departamento, casi todos los municipios están afectados por las modalidades de extracción de 
minerales ya mencionadas: hecho que ha generado violencia y disputas territoriales en la zona. 
De acuerdo con el mapa que se muestra a continuación, más del 60% del territorio del departamento del 
Cauca, está intervenido por proyectos mineros distribuidos en las siguientes categorías: 1) Áreas de reserva 
especial, 2) Áreas estratégicas mineras, 3) Áreas con solicitud de legalización, 4) Solicitudes mineras 
vigentes, 5) Títulos mineros vigentes, 6) Zonas de minería en comunidades indígenas, y 7) Zonas de minería 
en comunidades negras. 

                                                 
107 Mediante la sentencia de revisión de tutela T-766-2015, la Corte Constitucional, dentro del expediente T4.327.004 dispuso: 
“Dejar sin valor y efecto las Resoluciones N° 180241, 0045 de 2012, y la Resolución N° 429 de 2013, por medio de las cuales se 
delimitaron y declararon áreas estratégicas mineras.” 
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Mapa 5. Áreas de extracción de minerales, departamento del Cauca 

 
Elaboración propia con base en información de la Agencia Nacional de Minería y el Ministerio de Minas 

y Energía, 2020) 
Ahora bien, si cruzamos este mapa con los municipios más afectados por la violencia en el departamento, 
ese porcentaje se eleva al 100%.  Grandes áreas de terreno pertenecientes a los municipios de Timbiquí, 
Guapi, López de Micay, Suárez y Buenos Aires, con población mayoritariamente afrodescendiente, están 
afectadas por proyectos de explotación minera de distinto tipo.  Por su parte, los territorios de Jambaló, 
Corinto, Miranda, Caloto, Caldono y Silvia, en donde la población es predominantemente indígena, existen 
áreas de explotación y exploración minera. 
De acuerdo con el citado mapa del IGAC, se advierten posibles tensiones entre las zonas de minería de 
comunidades negras e indígenas que gozan de especial regulación de la ley, con otros tipos de contratos de 
exploración y explotación de minerales en varias regiones del departamento del Cauca.  Este aspecto se 
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analizará en el trascurso de esta investigación, en particular cuando se estudie el impacto de la minería en 
la intensificación del conflicto y la violencia de la zona. 

Tabla 5 
Modalidades y tipo de minerales, de títulos, solicitudes mineras 
y otras figuras de extracción en el Cauca 

Departamento del Cauca 
Títulos 
mineros 
vigentes 

Solicitudes y 
autorizaciones 

temporales 
Modalidad 

Exploración 28 7 
Construcción y montaje 14 - 
Explotación 185 1 
Autorizaciones temporales - 3 
Contratos de concesión - 413 
Licencia especial de materiales de 
construcción 

- 1 

Total 227 425 
Mineral 

Materiales de construcción 116 87 
Materiales de construcción-otros 
minerales 

- 8 

Carbón 14 15 
Carbón-materiales de construcción-
otros minerales 

1 1 

Esmeraldas-otros minerales 2 - 
Níquel - otros minerales 8 - 
Oro y metales preciosos 37 152 
Oro y metales preciosos – carbón - 3 
Oro y metales preciosos- carbón - 
materiales de construcción 

- 1 

Oro y metales preciosos - carbón - 
otros minerales 

1 1 

Oro y metales preciosos - carbón - 
materiales de construcción - otros 
minerales 

- 1 

Oro y metales preciosos - materiales 
de construcción 

- 16 

Oro y metales preciosos - materiales 
de construcción - otros minerales 

- 7 

Oro y metales preciosos - níquel - 
otros minerales 

1 - 

Oro y metales preciosos - otros 
minerales 

18 45 
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Otros minerales 29 88 
Total 227 425 

 
Elaboración propia con base en información de la Agencia Nacional de Minería, año) 

 

¿Tiene el modelo de desarrollo minero relación con las posibles causas de la violencia en el departamento 
del Cauca? 
En primer lugar, múltiples investigaciones explican que el modelo de desarrollo económico en los territorios 
del Cauca es tanto causa como consecuencia de la violencia y la violación de los derechos humanos, como 
ocurre en muchas otras regiones de la nación, y en particular en el suroccidente colombiano. 
En segundo lugar, el modelo de desarrollo basado en la regulación legal de la minería puede ser causa de 
hechos violentos como amenazas, asesinatos y desplazamientos en el departamento del Cauca.  En efecto, 
la minería, en cada una de sus modalidades y etapas de exploración y explotación, es una actividad que 
puede incidir en estos hechos de violencia, como lo plantea la lideresa afrodescendiente y defensora de 
derechos humanos, Francia Márquez, en ¿De dónde vienen las balas que están asesinando líderes 
sociales?, investigación del portal verdadabierta.com (2020): “El Estado piensa la minería como un interés 
general para la Nación ─reflexiona Márquez─, y al privilegiar ese desarrollo, expulsa a las comunidades 
de sus territorios, cuando ni siquiera ha sido capaz de garantizarles sus necesidades básicas de 
supervivencia. Ella los llama los múltiples despojos, no sólo les quitan la tierra, sino que les imponen un 
modelo de desarrollo que los lleva a perderla.” 

 

Posibles causas de la violencia en el Cauca: 

 La zona es un punto estratégico que conecta el centro del país con el pacífico, lo cual la convierte 
en una zona estratégica en disputa entre la fuerza pública que pretende militarizar todo el territorio, 
las estructuras sucesoras del paramilitarismo que nuevamente intentan conquistar los agrestes 
territorios de la cordillera y el pacífico caucano, después de su última derrota en el año 
2001,infringida por las Farc al  bloque Calima de las AUC, las guerrillas del ELN a través de sus 
frentes históricos, que en una campaña desarrollada desde la bota Caucana, buscan copar los 
antiguos santuarios del extinto bloque occidental de las Farc y por ultimo las nuevas disidencias de 
las Farc, que se han multiplicado en número y estructuras, alimentadas por la economía de la coca 
y la minería ilegal y que se reclaman herederas legitimas de la guerrilla campesina fundada en 1964 
por Manuel Marulanda Vélez, alias Tirofijo. 

 El departamento tiene condiciones biofísicas apropiadas para los cultivos ilícitos y la explotación 
ilegal de minerales, y muchas familias vulnerables ven en estas actividades una forma de vida. La 
cadena del narcotráfico y las rentas ilícitas determina la economía del departamento del Cauca. 

 (Ausencia del estado) El prolongado abandono estatal ha acentuado los conflictos entre las 
instituciones y las comunidades del departamento. En el proceso de formación nacional, los 
indígenas y afrodescendientes de la región fueron ignorados y sometidos a las mayorías. Los 
reclamos de las comunidades solo fueron atendidos coyunturalmente, y esa ausencia del Estado 
permitió el surgimiento y la consolidación de grupos insurgentes; en el Cauca han actuado todas 
las guerrillas que han existido en Colombia. 
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 El conflicto por la tierra y el territorio. El movimiento indígena, afro y campesino y los liderazgos 

sociales recogen las banderas de lucha de las generaciones pasadas en defensa del territorio y les 
compiten a las elites económicas legales e ilegales el modelo de desarrollo económico, institucional 
y cultural. 

 El modelo de desarrollo extractivista neoliberal, impone lógicas de relaciones económicas 
mediadas por la violencia y la negación a propuestas alternativas de propiedad, explotación de los 
recursos naturales y del subsuelo y de distribución de excedentes por parte de las comunidades 
autóctonas de origen indígena, afro y campesino.   

 El Estado continúa profundizando la deuda pendiente con las comunidades del Cauca en materia 
de protección de sus vidas, reconocer las capacidades locales y las diferencias culturales y 
promover la construcción de agendas comunes e incluir al departamento en el proyecto de nación. 

Dinámicas de la violencia 
Los espacios que dejó la guerrilla de las FARC dieron paso a nuevas expresiones de ilegalidad en el 
departamento. Por eso, cuatro años después de firmado el Acuerdo, la violencia se ha recrudecido y la 
ilegalidad ha vuelto a imponerse. Hoy, el Cauca es de nuevo territorio de disputa entre actores armados. 

La salida de las FARC EP en territorios en los que en el pasado actúo como actor hegemónico ha propiciado 
un escenario de disputa entre otros actores armados, entre los que se encuentran grupos disidentes, además 
del ELN, EPL y las autodenominadas "Guerrillas Unidas del Pacífico". Estos grupos han impuesto cobros 
extorsivos a comuneros y campesinos, principalmente en las zonas con presencia de cultivos ilícito y el 
control de corredores para la comercialización de narcóticos, en municipios como Miranda, Corinto, Caloto, 
Toribio, Suárez, Buenos Aires, Morales, Cajibío, Patía, Argelia, El Tambo, Guapi, López de Micay y 
Timbiquí. 

Las disidencias 
La nueva ola de violencia e inseguridad que golpea a los municipios referidos es consecuencia de la acción 
de grupos disidentes de las desmovilizadas “FARC”. Igualmente, de la acción del “ELN”, el “EPL” y de 
grupos neo-paramilitares. 
Una disidencia son los anclajes de algunos mandos medios de antiguos grupos guerrilleros con pequeños 
núcleos de combatientes que están relacionados con el mantenimiento de economías ilegales y sin norte 
político. 
 

Los grupos disidentes y otros actores de violencia en el territorio. 
El territorio -donde está casi la totalidad de los cabildos de los indígenas Nasa- pasó de tener un sólo grupo 
guerrillero hegemónico, las “FARC”, a varios que se disputan hoy sus antiguos territorios. Se trata de 
núcleos disidentes de los frentes 6, 30 y de las columnas Jacobo Arenas y Miller Perdomo, que se movilizan 
en pequeñas unidades, en la mayoría de las ocasiones sin camuflaje y portando armas largas. Son 
organizaciones con una estructura plana, sin ideología, sin formación política, ni afán de enfrentar a la 
fuerza pública.  
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Fuentes de financiación. 
Estos grupos tienen en la economía de la coca, la marihuana y la minería ilegal su principal fuente de 
financiación. El secuestro y la extorsión también hacen parte de su financiación. 
 
Primeros brotes. 
Los primeros brotes disidentes ocurrieron entre noviembre de 2016 y mayo de 2017, por parte de redes de 
apoyo y milicias del Sexto Frente.  
En mayo del 2018, integrantes del Frente 30 formaron una disidencia en el Naya, la columna Rafael 
Aguilera.  
Un momento clave para la comprensión del nuevo escenario de guerra se dio el 7 de diciembre de 2017, 
cuando se enfrentaron disidentes del Sexto Frente y el “EPL” en Jamundí (Los Robles).  
El choque dejó casi mil personas desplazadas y ocho integrantes de los grupos armados muertos; la 
disidencia logró quedarse con el poder en los municipios del norte del Cauca.  
 

Inventario de estructuras disidentes de las Farc 
 
Columna Dagoberto Ramos (DR). 
La columna DR es una disidencia con presencia desde el 2018 en los municipios de Caloto, Toribio, 
Jambaló.  Puede estar conformado por alrededor de 190 hombres, muchos de ellos con origen en Planadas 
(Tolima).  
Al mando de la estructura estuvo Fernando Israel Méndez Quitumbo (36 años), alias “El Indio” (capturado 
en Caloto en junio del 2020) y Gerardo Ignacio Herrera alias ‘Barbas’, quien murió en enfrentamientos con 
la Nueva Marquetalia en el municipio de Guapi. 
La Dagoberto Ramos es la autora del asesinato de 5 indígenas del Resguardo Nasa en Tacueyó, el 29 de 
octubre de 2019. Igualmente, de la masacre de la Gobernadora Cristina Bautista en el municipio de Toribío; 
de asesinatos de líderes sociales, de integrantes de la Guardia Indígena, de secuestros y otras acciones 
violentas. Está involucrada en el asesinato de Christian Conda, integrante del Resguardo López Adentro de 
Caloto. 
 
Columna Jaime Martínez (JM).  
Es encabezada por Leyder Johany Noscue (Mayimbú, de Toribio), se trata de un indígena perteneciente a 
la comunidad Nasa, que fue, entre el 2004 y el 2014, de las milicias urbanas del Sexto Frente de las “FARC”. 
Fue capturado y posteriormente amnistiado en 2017. A esta columna se la calcula un número de 140 
integrantes. 
La “columna” Jaime Martínez fue comandada en un principio por Mordisco, quien salió del Punto 
Transitorio de Normalización de Monte Redondo (Miranda).  Mordisco fue capturado en 2018 y 
reemplazado por Mayimbú. Su eje de acción involucra a los municipios de Buenos Aires, Jamundí y el 
Naya. 
En medio de su proceso de expansión y consolidación, esta estructura expulsó del norte de Cauca a otros 
grupos, como el Frente Andrey Peñaranda Ramírez del “EPL” y, en menor medida, al “ELN”. 
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Hace parte del Comando Coordinador de Occidente, Nuevo Sexto Frente, también conocido como Patria 
Grande Ejército del Pueblo, resultado de un pacto firmado en febrero del 2020 entre las disidencias para 
establecer una línea de mando similar a un secretariado. 
 
El Comando Coordinador de Occidente lo componen tres estructuras móviles: Jaime Martínez, 
Dagoberto Ramos y Franco Benavides, y tres frentes: Carlos Patiño, Ismael Ruiz (antigua columna 
móvil Arturo Ruiz) y Rafael Aguilera o Fuerza Unida del Pacifico (nuevo frente 30 de las “FARC”), 
liderada por alias ‘Chumbi’, quien controla parte de la cuenca del Naya.  
La organización del Comando Coordinador de Occidente, al parecer tiene su origen en Brasil (Boa Vista), 
donde se dio una reunión en marzo del 2018 en la cual participaron delegados de Gentil Duarte y Jhon 40, 
con jefes disidentes del Cauca.  
 
Columna Carlos Patiño (CP). 
Opera hacia el sur del Cauca y está integrada por disidentes de los frentes 29, 60 y 48. Hace presencia en 
Argelia, Balboa, el Micay y el Tambo. Su jefe actual es Carvajal. 
Los vínculos con el disidente Frente Primero de las “FARC”. 
Estas columnas tienen una relación orgánica con la disidencia del Frente Primero que opera en el 
departamento del Guaviare, encabezado por Gentil Duarte e Ivan “Mordisco”. Desde el Guaviare, Gentil 
Duarte envió a Alonso al Norte del Cauca, para prestar apoyo militar y político, quien murió en 
enfrentamientos con el Ejército. 
 
La Nueva Marquetalia de Ivan Márquez y Jesús Santrich también hace presencia, aunque más nominal 
que real, en los municipios de Buenos Aires, el Naya, Caldono, Cajibío, Piendamo, Morales y Jámbalo y 
está organizada como Frente Segundo Manuel Marulanda. La lidera Walter Mendoza. Las estructuras 
del comando coordinador de occidente le han declarado la guerra a la Nueva Marquetalia, persiguiendo a 
campesinos, indígenas y excombatientes, que señalan de ser colaboradores de este grupo.  
“EPL” y/o Pelusos 
El “EPL” apareció a mediados de marzo de 2017 en Toribio, pero sus hombres fueron expulsados por las 
autoridades de los tres resguardos de ese municipio, por lo que se trasladaron a Suárez. En ese municipio 
estuvieron siete meses, hasta que libraron un combate con integrantes de la Jaime Martínez en el que varios 
de sus integrantes perdieron la vida, siendo expulsados y replegándose en Corinto y Miranda (Cauca), así 
como en Jamundí (Valle del Cauca). 
 
“ELN”. 
Ese grupo guerrillero anteriormente tenía presencia en Jambalo y Buenos Aires, pero después de la salida 
de las “FARC” llego a Caloto haciendo presencia en la vereda Huasano con la Compañía Milton 
Hernández del Frente Manuel Vásquez Castaño. 
 
Estructuras sucesoras del paramilitarismo. 
En el norte de Cauca son frecuentes las amenazas contra los líderes indígenas a nombre de ‘Los Rastrojos’, 
‘Las Águilas Negras’, las ‘Autodefensas Gaitanistas de Colombia’ o ‘Los Urabeños’. Hay una 
estrategia alrededor de ese tema: bandas locales tradicionales con capacidad operativa, que no se pueden 
calificar como un grupo armado similar a las antiguas autodefensas, pero que utilizan sus nombres y 
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estrategias para generar terror y extorsión para facilitar el control de los recursos mineros. Las autoridades 
niegan su existencia y la Policía dice que los panfletos que circulan a su nombre son falsos.  
 

Los grupos armados tanto del ELN, como las disidencias de FARC, están usando la violencia 
para acabar con quienes acusan de ser sus rivales, pero no es la única forma con la que buscan 
imponer su poder en la zona: también quieren justificación y legitimidad.  

La violencia reciente se remonta al comienzo de este año después de unos meses de relativa 
calma en la zona. En marzo se dieron los primeros combates entre el ELN y la disidencia Carlos 
Patiño. 

La disidencia Carlos Patiño de las Farc, además, empezó a hacer muestras públicas de poder: 
caminaron tranquila y abiertamente con uniforme y armas por las calles del corregimiento del 
Plateado, donde antes caminaban los Elenos. En abril hicieron lo mismo en el corregimiento de 
Sinaí, lo cual llevó a varias denuncias públicas en el momento. El Ejército, por su parte se 
movió hacia la zona y, según versión de la institución, atacó una comisión de esa disidencia, 
dejando a ocho de ellos muertos, incluyendo dos menores de edad reclutados por el grupo.  

En el mes de abril, la disidencia del Carlos Patiño empezó a asesinar a varias personas a quienes 
acusaba de hacer parte de la base social del ELN. Esto ocurrió más que todo en el occidente de 
El Tambo, en una zona que por básicamente 15 años había tenido el control hegemónico el 
ELN, hasta que entró esta disidencia y les quitó el control.  

El día 17 de abril, los del Carlos Patiño asesinaron al líder social Teodomiro Sotelo Anacona, 
miembro de la Coordinadora Nacional Agraria y del Consejo Comunitario Afro Renacer del 
Micay en la vereda Betania. Un día después, mataron a Andrés Andrelio Cacimanca Burbano, 
que según las versiones de la zona era el esposo de una comerciante en la vereda Honduras. 
Tres días después, mataron a dos jóvenes en una reunión comunitaria en el corregimiento San 
Juan de Micay. 

El ELN respondió actos de violencia, todo indica que este grupo fue el que asesinó a tres 
hombres en el Plateado a comienzos de junio, incluyendo al excombatiente Ronald Albeiro 
Hernández Neira, conocido como alias Fray.  

Entre junio y la actualidad viene otro rebrote de homicidios, con el asesinato de dos hombres 
en el Plateado el 12 junio, presuntamente por el ELN. El 6 de julio, dos miembros del Consejo 
Comunitario del Afro Renacer del Micay fueron asesinados, presuntamente por el Carlos 
Patiño, en la vereda Betania.  

Entre enero y junio de este año, Medicina Legal ha registrado 52 homicidios entre Argelia y El 
Tambo, la mayoría presuntamente relacionados con este conflicto, más los ocho disidentes 
muertos en abril. En el mismo periodo el año pasado, esta institución registró 34 homicidios, 
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cuando, por un periodo corto, estos dos grupos estaban enfrentados. En un combate entre ellos, 
en abril del 2019, llegó a haber seis muertos incluso.  

A todo este panorama se suma la entrada de la Segunda Marquetalia al tablero.  

El 11 de agosto pasado se dio un combate entre el Carlos Patiño y este grupo liderado por 
Márquez en Fonsa, zona rural de Patía. Antes de este enfrentamiento, el Carlos Patiño y el 
Comando Coordinador de Occidente, CCO, que agrupa a las disidencias de las Farc en la zona, 
intentaron llegar a un acuerdo, pero no lo lograron, según cuenta el CCO.  

“Con ellos intentamos unificarnos, pero su jefe Iván Márquez pretendió que nuestro trabajo de 
organización de más de cuatro años se lo entregáramos a sus demás jefes que sólo están 
acostumbrados a comandar tropas y quienes llevaron en sus manos el fracaso de las FARC-EP 
(...)”, dicen en un comunicado fechado el 14 de agosto. 

El mismo día se dieron combates entre el ELN y el Carlos Patiño en El Plateado, donde una 
versión de los hechos desde terreno afirma que cuatro personas murieron. El hecho de que estos 
dos combates tuvieran lugar el mismo día y contra el mismo grupo armado, hace pensar en una 
alianza entre la Segunda Marquetalia y el ELN en la zona. 

En agosto, el ELN mató a un conductor en el Plateado a quien acusaba de cobrar extorsiones 
para el Carlos Patiño. Dejó en su cadáver un papel con un mensaje: “Lo matamos por 
estorcionista (sic) y siguen más y los tenemos en la mira todos a los estorcionstas (sic) y sapos 
de los paramilitares que se hasen (sic) llamar carlos patiño. Atte: ELN”, justificando el 
homicidio. 

Esto muestra que hay una estrategia de comunicaciones para generar legitimidad en la zona, o 
por lo menos evitar perderla en el caso del ELN. Por ejemplo, apenas entró el Carlos Patiño en 
marzo, esta disidencia publicó varios panfletos argumentando que es una “organización 
revolucionaria” y que “jamás bajaremos nuestras banderas de lucha q son las del mismo 
pueblo”. Agregó que el ELN en la zona “no está dirigido por ningún camarada del ejército de 
liberación nacional son unos impostores por eso actúan como delincuentes”. 

El ELN, por su parte, sacó un comunicado ese mismo mes en el que le dicen a la disidencia que 
“abandone los territorios que están invadiendo” y en otro dicen que las Farc desaparecieron y 
que lo que quedan son “bandas a las que les quedó gustando el negocio del narcotráfico” e 
incluso las señalan de estar coordinadas con “el Ejército, la Policía y los paramilitares 
narcotraficantes y el gobierno”. 

Poco después, el Carlos Patiño lanzó la misma acusación contra el ELN, diciendo en otro 
comunicado más que “en ocasiones trabajan coordinadamente” esta guerrilla y el Ejército. 
Agrega que está “para apoyar a las comunidades y su resistencia contra la agresión del gobierno 
nacional”. Finaliza con desmentir, según su versión, sus supuestas amenazas contra 
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organizaciones y líderes sociales de la zona, los invita a un “diálogo franco” y afirma que su 
confrontación era con el ELN. 

Estos ataques se mantienen hoy de lado y lado. En un comunicado de agosto, el ELN dice que 
“el Gobierno del Presidente Duque lanza una ofensiva sobre el territorio de la cuenca del río 
Micay, desde el día 20 de febrero de 2020, en esta ocasión utiliza a la Fudra 4 del Ejército 
oficial para que proteja la punta de lanza de la operación conformada por las bandas de 
paramilitares autodenominadas Carlos Patiño, Dagoberto Ramos, Jaime Martínez” 

El 14 de agosto, el Carlos Patiño - y todo el CCO - acusó al ELN de actuar de la mano con la 
Fuerza Pública, de atropellar a las comunidades contra su voluntad, de promover la erradicación 
de cultivos ilícitos y de usar el nombre del ELN y la imagen de Camilo Torres “para delinquir”. 

Afirmó esa disidencia que ha tenido enfrentamientos con la Segunda Marquetalia y que los 
seguirá teniendo, agregando que, “En su discurso de lanzamiento Iván Márquez manifestó que 
no confrontaran (sic) a las Fuerzas Militares y policiales, posición populista y negadora de la 
realidad, ¿Cómo no confrontar a las fuerzas militares si son las que el Gobierno colombiano 
usa para reprimir y asesinar al pueblo?”. 

El caso de Caldono. 

 
La principal amenaza violenta en el municipio se origina en las “Águilas Negras” y “AUC”. 
El caso de Caloto (Huellas). 
En su territorio hacen presencia las disidencias de las “FARC” integradas por excombatientes del Sexto 
Frente y de la Compañía Móvil Jacobo Arenas.  
También hace presencia el “ELN” (Frente Manuel Vásquez Castaño y compañía Miton Hernandez) y las 
Águilas Negras Bloque Central y Bloque Occidental, AUC y Autodefensas Gaitanistas de Colombia. 
Estos grupos han asesinado en los últimos años autoridades indígenas en ejercicio, quienes portan un bastón 
de mando y tienen un cargo delegado por las comunidades como Gerson Acosta (2017, gobernador de Kite 
Kiwe); Edwin Dagua Ipia (2018, gobernador de Huellas); y Enrique Güejia (2019, médico tradicional y 
alguacil de Tacueyó).  
En Caloto se estima que 7.136 indígenas se encuentran en situación de peligro, distribuidos en los tres 
Resguardos del municipio: Huellas, López Adentro y Toez. 
El caso de Toribio. 
En Toribio actúan las disidencias de la DR. 
Es un municipio predominantemente indígena. Cuenta con tres resguardos: Tacueyó, Toribio y 
Resguardo San Francisco. 
 

El caso de Jambaló. 

El municipio de Jambalo y su población indígena es afectado por la acción violenta de la columna DR. 
El caso de Jamundí. 
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La columna JM opera en la zona rural de Jamundí. Los corregimientos de los Robles y San Antonio son su 
principal epicentro de acción. 
En Jamundí están en situación de alto riesgo los miembros del resguardo Kwes Kiwe Nasa y del 
asentamiento Pueblo Nuevo. 

El caso de Buenos Aires. 

En su territorio hace presencia la columna móvil JM. 
El municipio es disputado por ser un corredor de movilidad, ya que es una de las entradas a la región 
del Naya. 
Fuerza pública. 
La Fuerza Pública también genera riesgos para los indígenas y las comunidades. 
La reacción del gobierno ante la grave situación del pos acuerdo en el Cauca ha sido aumentar la presencia 
militar, que ya supera los 10.000 efectivos en el Cauca y se ha reforzado con 2.500 miembros del ejército 
A esto se le suma la existencia de cuarteles de la Policía Nacional en todos los municipios, incluidos los de 
mayoría indígena, en los que es frecuente el comportamiento ilegal de la Policía. 
La acción violenta de la Fuerza Pública (Ejército y Policía) se da a través de núcleos de suboficiales en 
retiro, con ingreso libre y permanente a batallones, brigadas y otras instalaciones militares. Estos grupos 
usan marcas como Águilas Negras o Rastrojos para su acción criminal en el negocio del narcotráfico. 
Tales grupos operan en Toribio, Corinto y Caldono, y manejan enormes recursos financieros. En Toribio 
tienen su propia oficina de negocios financieros y de narcotráfico. 
Asimismo, las labores de erradicación realizadas por el Ejército Nacional han motivado choques con las 
comunidades, que han implicado en algunos casos la muerte de civiles, con lo que se profundiza la 
desconfianza de la población en el cumplimiento de los compromisos asumidos por parte del Gobierno 
Nacional. 
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5. El caso del departamento de Nariño 
 
El departamento de Nariño, ubicado en el suroccidente colombiano, tiene una extensión de 33.265 Km2, 
que corresponde al 2,9% de la superficie nacional. Limita al sur con la República del Ecuador, al norte con 
el departamento del Cauca, al occidente con el océano Pacífico y al oriente con el departamento del 
Putumayo. Geográficamente está conformado por tres regiones de gran diversidad: la Costa y la Llanura 
Pacífica, las montañas y vertientes  interandinas, y la vertiente  Andino-Amazónica.  En estas regiones se 
identifican cinco subregiones: Central, Costa Pacífica, Sur, Norte y Suroccidente. A este departamento lo 
componen 64 municipios, entre ellos San Juan de Pasto, su capital.  Nariño es una zona de frontera terrestre 
y marítima con el Ecuador, en donde se desarrolla una importante actividad comercial que favorece también 
el contrabando, el tráfico de armas y un crecimiento exponencial de cultivos de uso ilícito. Así mismo, es 
una región con salida al mar, con grandes extensiones de selvas y montañas Andinas, con entrada a la Bota 
Caucana y al Macizo Colombiano, además de contar con accesos directos hacia el alto y bajo Putumayo. 
Según la proyección para el año 2020 del Censo 2018, la población total del Departamento de Nariño es de 
1.627.589 habitantes: 832.046 mujeres (51%) y 795.543 hombres (49%). Respecto a la distribución, la 
población rural constituye el 56.15% (913.960 habitantes), mientras que la población urbana conforma el 
43.84% restante (713.629 habitantes), factores que lo hacen un territorio estratégico para los distintos 
actores del conflicto armado que hacen presencia en este departamento, y en su lucha por ejercer el control 
sobre estos corredores convierten a la población civil en blanco de sus actividades; el drama humanitario 
que vive el departamento es crítico desde hace años. Los desplazamientos, confinamientos, masacres, 
asesinatos de líderes sociales, persecución a las organizaciones sociales, y el atentado indiscriminado hacia 
la población civil, ubican a Nariño como uno de los territorios más violentos del país. (1). Diagnóstico Plan 
de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
El departamento de Nariño alberga un alto porcentaje de la biodiversidad del país, y se considera un lugar 
importante para la conservación de especies endémicas, por lo que puede reconocerse como centro de 
especiación, particularmente de colibríes.  Del total de especies faunísticas de Colombia, Nariño representa 
el 19.60% de las plantas, el 11.05% de los anfibios, el 13.03% de los reptiles, el 68.09% de las aves, el 
38.30% de los mamíferos, el 12.68% de las mariposas, el 19.06% de las hormigas, y el 1.35% de los 
escarabajos (Grupo de Investigación de Ecología Evolutiva de la Universidad de Nariño, 2019). Estos 
valores son ampliamente distribuidos en ecosistemas estratégicos como páramos, humedales, bosque seco, 
bosques tropicales y andinos, ecosistemas de manglar, guandal, y zonas marino-costeras. 
Los ecosistemas de páramo en el departamento cubren un área de 207.569 há, de la cuales 127.340 
corresponden al Complejo La Cocha-Patascoy; 62.943 al Complejo de Páramos Chiles-Cumbal, y 17.286 
pertenecen al Complejo de Páramos Doña Juana-Chimayoy.  De ellos son parte 28 municipios y 21 
Resguardos Indígenas. En estos complejos de páramos, se registran alrededor de 529 especies vegetales, 48 
de anfibios y 316 de aves, de las cuales el 11.34%, 8.33% y 6.01%, respectivamente, presentan la categoría 
de “amenaza”. (2) Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
El bosque de manglar en el Departamento de Nariño tiene una extensión de 149.735.75 há, que representa 
el 52% del total del manglar de la Costa Pacífica colombiana, constituido por 8 especies con alta cobertura 
y buen estado de conservación; por su parte, en los ecosistemas de guandal, con un área de 130.000 há, 
donde predominan las especies de cuangare (Otoba gracilipes), sajo (Campnosperma panamensis), tangare 
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(Carapa guianensis), machare (Symphonia globulifera) y peinemo-no (Apeiba aspera) (3).  Diagnóstico 
Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
En términos económicos, el Departamento de Nariño representa el 1.5% del PIB nacional, con un valor 
estimado de $12.1 miles de millones a precios constantes (2018), con una tasa de crecimiento promedio 
(CAGR), entre 2008 y 2018, de 3.1% donde se resalta que en los últimos cinco años esta fue tan solo del 
1.7%. El PIB per cápita registrado fue de $8.151.373 en el año 2018, que corresponden al 41% del PIB per 
cápita anual nacional, estimado en $19.784.209. (4). Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
En cuanto al empleo en el Departamento, Nariño cuenta con una población en edad productiva de 1.448.348 
personas, de las cuales 893.425 son ocupadas, 58.423 indican estar desempleadas, y se identifica una tasa 
de informalidad del 78%, con 701.830 personas con informalidad pensional. El desempleo joven, que 
corresponde a la población entre 18 y 28 años, es de 31.574 personas, y el des- empleo en mujeres se estima 
en 34.306. El desempleo en Nariño se ubicó en 6.1% para el año 2018. (5). Diagnóstico Plan de Desarrollo 
Mi Nariño, 2020-2023.   
En cuanto a la ocupación por ramas de actividad económica, el sector agropecuario acoge el 43.6%; 
comercio, hoteles y restaurantes, un 20.3%; servicios comunales sociales y de personal, 16.3%; industria 
manufacturera, 5.6%; transporte, almacenamiento y comunicaciones, 5.9%; construcción, 4.2 %; 
actividades in- mobiliarias, 3.1%; intermediación financiera, 0.5%; explotación de minas y canteras, 0.2%. 
A pesar de que la mayor parte de la población nariñense aún sigue siendo rural, el sector agropecuario no 
es el que más aporta al PIB. Su escasa tecnificación y el bajo desarrollo del sector secundario o 
manufacturero han repercutido en la débil generación de actividades económicas productivas que permitan 
acceder a oportunidades laborales y disminuir los niveles de pobreza, e incrementar la inclusión social. (6). 
Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023.  
En este contexto, el territorio nariñense es geográficamente estratégico y socialmente vulnerable. Nariño 
representa un espacio propicio para el escalamiento del conflicto armado, donde consecuentemente las 
manifestaciones de violencia ocasionadas por la dinámica de los actores de la guerra han agudizado la 
problemática social, agravada por el centenario abandono por parte del Estado, lo que ha hecho que el 
conflicto armado afecte directamente a la población civil convirtiéndola en objetivo militar. 
En Nariño confluyen el Pacífico biogeográfico, una de las regiones más ricas en biodiversidad, agua y 
oxígeno; los Andes, base de la identidad cultural de muchos pueblos latinoamericanos; la Amazonia, 
reserva ambiental del planeta; y la frontera internacional de Colombia con Suramérica. Cuenta además con 
ecosistemas estratégicos y abiertos, con una gran riqueza hidrográfica que ha hecho que Nariño sea la 
despensa de recursos hídricos, ya que allí tienen origen importantes cuerpos de agua (ríos y lagunas) que 
irrigan todo el territorio; y con una gran variedad topográfica y climática que se refleja, por lo tanto, en 
flora y fauna. La ubicación del departamento le permite que sea el eje de importantes obras de 
infraestructura de carácter internacional que se vienen   construyendo, entre ellas lo que se ha denominado 
el corredor multimodal Tumaco-Puerto Asís-Belém do Pará (Brasil), que uniría la costa pacífica de 
Colombia con la costa atlántica de Brasil. Precisamente, en un estudio sobre la vía Pasto-Mocoa, que hace 
parte de dicho corredor, se advierte que esta será una vía que permitirá la integración de los departamentos 
del sur de Colombia y sus acercamientos con los centros de producción y consumo, que ayudará a evitar el 
aislamiento de Pasto como centro urbano y productor y que contribuirá a solucionar el “cuello de botella” 
del transporte de carga pesada entre Ecuador y Colombia y entre las costas del Atlántico y el Pacífico.  
Su ubicación también ha sido eje para las poblaciones fronterizas, teniendo en cuenta que Colombia y 
Ecuador comparten cerca de 250 kilómetros de frontera y que entre sus pueblos hay unos lazos históricos, 
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económicos y culturales; tanto así, que, para muchos de los habitantes de Nariño, por ejemplo, los de Ipiales 
y Pasto, es mucho más fácil y rápido llegar por carretera a Quito, Ecuador (están en cuatro horas), que viajar 
a Popayán o Cali. 
La diversidad étnica del departamento de Nariño: Según el Dane, en el año 2005 la población auto 
reconocida como indígena representaba el 10,8% y la  población  afro  descendiente  un  18,8%,  lo  cual  
quiere  decir,  que  cerca  de  una  tercera parte  de  la población  nariñense  tiene  una  pertenencia étnica.  
La población  indígena  está organizada  en  seis  pueblos:  Pastos,  Awa,  Eperara  Siapidara,  Inga,  Kofan  
y  Quillacinga. Estos pueblos conforman 65 resguardos, distribuidos en 20municipios con un territorio de 
467.000 hectáreas. El  pueblo  Pastos  es  el  que  está  presente  en  mayor  cantidad  de  municipios  de  
Nariño, todos  en  la  denominada  Ex  Provincia  de  Obando,  estos  son:  Cumbal,  Potosí,  Aldana, 
Santacruz, Cuaspúd, Cordoba, Guachucal, Mallama, Ipiales, Contadero y Tuquerres. El  pueblo  Awá  está  
presente  en  el  piedemonte  costero  de  Nariño  y  comprende  los municipios  de  Barbacoas,  Ricaurte,  
Roberto  Payán,  Santacruz  y  Tumaco.  Por  su  parte,  el grupo  de  los  Eperara-Siapidara habitan  zonas  
costeras  de  la  denominada  región  de Sanquianga en municipios como Olaya Herrera, La Tola, El Charco 
y una parte del norte de Tumaco. Los pueblos Inga, Kofan y Quillacinga son los menos numerosos de 
Nariño y están presentes  en  un  municipio  cada  uno,  siendo  estos  Tablón  de  Gómez,  Ipiales  y  Pasto 
respectivamente. Por   su   parte,  la   población   afro   descendiente   tiene   29   títulos,   organizados  en   
361 comunidades con presencia en 10 municipios del departamento, concentrados en la zona pacífica y 
norte, ocupando un área de 739.648 hectáreas (PNUD, 2011: 17). Los municipios donde  están  ubicados  
estos  títulos  son  Tumaco,  Barbacoas,  Olaya  Herrera,  El  Charco, Roberto Payán, Magüi Payán, 
Francisco Pizarro, Mosquera, La Tola, Santa Bárbara y Nariño es uno de los departamentos con mayor 
cantidad de población habitando la zona rural  en  el  país,  ya  que  el  53%  de  su  población  vive  en  el  
resto,  mientras  que  el  47% restante lo hace en las cabeceras, aunque el Índice de Ruralidad (IR), ubica a 
Nariño en un nivel  intermedio  con  un  valor  de  41,  muy  lejos  del  más  alto  (Guainía  con  85,1),  pero 
también del más bajo (Bogotá con 6,1). (7). Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
 

Antecedentes del conflicto armado en Nariño. 
La  ubicación  estratégica  de  Nariño ha  sido de vital importancia  para  el narcotráfico, cuyos actores han 
concentrado todos los factores productivos de la cadena  de la droga en el departamento: cultivo de la hoja 
de coca, procesamiento y la exportación. Así, el narcotráfico ha encontrado, en el clima nariñense, la base 
para sus cultivos de uso ilícito y, en su estratégica ubicación, las diferentes vías para el tráfico de las drogas 
hacia el interior y el exterior del país. 
Para los grupos armados, la situación geográfica de Nariño también ha sido clave. Por un lado, porque con 
la presencia del narcotráfico han asegurado parte de su financiamiento mediante la participación en el 
negocio del tráfico de drogas. Por otro, porque ha sido la vía para la entrada y salida de armas, insumo de 
su lucha armada; y, adicionalmente, porque mientras en el década de los 70 y 80 el departamento era la 
zona de descanso, reserva y retaguardia de la guerrilla, a partir de los 90 dejó de serlo para convertirse en 
el centro de la confrontación armada. 
La guerrilla en Nariño se inicia en la década de los 80, con la localización del 8º Frente de las FARC en los 
municipios del Norte del departamento (El Rosario, Leiva, Cumbitara y Policarpa); a partir de 1995 este 
frente se desdobla y se crea el 29 Frente, “Alfonso Arteaga” que igual que en los municipios de la cordillera, 
también desarrolla operaciones en el Occidente, el Sur y en la Costa Pacífica Nariñense,  extendiéndose al 
Valle del Rio Guitara y a los municipios de El Rosario, Mallama, Olaya Herrera, Ricaurte, Samaniego, 
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Sandoná y Tumaco. La permanencia y el accionar de las FARC en Nariño, hasta la década de los 90, se 
asocia a la proliferación y bonanza de los cultivos de coca y amapola. A partir del año 2000, se da el 
fortalecimiento y la expansión de las FARC hacia la Llanura del Pacífico. La concentración de estos grupos 
de las FARC-EP en estas áreas, se refirma después del rompimiento de las negociaciones del Caguán. Con 
el repliegue hacia esta  región por considerarla estratégica,  se crean en Nariño frentes  como  el  63  “Arturo  
Medina”,  y  las  columnas “Daniel Aldana”, “Jacinto Matallana” y “Mariscal Sucre”, que, sumados al 
antiguo Frente 29 “Alfonso Arteaga”, logran  copar  casi  la  totalidad  del departamento.   
El ELN hace su aparición en Nariño también en la década de los 80, a través del Frente Comuneros del Sur. 
Su área de influencia tradicional corresponde a los municipios de Samaniego, Ricaurte y Mallama. También 
ha registrado actividad en Cumbal, Barbacoas, Guachucal, Túquerres, Pupiales, Sandoná, Pasto, Ipiales y 
Tumaco. Su actividad político-militar se ha centrado en la construcción de poder local. Sus acciones se 
hacen evidentes en el control que ejercen en la carretera al mar, mediante constantes bloqueos de la vía. 
Los enfrentamientos con la fuerza pública crecen en la segunda parte de los 90, registrándose hacia el 2002 
la existencia de tres columnas: Mártires de Barbacoas, Héroes del Sindagua y la compañía Camilo 
Cienfuegos, con presencia en el Piedemonte costero, municipios del Occidente de Nariño, municipios del 
Macizo Colombiano en límites con el  departamento del Cauca, y en los municipios de Samaniego, Linares, 
Consacá, El Tambo y Sotomayor. Hacia el 2009, el ELN se encuentra fortalecido en Nariño con las tres 
compañías mencionadas y fusionadas en el Frente Comuneros del Sur, ejerciendo dominio territorial y 
control sobre las zonas de cultivos de uso ilícito, los  corredores de tráfico y las rutas de narcóticos, terrestres 
y marítimas, de la zona de frontera. 
A partir del año 2000 hacen su ingreso a Nariño las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), en los 
municipios del norte, desplegándose luego por todo el departamento, con acciones localizadas 
principalmente en las cabeceras municipales, donde se concentran las mayores extensiones de cultivos 
ilícitos. Las AUC en Nariño, con el frente “Libertadores del Sur”, en relación directa, siendo parte de la 
estructura del Bloque Central Bolívar. (8) (Apuntes Libro en borrador el conflicto en Nariño. Harold Ruiz 
Moreno.) 
 

Presencia de actores armados en Nariño 
 
El siguiente es, a la fecha (septiembre de 2020), el diagnóstico de la presencia de los actores armados en 
el departamento de Nariño, según el Plan de Desarrollo Mi Nariño, de la actual administración 
departamental. (9). Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
Guerrillas Unidas del Pacífico (GUP). De su estructura hacen parte excombatientes de la desmovilizada 
Columna Móvil Daniel Aldana de las FARC, presentando incidencia sobre el área general de los municipios 
de Francisco Pizarro, Mosquera, Olaya Herrera, Roberto Payán y El Charco. Red de apoyo a estructura 
residual “GUP”. Este grupo tendría incidencia en la zona urbana del municipio de Tumaco, en especial en 
los barrios 11 de Noviembre, Viento Libre, Panamá y La Playa, zona rural municipio de Tumaco, zona 
rural municipio de Mosquera, zona rural municipio de Francisco Pizarro, zona rural municipio de Roberto 
Payán. 
Frente Oliver Sinisterra (FOS). Zona rural del municipio de Tumaco (corregimientos La 
Guayacana, Espriella y Llorente), además de los Consejos Comunitarios Alto y Bajo Mira, y frontera y 
riberas de los ríos Mira y Mataje-Roberto Payán, Olaya Herrera y parte de Magüí Payán. 
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F29 “Estiven González.” Estructura integrada por excombatientes del Frente 29 de las FARC, teniendo 
como principal zona de incidencia el área rural de los municipios de Policarpa, Leiva, El Rosario, Cumbitara 
y Sotomayor, con una intención expansionista hacia el área rural del municipio de Magüí Payán. 
“Los Contadores”: Tendría incidencia sobre la vía al mar, desde el corregimiento Candelillas hasta el 
corregimiento La Guayacana, zona rural de Tumaco. 
Estiven Prado, delinque a lo largo de los ríos Patía y Magüí, en el municipio de Magüi Payán, Cumbitara, 
Policarpa, en las veredas El Playón, Nansalbí, Juanchito, Pueblo Nuevo, El Chocho, Concordia, San Luis, 
Punta, Barco, Manantial, Chachajo, Manantial sector de Bocas del Telembí, jurisdicción del municipio de 
Roberto Payán, y las veredas Santa Rosa, y Santa Cruz Madrigales, jurisdicción del municipio de Policarpa. 
Resistencia Campesina. Ubicadas al sur del río Patía, zona rural de los municipios de Magüí Payán, 
Roberto Payán y Barbacoas. 
Autodefensas Unidas del Pacífico (Aupac). Zona rural de los municipios de Mosquera y Francisco 
Pizarro, en las veredas Nariño Gicrillal, Alto de Guandipa y quebrada El Ojal. 
Gente del Orden. Zona urbana de Tumaco en los barrios Obrero, Ciudadela, Nuevo Milenio, 
Humberto Manzi, El Bajito, El Morrito, La Florida y San Felipe. Zona rural municipio de Tumaco, río 
Gualajo, el Recuerdo de Nuestros Ancestros del río Mejicano, y corregimientos de Tablón Dulce, Tablón 
Salado e Imbilpí del Carmen. 
Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC), Barbacoas, Cumbitara, El Charco, El Rosario, Leiva, 
Magüí Payán, Policarpa, Roberto Payán, Tumaco. 
GDO “Cordillera Sur.” Tendrían incidencia sobre el municipio de El Rosario (veredas La Laguna 
y Peñas Blancas) y Policarpa (corregimientos Santa Rosa y Santa Cruz). 
Es de vital importancia resaltar que el gobierno del presidente Iván Duque Márquez, y en correspondencia 
el gobierno del Nariño, no reconocen la existencia de los carteles mejicanos, en Nariño desde hace varios 
años hacen presencia y hoy después de la reincorporación de las farc, los carteles de Sinaloa y Jalisco del 
Norte son una realidad, la prensa y centros de estudios lo han  registrado, como las disidencias del frente 
Oliver Sinisterra que dirigía el famoso “Guacho” era y es la estructura armada del cartel de Sinaloa y la 
estructura de “David” lo es del cartel Jalisco del Norte, según datos no oficiales se afirma que los carteles 
mejicanos controlaría más del 60% de la coca que se produce y comercializa en el departamento. 
En el departamento de Nariño por la presencia del narcotráfico y la ausencia del estado, se vive una aguda 
crisis humanitaria motivada por la disputa entre los grupos armados por el control de los circuitos 
económicos del narcotráfico y otras economías. En este contexto, los líderes sociales y las organizaciones 
defensoras de derechos humanos que vienen participando en los procesos de sustitución de cultivos de uso 
ilícito y de defensa del ambiente y de los derechos de sectores discriminados, son objeto de una violencia 
creciente desde la firma del Acuerdo de Paz en 2016. El conflicto armado en Colombia registra 8.944.137 
víctimas según el RUV, de las cuales el Departamento de Nariño acumula 523.176 por ocurrencia, número 
que corresponde al 5.8% del total del país. De este número, 350.173 tienen arraigo en Nariño, dato que 
corresponde al 22% del total de la población del Departamento. 
En Colombia, las víctimas del conflicto armado son aquellas personas que individual o colectivamente han 
sufrido daños por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario, o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 
derechos humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. 
Según la información de la Red Nacional de Información (RNI), desde el año 2000 Nariño presenta un 
aumento en el número de víctimas, donde se destaca un pico en los años 2007 y 2008, y una reducción 
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significativa en el año 2016, que responde a la firma del Acuerdo de Paz. En los años siguientes, el número 
presentó un aumento hasta el año 2019, cuando las cifras disminuyeron de manera considerable.  
Entre estos hechos sobresale el desplazamiento forzado, que para el año 2019 en el departamento acumuló 
un registro de 472.901 personas, como resultado principalmente de los constantes enfrentamientos entre 
grupos ilegales que se disputan las rutas del narcotráfico y el control sobre las poblaciones. En este contexto, 
las zonas más afectadas son los municipios de la Costa Pacífica nariñense y del Alto Patía: El Rosario, 
Policarpa, Cumbitara y Leiva. En medio de la problemática, las comunidades étnicas son la población más 
afectada. 
Durante el año 2017, Nariño ocupó el puesto 11 en el nivel nacional, entre los departamentos con la tasa de 
homicidios más alta, que llegó al 30.88%, por encima del promedio nacional ubicado en 24.82. (10). 
Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
El conflicto armado en Nariño tuvo un incremento significativo entre los años 2005 y 2006, lo que 
representó un aumento en la tasa de homicidios registrados en el Departamento, que llegaron a un 51.6%, 
concordando así con el proceso de desmovilización de las AUC y el recrudecimiento de la guerra por el 
control del territorio. Si bien, en los años posteriores se dio una disminución en el número de homicidios 
registrados, el proceso de desmovilización de las FARC-EP incrementó la dinámica del conflicto, de tal 
forma que se evidencia un repunte en la tasa de un 25.77% en el 2016, a un 30.88% en el 2017.  
Hasta mediados del 2018, se han registrado catorce (14) violaciones al derecho a la vida de líderes sociales 
y defensores de derechos humanos. En 2017 se registraron diez (10) homicidios y hasta julio 31 de 2018 se 
han registrado cuatro (4) homicidios; dos (2) de las personas asesinadas en este período eran mujeres y una 
(1) era miembro de la comunidad LGBT. Desde el 1 de enero de 2016 al 31 de julio de 2018 tenemos 
registrados veintiuna (21) violaciones al derecho a la vida, tres (3) de las víctimas eran mujeres y una (1) 
miembro de la comunidad LGBT, trece (13) de estas víctimas eran afrocolombianos y representan un 62% 
del total de las víctimas, mientras seis (6) de ellas eran indígenas (28% de las víctimas). Se evidencia que 
un 90 % de las víctimas de violaciones al derecho a la vida en este departamento pertenecían a una minoría 
étnica, con lo cual se infiere que las violaciones al derecho a la vida se concentran en estas minorías, a pesar 
de que, según el Censo de 2005, un 70,4% de los habitantes del departamento no son negros ni indígenas. 
Con respecto a los atentados perpetrados contra este grupo poblacional, se han registrado tres (3), de los 
cuales resultó herido un (1) líder social; dos (2) de los autores no están identificados y en un (1) caso se 
presume que son las llamadas Águilas Negras. Los municipios afectados fueron Tumaco, Cumbal y El 
Peñol. (11). Diagnóstico Plan de Desarrollo Mi Nariño, 2020-2023. 
En la actualidad la situación de los derechos humanos sigue siendo critica para el caso de Nariño, el 
Observatorio de Derechos Humanos de Fundepaz hasta la fecha ha documentado 40 eventos de violencia 
sociopolítica contra defensoras y defensores de los derechos humanos, siendo las amenazas con el 50% los 
eventos de mayor afectación, seguido de los asesinatos con el 38%. Por el tipo de liderazgo que ejercían las 
y los líderes sociales, en el 43% de los casos las víctimas fueron las y los líderes indígenas, en su inmensa 
mayoría del Pueblo Awá, seguido de las y los líderes juveniles con el 18%, en la totalidad de los casos, 
relacionados con el movimiento estudiantil. 
El Pueblo Awá a través de sus organizaciones ha denunciado que durante la emergencia sanitaria han sido 
asesinados 14 personas pertenecientes a su pueblo, sumado a varios casos de violencia que incluye 
desplazamientos, desapariciones, amenazas (UNIPA, 2020, pág. 1), incluyendo diversos hechos contra sus 
líderes. Han denunciado también que desde la firma del Acuerdo de Paz van más de 40 indígenas Awá 
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asesinados, más de 104 amenazados y 800 personas en situación de desplazamiento (UNIPA, 2020, pág. 
2). 
Líderes, autoridades y consejeros indígenas Awá se encuentran amenazados, por defender la pervivencia 
de nuestro pueblo y no existen las garantías reales para vivir en paz a pesar de la existencia del Auto 
004/2009, Auto 174/2011, Auto 620/2017 de la Corte Constitucional, las medidas cautelares/CIDH 
MC61/2011, la resolución defensorial 053/2008 y las alertas tempranas emitidas por la Defensoría del 
Pueblo (UNIPA, 2020, pág. 2). 
Por género, el 83% de las y los líderes sociales afectados por la violencia sociopolítica en el departamento 
de Nariño son hombres, seguido por las mujeres con el 13% y la población LGBTI con el 4% de los casos. 
En este punto cabe resaltar el caso de las amenazas contra la lideresa LGBTI, Dolly Paola Riofrío, 
fundadora y directora de la Asociación Mujeres y Paz (ASMUPAZ) constituida en el año 2015, quien ha 
denunciado reiteradas amenazas desde el mes de mayo por el liderazgo asumido en favor de los derechos 
de las trabajadoras sexuales trans en Pasto, proceso en el que ha señalado reiteradamente a miembros de la 
Policía Nacional por el abuso de autoridad contra esta población. 
En el 80% de los casos, el presunto responsable del hecho victimizante contra las y los líderes sociales es 
desconocido, seguido de las disidencias de las FARC (Los Contadores, Frente Oliver Sinisterra -FOS-, 
Guerrillas Unidas del Pacífico -GUP-) con el 10% y miembros de la Fuerza Pública (Ejército y Policía) con 
el 8%. Por regiones del departamento, el municipio de Pasto con el 40% fue el de mayor afectación por 
eventos contra las y los líderes sociales, seguido de Tumaco con el 23% y Barbacoas con el 13%. 
Tipología de agresiones contra líderes sociales 
Nariño 2020 
Tipo de agresión 2020 Participación % 
Amenazas 20 50% 
Asesinatos 15 38% 
Atentados 2 5% 
Desapariciones 2 5% 
Detenciones 1 3% 
Total 40 100% 
 
(12). Observatorio de DDHH y DIH Fundepaz 
En este marco la respuesta del Estado ha sido errática e ineficaz pues no ha sido capaz de implementar las 
acciones de protección de las y los defensores de derechos humanos contenidas en el amplio abanico 
normativo al respecto. Incluso durante el año 2019 el número de personas beneficiadas por el programa de 
protección de la Unidad Nacional de Protección en Nariño disminuyó en un 15,1% al pasar de 456 a 387 
personas beneficiarias (FUNDEPAZ, 2020, pág. 53). Esta situación es agravada por las constantes 
declaraciones de altos funcionarios del Estado como la ministra del Interior, Alicia Arango, ante medios de 
comunicación enfocadas a minimizar la situación de persecución y asesinatos contra defensores de derechos 
humanos (El Tiempo, 2020). 
Por su parte las organizaciones sociales de Nariño tales como CPDH-Nariño, Fundepaz, Cima-Norte, que 
forman parte de la Plataforma Nacional Coordinación Colombia Europa Estados Unidos (CCEEU), han 
impulsado desde el año 2009 un proceso tendiente a crear un mecanismo que propicie la articulación entre 
las autoridades del Estado y las organizaciones de la sociedad civil para la protección de los líderes sociales, 
la prevención de riesgos y la investigación de los hechos contra ellos. Este mecanismo es la Mesa Territorial 
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de Garantías (MTG) de Nariño, cuya instalación se hizo en ese año, quedando pendiente por realizar un 
acto público de reconocimiento a la labor de las y los defensores y defensoras de DDHH sin que hasta la 
fecha se haya realizado 11 años después. 
En el año 2018 la Plataforma Regional de Organizaciones Sociales, Víctimas y Defensoras de Derechos 
Humanos retomó este proceso en el año 2018, realizando en Pasto durante el mes de julio de 2018 el Foro 
Regional por la Paz con la participación de diversas organizaciones sociales de Nariño, donde manifestó, 
la necesidad de reactivar la Mesa Territorial de Garantías, pero sin obtener mayor eco de parte de las 
autoridades a nivel regional y nacional. A inicios del año 2019, se observa intención política del Gobierno 
departamental y en ese marco se inició un proceso preparatorio donde se realizaron cuatro reuniones 
subregionales entre el 24 de agosto y el 1 de septiembre del año 2019, abarcando las subregiones de Abades 
y Sur, norte y cordillera, centro, circunvalar, costa y piedemonte. 
En ese proceso la reactivación de la Mesa Territorial de Garantías de Nariño se había pactado con la 
institucionalidad a nivel regional y local hacerlo el 22 de noviembre de 2019 con la presencia de la ministra 
del interior, la Doctora Nancy Patricia a Gutiérrez y otros funcionarios del orden nacional, pero no se llevó 
a cabo, debido a la inasistencia de la funcionaria mencionada, quien no asistió a la cita en Pasto, aduciendo 
problemas de conexión en los vuelos. 
Finalmente, y pese a la pandemia del Covid 19, las organizaciones de la sociedad civil articuladas en la 
Plataforma Regional habían logrado acordar que, dada la grave situación humanitaria que encara el 
departamento de Nariño, el 9 de septiembre del 2020, se realizaría el acto de reactivación de la Mesa 
Territorial con la presencia de la ministra del interior Alicia Arango, hecho que no fue posible por la 
cancelación unilateral por parte de ella. (13).  Observatorio de DDHH y DIH Fundepaz 
 

Antecedentes y problemática de los cultivos de uso ilícitos en Nariño. 
 
La historia registra que Nariño lo hemos reseñado por su condición fronteriza ha desarrollado prácticas 
socioculturales que conforman un corredor comercial y migratorio, que para el caso de esta subregión, sin 
mayor incidencia de las políticas aduaneras, con un gran flujo de mercancías que supera los niveles de 
intercambio y vínculos transfronterizos, regulados por la política estatal. Esta situación en su momento 
atrajo población desplazadas o desempleadas de otras regiones, o en el peor de los casos, fue objeto de 
repoblamiento provocado por los actores armados, con intereses en actividades comerciales no siempre 
legales y en búsqueda de mejores niveles de ingreso, imbricándose identidad, desarraigo y desconocimiento 
del Estado, como elementos sustanciales para darle una nueva connotación. 
A lo anterior se agrega la coexistencia de una economía de supervivencia con una economía extractiva; 
dadas las características geográficas, la costa pacífica posee territorios poco aptos para la mecanización 
agrícola (algunas inundables) y suelos ácidos, por lo que su uso tradicional es la producción con 
combinación de pesca artesanal, en función de la pervivencia familia, característica que ha permitido un 
nivel de preservación del equilibrio hombre-naturaleza y un cierto bienestar colectivo que supera la 
tendencia del interés particular. Sin embargo, los proyectos y propuestas empresariales de explotación de 
recursos forestales, camarones y palma de naidí, impactaron negativamente en la preservación del equilibrio 
ambiental en un área ecológicamente frágil y la seguridad alimentaria de la población nativa. 
Específicamente en Tumaco, los enclaves ganaderos y de palma aceitera transformaron la biodiversidad y 
vocación del territorio. 
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La posición geoestratégica provoco la expansión de cultivos de uso ilícitos, dándole al territorio una 
impronta como un puerto para el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas hacia otros países 
más o menos desde los años setenta y ochenta, inicialmente como ruta de tránsito, con un proceso de 
transformación a lo que en la actualidad se conoce como un espacio de producción cocalera, articulado a la 
presencia del conflicto político social y armado.  
La presencia definitiva de los cultivos de coca al Pacífico y otras subregiones tiene en gran parte su origen 
en la intensificación del programa de erradicación por fumigación aérea en el departamento del Putumayo 
en el año 2000 y la implementación del plan Colombia, dando lugar a la relocalización de los mismos en 
departamentos como Cauca y Nariño, reinstalando amplias áreas y estableciendo zonas de producción y 
suministro de materia prima para la pasta de coca.  
Una de las regiones con mayor presencia de cultivos de uso ilícito es la Llanura pacífica nariñense 
determinada históricamente por una composición pluriétnica que genera una territorialización particular, 
donde conviven comunidades afro, pueblos indígenas como los Awá, Eperara Siapidara, Emberas, mestizos 
y una gran afluencia de colonos. 
El éxodo en su momento, de campesinos nariñenses agobiados por la precariedad, atraídos por la ilusión 
del “dinero fácil” y una oportunidad para el mejoramiento de su nivel de ingresos y condiciones de vida, 
provocó el auge de cultivos en el Putumayo. No obstante, su retorno forzado por la fumigación y la presión 
de las políticas estatales, los llevó a la implementación de nuevos cultivos, por el conocimiento del negocio, 
articulándose a la comercialización de la pasta sobre el eje vial de la Panamericana.  
Pero no sólo son los campesinos nariñenses que retornaron, los que llegaron al territorio, las fumigaciones 
e incautaciones en otros departamentos, atrajeron hacia Nariño a los grande cultivadores y procesadores de 
pasta, asentando en el territorio, la cadena completa de producción de ilícitos que desencadenó la 
recomposición socioeconómica y política de los poderes locales, las bases sociales y una disputa agresiva 
y armada por el control  del territorio y del circuito ilegal, por parte de todos los actores armados ilegales 
presentes en el conflicto armado interno.  
Como consecuencia de este “éxodo de los plantíos de coca” demuestran que, según cifras oficiales, el 
monitoreo del año 2015 realizado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la droga y el Delito 
(UNODC), reportó un incremento de los cultivos de coca a nivel de la nación en el año 2014. De acuerdo 
a este monitoreo la región con la mayor presencia de cultivos de uso ilícitos del país es Nariño, con cerca 
de 30 mil hectáreas, de las cuales 16.900 se concentran en Tumaco, seguido del Municipio de  Barbacoas 
y en menos proporción, aunque no menos significativa en el resto de municipios de la costa Pacífica 
nariñense.. 
La expansión de los cultivos con fines ilícitos en Nariño tiene otras explicaciones de orden estructural, 
como la pobreza rural, la crisis del sector agrario y la escasa o inexistente referente institucional., al igual 
que no se puede desconocer que la implementación del plan Colombia que desplazo el cultivo de coca de 
los departamentos del Sur, Huila, Caquetá, Putumayo entre otros, la fluctuación del precio del oro, en la 
medida de que la minería ilegal está vinculada a las actividades del narcotráfico, sin  negar que la 
fluctuación del precio del dólar, influye en el precio de la cocaína, e igual es de anotar que las expectativas 
de la firma del acuerdo de paz genero el crecimiento de los cultivos de uso ilícitos; En la estructura agrícola, 
Nariño se caracteriza por la concentración de la tierra y un alto porcentaje del campesinado con acceso sólo 
a tierras de baja calidad agroecológica con ausencia o escasa infraestructura, lo que en su momento 
desencadenó procesos migratorios y la búsqueda de alternativas de mejoramiento del ingreso del núcleo 
familiar. 
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El reconocido carácter extractivo de la economía en los sectores forestal, minero, pesquero, agropecuario y 
servicios portuarios, no ha tenido el acompañamiento estatal con procesos de inversión y dotación 
infraestructural pertinente acorde a la vocación regional con una orientación institucional que impulse las 
actividades agropecuarias y garantice la generación de ingresos y oportunidades de empleo productivo, 
acompañado de la comercialización y competitividad de los productos   
El cultivo de la coca no exige a los pequeños productores la búsqueda de mercado o una infraestructura 
específica, porque de ello se encargan otros eslabones de la cadena y agentes motivados por la demanda 
constante de narcóticos a nivel internacional, de allí que como en la mayor parte del país, el pequeño 
productor depende de los empresarios del narcotráfico que comercializan el producto y compran in situ, 
evitando el traslado de los cultivadores en la búsqueda de mercados. 
En su momento, la rentabilidad del cultivo de coca les permitió superar las dificultades de acceso y el 
territorio por su carácter selvático y fluvial en zona de frontera, facilitó el procesamiento y exportación de 
la coca, superando a los productos tradicionales de la región debido a la elasticidad en su estructura de 
costos, sus carácter ilegal y la garantía del mercado nacional e internacional, convirtiéndolo en una 
oportunidad de ingresos adicionales importante para la satisfacción de algunas necesidades básicas, para 
quienes por su precariedad no contaban con las condiciones para acceder a recursos financieros.  
La difusión y asentamiento de los cultivos de uso ilícito tuvo diferentes mecanismos para el mantenimiento 
del nivel de producción, debido en gran medida a la acción coercitiva de grupos de contrainsurgencia ilegal 
y su articulación a agentes tradicionales de narcotráfico y al aprovechamiento del tránsito de una zona baldía 
a un proceso la titulación colectiva a favor de las comunidades negras, en donde los agentes ilegales optaron 
por la imposición de los cultivos de coca a los pequeños campesinos y comunidades afro descendientes, 
transformando  el uso de la tierra y las prácticas tradicionales de producción, el alquiler de tierras para la 
implementación de los cultivos, con la garantía del suministro de insumos y compra de la producción. 
Las características del territorio, la escasa presencia institucional, el abandono del centro a la periferia, en 
el ejercicio del control efectivo del mismo, favoreció la expansión de los cultivos ilícitos en subregiones 
como la llanura pacífica, el piedemonte costero, la zona de la cordillera occidental en la cuenta del Patía, 
permitiendo que se construyan relaciones y circuitos económicos ilegales. La ausencia de un sistema de 
infraestructura y de satisfacción de los niveles básicos de atención de servicios públicos, son factores que 
permitieron la creación de zonas que responden a la dinámica de los cultivos de uso ilícito, siendo 
fundamental la configuración de respuestas integrales que atiendan los diferentes frentes necesarios para 
propiciar una proyección diferente del territorio, convirtiéndose el Estado, en garante de derechos humanos, 
sociales, económicos y ambientales para la erradicación total de la problemática.  
La presencia de cultivos de uso ilícito, propició el control territorial por parte de actores armados sobre las 
zonas productoras y áreas para el procesamiento de las sustancias. Sin embargo, tanto el proceso como la 
forma de incidencia de los grupos armados en el circuito presentan algunas diferencias, puesto que algunas 
organizaciones insurgentes ya estaban asentadas en los municipios que van desde el alto Patía hasta 
Barbacoas y de allí hasta la costa pacífica, antes de la llegada de los cultivos.  
Para enfrentar el reto y la apuesta del estado para cambiar la situación de la presencia de los cultivos de uso 
lícitos en la región, los acuerdos de Habana generan expectativas en el territorio y la implementación de los 
mismos, pueden constituirse en el medio para lograr la transformación del territorito y la posibilidad para 
el estado de la recuperación de la institucionalidad, perdida por la presencia de variados actores armados 
que como las Farc-ep, quienes tenían control territorial. 
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A nivel nacional el fenómeno de las drogas ilícitas y el narcotráfico, es un tema de gran sensibilidad,  sujeto 
a análisis desde una perspectiva multifactorial en virtud de entender tanto a los individuos  inmersos en 
dicho flagelo, como a los territorios donde este se visibiliza, en la búsqueda de salidas factibles que 
posibiliten hacerle frente, con acciones efectivas que no agudicen la ya de por sí grave situación. Una de 
las salidas contempladas para ese efecto es el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de 
Uso Ilícito PNIS, que se está implementado en el contexto nacional, programa que el Departamento de 
Nariño acoge en toda su extensión, respetando lineamientos,  directrices y protocolos  nacionales, pero a la 
vez conjugándolo con las experiencias aprendidas en iniciativas, resultado de otros proyectos y programas 
ofrecidos en diferentes épocas.  
La Gobernación de Nariño y los Municipios del Departamento de  Nariño focalizados con presencia de 
cultivos de uso ilícito, con el direccionamiento y acompañamiento del gobierno nacional  adelantan 
acciones enfocadas a la generación de la sustitución voluntaria de dichos cultivos, meta relevante en el 
punto 4 del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera suscrito entre el gobierno nacional y las FARC-EP.   
En tal sentido en este departamento, el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 
– PNIS, se contempla como una estrategia integral orientada a visualizar el departamento como territorio 
libre de cultivos de uso ilícito o con reducción de los mismos, gracias al accionamiento de estrategias que 
posibiliten que pequeños productores y productoras pasen de la ilegalidad a la legalidad productiva, 
mejorando sus condiciones de vida y contribuyendo a la transformación del territorio, gracias al 
mejoramiento de la infraestructura institucional necesaria para que sea exitosa la actividad legal. 
Todas las acciones adelantadas se sostienen básicamente en la concertación voluntaria con las comunidades, 
visibilizando la voluntad del gobierno departamental de contribuir a la reconciliación territorial, 
sustentándose además en alianzas estratégicas entre Líderes Sociales, Gobierno Nacional, Fuerza Pública, 
entre otros actores relevantes, concentrándose las mismas en la costa nariñense, dada la magnitud del 
crecimiento de las hectáreas con cultivos de uso ilícito. Cada acción se circunscribe a las directrices, metas, 
objetivos, alcances del PNIS, programa con el cual se pretende beneficiar a los pequeños productores  
nariñenses que manifiesten su voluntad de querer llevar a cabo la sustitución de cultivos de uso ilícito, para 
el consecuente  florecimiento de procesos económicos y sociales tendientes al desarrollo territorial integral 
e incluyente. (14). Documento síntesis elaborado por el equipo de acompañamiento de la gobernación de 
Nariño para los cultivos de uso ilícitos coordinado por Harold Ruiz Moreno-2016-2019. 
 

Dinámica productiva de los cultivos ilícitos. 

Además de múltiples fundaciones, ONG y equipos Académicos que realizan investigaciones sobre el tema 
de los cultivos ilícitos, existen dos fuentes principales de monitoreo en Colombia: La Oficina de Política 
Nacional para el Control de Drogas de los Estados Unidos (ONDCP) y la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la droga y el crimen (UNODC), la cual junto al gobierno nacional ha creado el Sistema de 
Información y Monitoreo de Cultivos Ilícitos (SIMCI) que entrega informes de resultados cada año. Debido 
a esto hemos preferido basar nuestras cifras oficiales en ésta última instancia que a nuestro juicio, debido a 
su componente multilateral, presenta mayores niveles de objetividad. 
Cultivos de coca. 

Aunque la dinámica productiva del narcotráfico en Colombia se viene monitoreando desde hace varios 
años, solo hasta el 2013 el SIMCI desarrolló una metodología para la estimación de la producción de hoja 
de coca, base de coca y clorhidrato de cocaína. Esta metodología para la estimación de la producción anual 
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de clorhidrato de cocaína recurre a la información existente de hectáreas, rendimientos por hectárea, 
factores de conversión de los procesos de extracción y refinación, pureza entre otros.  Para construir un 
indicador acertado se tuvieron en cuenta principalmente dos variables: 
• Área productiva durante un año  (AP) 
• Rendimiento de base de cocaína por tm de hoja.  (Rbe) 
En primer lugar, el Área productiva durante el año (AP) busca estimar las hectáreas que ha permanecido 
productoras durante todo el año (enero a diciembre). Para realizar estas estimaciones en la metodología 
tradicional, el área productiva es calculada a partir del promedio de los últimos dos censos bajo el supuesto 
que los lotes nuevos y abandonados sólo son productivos la mitad del año. Es de resaltar que, si bien este 
indicador se constituye en un proxy para el establecimiento de las hectáreas productivas, no incorpora la 
dinámica que afecta la permanencia de los lotes durante el año, ni la incidencia en la producción de factores 
como las acciones de interdicción del Estado, clima y plagas entre otros. A razón de ello, se desarrolló una 
metodología de análisis espacial que permite la estimación de la permanencia del cultivo de coca a través 
de la construcción de un factor que permite modelar, lote a lote, la dinámica del área cultivada en el año a 
partir de la incorporación y sistematización de la información disponible de las variables que inciden de 
manera directa en la estabilidad como erradicación forzosa, aspersión aérea y coberturas vegetales, entre 
otras. 
El factor de permanencia se calcula en función de tres categorías de lotes: estables, nuevos y abandonados; 
asimismo, y con el fin de incluir el análisis espacial en el comportamiento de las variables anteriormente 
mencionadas, cada lote categorizado puede pertenecer a su vez a una subcategoría generada a partir de la 
definición de posibles escenarios de afectación. El factor oscila entre cero (0) y uno (1) y se aplica 
directamente al área medida en hectáreas para cada región. Por ejemplo, un factor de permanencia de 1 
significa que un lote fue productivo durante todo el año, mientras que si es de 0.5 sólo estuvo productivo 6 
meses; si es de cero (0) se entiende que, pese a su detección en el monitoreo de cultivos de coca, no fue 
productivo, es decir que pudo ser objeto de actividades de interdicción durante todo el año. 
La metodología ajustada a partir de 2013 se sintetiza en la siguiente ecuación: 
AP = (área del lote censo año – año n-1 x factor de permanencia) 
Ante el escenario del aumento de la venta de hoja de coca por parte del productor y el acopio por parte de 
otros agentes, se hizo necesario incorporar a la metodología tradicional un factor de conversión de la 
transformación a base de cocaína diferenciado, bajo el supuesto de una eficiencia en los procesos de 
extracción, superior a lo registrado por el productor agropecuario con coca como resultado de producciones 
a escala y el mejor aprovechamiento de los insumos. Este factor de conversión (de 1,80 kg de base de 
cocaína por tm de hoja de coca fresca) fue estimado a partir de los resultados obtenidos de 33 procesos de 
base de cocaína, bajo condiciones controladas, en el marco del Estudio de Eficiencia de la transformación 
de Clorhidrato de cocaína realizados por UNODC y el Gobierno de Colombia, el cual sólo sería actualizado 
tras el ingreso de nueva información. Es de anotar que para el caso de Nariño el lugar de siembra de hoja 
de coca, el sitio de trasformación en base de cocaína y luego clorhidrato corresponde a un mismo contexto 
espacial, es decir, las distancias entre uno y otro sector productivo son muy cortas, beneficiando el acopio 
de la hoja y los costos de producción del producto. 
El informe del SIMCI de 2018 afirma que mientras en el 2016 teníamos cultivadas 146.100  Has de coca, 
las cuales generaban 707.100 Toneladas métricas (Tm) de hoja de coca en el territorio nacional, a corte de 
diciembre de 2017 la cifra había aumentado a 171.000 Has cultivadas generando al menos 930.000 Tm de 
hoja de coca fresca.  
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A nivel nacional se presenta un aumento del 17% en el área cultivada, siendo la región Pacífica responsable 
del 38% de la producción total y Nariño el departamento con mayor presencia de cultivos de coca aportando 
el 27% del total nacional. Tres departamentos: Nariño (27%), Putumayo (17%) y Norte de Santander (17 
%) representan el 61% del total de la producción a nivel nacional. Se trata de tres departamentos de zona 
de frontera, cuya condición los hace más favorables para el tráfico de sustancias ilegales. 
Un dato interesante es que a pesar de que en el departamento de Nariño la cifra aumentó pasando de 42.627 
a 45.735 has cultivadas (+ 7%), particularmente en Tumaco el área de hoja de coca cultivada disminuyó en 
un 16%, pasando de 23.148 a 19.445 has. Lo anterior tiene especial relevancia toda vez que en este 
municipio se han enfocado todos los esfuerzos de la implementación del Programa Nacional de Sustitución 
voluntaria – PNIS – para cuatro (4) comunidades distintas que hoy avanzan hacia la segunda fase del 
Programa que tiene relación con el desarrollo de proyectos productivos que afiancen a las comunidades al 
programa en una perspectiva de largo aliento. Un hecho preocupante es que tanto el rendimiento de hoja de 
coca fresca, como el rendimiento promedio de clorhidrato de cocaína por hectárea cosechada aumentaron 
entre un año y otro. El primer fenómeno obedece al mejoramiento de las variedades de plantas que los 
cultivadores realizan con el conocimiento adquirido a través del tiempo. Poco a poco los campesinos y 
traficantes van encontrando variedades cada vez más resistentes a las adversidades climáticas, y que 
garanticen una mayor duración de los cultivos. El segundo, en estrecha relación con el primero, tiene que 
ver con un mejor aprovechamiento del área cultivada por hectárea, principalmente en zonas planas. 
En la estimación de la producción potencial anual de cocaína en Colombia se tienen en cuenta los siguientes 
factores: i) el establecimiento del área productiva de coca medido en hectáreas; ii) la capacidad del área 
productiva para producir hoja de coca fresca medida en toneladas de hoja por hectárea; iii) la capacidad 
para extraer alcaloide a pasta básica de cocaína o base de cocaína realizada por campesinos u otros agentes 
medida en kilogramos de pasta o base por tonelada de hoja; y iv) la cristalización para obtener clorhidrato 
de cocaína. 
Para conocer los datos de las Toneladas métricas de hoja de coca fresca se aplica el factor de conversión 
que para el año 2017 es de 5,6 tm/ha/año. Con estas cifras se obtienen los  de base de coca, al aplicarles el 
factor de conversión de 1.8 Kg base/tm hoja fresca. 
A partir de los resultados obtenidos de los estudios de productividad, se estima que el potencial de 
producción de clorhidrato de cocaína ha ido en aumento de 590 Tm en 2015 a 866 tm en 2016 y 1.134 tm 
en 2017. Se toma como referencia el clorhidrato de cocaína pura para efectos de comparabilidad con otros 
países productores. La relación de producción potencial se estima en 6,8 kg de base de cocaína por hectárea 
cosechada y de 5,5 kg de clorhidrato de cocaína pura por hectárea. Es decir que tenemos un factor de 
conversión igual a 0.80 de base o pasta de coca a clorhidrato de cocaína y de esa manera obtenemos los 
datos de la cuarta columna del cuadro anterior. 
Los cultivos de coca en Colombia venían incrementándose desde 2013 a un ritmo promedio de 45% anual, 
pasando de 48.000 ha en 2013 a 146.000 en 2016.  Se destaca los niveles de participación de la región 
pacífica en el componente de productividad nacional, donde el Pacífico representa poco más de la tercera 
parte del total de cultivos y Nariño el 73% del total de la Región. A su vez, más de la mitad de los cultivos 
del departamento se encuentran registrados en el municipio de Tumaco que, según información de la Policía 
Antinarcóticos, junto con los municipios del triángulo del Telembí, aportan el 80% de total del área 
cultivada en el departamento de Nariño. (12) Los datos de área cultivada y cantidad de hoja de coca fresca 
en Toneladas métricas (Tm) se obtuvieron de los datos ofrecidos por el informe SIMCI 2017.  
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Mercadeo. 
Quizás el elemento que de manera más significativa ilustra la capacidad de supervivencia de este producto 
es la comercialización y el mercadeo. Si solo estimamos la productividad se puede reconocer que el 57% 
de los ingresos se quedan en la producción de clorhidrato, mientras un 25% se queda en manos de los 
productores de base de coca y solo el 18% en poder de los cultivadores de hoja de coca. Siendo el precio el 
mecanismo mediante el cual se realiza cualquier intercambio, resulta interesante que los precios se fluctúen 
de acuerdo a los indicadores de la demanda. En términos generales el cocalero y los productores de base 
reciben un pago que casi no varía por su producto, mientras que quienes la cristalizan y la distribuyen en 
los mercados internacionales o al menudeo en las grandes ciudades, tienen mayor rango de juego con el 
precio, seguramente asociado a los riesgos que representa. 
Cruzando la información disponible en campo con la que registra el Reporte mundial sobre drogas (WDR) 
de las naciones Unidas, en términos generales, el precio de la hoja fresca, la base de coca y el clorhidrato 
de cocaína han disminuido durante el último año. 
Mientras el kilogramo de hoja de coca en el año 2015 se cotizaba en $3.000 pesos, y se puede decir que 
casi se mantuvo estable en el 2016 con un precio promedio de $2.900 pesos, pero disminuyó 
significativamente (28%) en el año siguiente manteniendo un precio promedio de $2,100 pesos el kilo en 
el sitio de recogida. 
 Situación similar ocurrió con el precio de la base de cocaína, que había sufrido una baja porcentual 
equivalente al 7,3%, pero se mantenía en un precio alrededor de los $2.500.000 pesos. En el año siguiente 
(2017) su precio presenta una caída 
Finalmente, aunque un poco más leve, el precio promedio del kilogramo de clorhidrato de cocaína también 
termina el 2017 con una tendencia a la baja, 
Si realizamos el ejercicio de cruzar la información de los datos anteriores con el cuadro de síntesis del año 
2017, podemos obtener un nuevo cuadro general que nos ofrece una relación entre la productividad de la 
coca en el departamento de Nariño y particularmente en Tumaco con los precios de compra in situó a los 
narcotraficantes antes de establecer la distribución nacional e internacional. 
A diferencia del cuadro de síntesis de 2017 los datos de productividad de clorhidrato de cocaína para Nariño 
y Tumaco los hemos presentado en kilogramos y no en Toneladas métricas, evidenciando la relación entre 
precio y productividad in situó, al mismo tiempo que se considera la relación del departamento de Nariño 
con el Puerto en el Pacífico. Resulta interesante observar tanto en el cuadro de Tumaco como de Nariño, 
como el precio de hoja de coca por tonelada métrica, se multiplica por tres mil luego de la trasformación 
en clorhidrato de cocaína. Igual este cuadro nos demuestra donde se queda el mayor margen de ganancia 
de la cadena productiva, evidenciando los altos niveles de plusvalía absoluta que generan los insumos sobre 
la materia prima. 
 

Amapola. 

El caso de la Amapola merece una consideración especial debido a sus lógicas de productividad tan distintas 
de la hoja de coca. 
Es conocido que desde finales de la década de los años ochenta los campesinos se vieron en la necesidad 
de irrumpir en las zonas frías y de páramo, entre los 1.800 y los 3.200 metros sobre el nivel del mar, para 
desplegar la frontera agrícola con el ánimo de incursionar en el cultivo de amapola, bajo la premisa de que 
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los mercaderes de la droga ofrecerían semillas, tecnificación agrícola para productos lícitos y $1.200.000 
pesos indistintamente a indígenas, labriegos y colonos, por un solo kilo de látex. 
A la vez, en donde los campesinos se negaron a cultivar directamente, los forasteros instalaron colonos y 
cancelaron precios altos por el alquiler de pequeñas hectáreas. Repentinamente, mientras recibían asesoría 
técnica de origen asiático y mexicano, indígenas y colonos llegaron a percibir hasta 5000 pesos por una 
jornada de trabajo, en zonas en las que hasta ahora un cultivo lícito sólo permitía pagar 2.200 pesos y 
contratar a un miembro de cada familia. 
Hacia los años noventa, la amapola se siembra en las zonas altas de las tres cordilleras, pero principalmente 
en la Cordillera Central. Las autoridades identificaban al menos cien municipios del centro del país con 
presencia de cultivos de amapola. 
Se trata de zonas y municipios en los que el 80 por ciento de la población es de origen rural, con predominio 
de las pequeñas parcelas y el minifundio. Esto denota una clara diferencia con las zonas de cultivos de coca, 
donde la mayoría de la población de cultivadores son “venideros”, que emigran hacia las zonas de cultivos 
y producción de clorhidrato ya sea como arrendadores, amedieros, recolectores o cocineras en los 
laboratorios de producción. 
Siendo originarias de los territorios ocupados para el cultivo de amapola, difícilmente las familias, 
individualmente consideradas, poseen más de cinco hectáreas para su sostenimiento y, en general, se trata 
de predios heredados desde hace mucho tiempo de una generación a otra. 
Al igual que las zonas cocaleras, la ausencia de vías de acceso, de cobertura educativa, de salud, de 
presencia virtualmente nula de servicios estatales y escasa población salvo por asentamientos de colonos e 
indígenas, son características primordiales en estas zonas. 
Ya en el contexto de los dos últimos decenios, se tiene que la presencia de cultivos de amapola se 
circunscribe principalmente a los departamentos de Nariño, cauca, Huila y Tolima, en el sur del país. 
A excepción del año 2005, 2013 y 2014, Nariño presenta los más altos índices de hectáreas cultivadas de 
amapola, teniendo su pico más alto en el 2005 con 475 Has, las cuales igualan al total de la producción 
nacional del último corte en 2016. Como lo reconoce el mismo informe del SIMCI, en Colombia no se ha 
desarrollado una metodología censal que permita conocer el área sembrada de amapola, lo cual lleva a un 
posible sub-registro de los datos obtenidos en los últimos años. Esto se constata en el caso de Nariño si se 
tiene en cuenta los datos suministrados por los campesinos amapoleros de los municipios de Nariño que 
triplican el total nacional del SIMCI para el año 2016 de 462 Has. 
Históricamente, los municipios del norte de Nariño y algunos del sur del departamento se han caracterizado 
por la presencia de cultivos de amapola, que se siembra en pequeñas parcelas en zonas montañosas 
correspondientes al piso térmico frío y de humedad alta, cuya altitud puede variar entre los 1.100 y 3.600 
m.s.n.m, ocasionalmente acompañados por cultivos de arveja, maíz, haba, quinua, cebolla, entre otros. 
Este cultivo no tiene mayor presión, a diferencia de la coca, porque su comercialización tiene un mercado 
específico y los pequeños productores subsisten aunque precariamente, con los cultivos de pan coger. 
En la actualidad, se reconoce la presencia de estos cultivos en los municipios de San Pablo, La Cruz, Tablón 
de Gómez, Buesaco, Cumbal, Túquerres e Ipiales, que superan con creces el valor estimado en has dese el 
SIMCI 2017. Teniendo como base las informaciones de campo de los campesinos amapoleros y sólo como 
ejemplo, el municipio de Buesaco promedia en 650 el número de hectáreas cultivadas. 
 



83 

Causas Estructurales de la Violencia Política en el Suroccidente 

 
Generalidades del cultivo de Amapola. 
Desde los informes preliminares de la década de los años ochenta, la amapola aparece como uno de los 
cultivos ilícitos preponderantes en la economía nacional, tomando el espacio que paulatinamente había ido 
dejando la producción marimbera que tuvo su auge de productividad a finales de los años setenta. 
Cuando expertos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la Unicef, México, Guatemala y 
Colombia, y representantes de quince países, se reunieron en el primer Simposio sobre cultivos ilícitos de 
amapola en la ciudad de Bogotá,  intentaron perfilar una respuesta eficaz a la nueva empresa criminal que 
a la sombra de la producción cocalera se había puesto en marcha por los barones de la drogas, dejando un 
estimativo general aproximado de 20.000 Has. de amapola, de las cuales se estimaba en tres millones de 
plantas de amapola únicamente en el municipio del Tablón de Gómez. 
Es conocido que desde finales de la década de los años ochenta los campesinos se vieron en la necesidad 
de irrumpir en las zonas frías y de páramo, entre los 1.800 y los 3.200 metros sobre el nivel del mar, para 
desplegar la frontera agrícola con el ánimo de incursionar en el cultivo de amapola, bajo la premisa de que 
los mercaderes de la droga ofrecerían semillas, tecnificación agrícola para productos lícitos y $1.200.000 
pesos indistintamente a indígenas, labriegos y colonos, por un solo kilo de látex. 
A la vez, en donde los campesinos se negaron a cultivar directamente, los forasteros instalaron colonos y 
cancelaron precios altos por el alquiler de pequeñas hectáreas. 
Repentinamente, mientras recibían asesoría técnica de origen asiático y mexicano, indígenas y colonos 
llegaron a percibir hasta 5000 pesos por una jornada de trabajo, en zonas en las que hasta ahora un cultivo 
lícito sólo permitía pagar 2.200 pesos y contratar a un miembro de cada familia. 
Los primeros ofrecimientos de tierras e incentivos tuvieron lugar en la zona de San José del Guaviare, 
Caquetá y los llanos Orientales, hacia donde se desplazaron labriegos del centro del país, con la esperanza 
de una nueva bonanza agraria parecida a la marimbera, pero que les dejó pobreza e incuso dudas cuando 
tuvieron que regresar a sus lugares de origen. 
La ausencia de vías de acceso, de cobertura educativa, de salud, de presencia virtualmente nula de servicios 
estatales y escasa población salvo por asentamientos de colonos e indígenas, son características 
primordiales en estas zonas. 
Ya en el contexto de los dos últimos decenios, tenemos que la presencia de cultivos de amapola se 
circunscribe principalmente a los departamentos de Nariño, cauca, Huila y Tolima, en el sur del país.  
Merece singular atención en la tabla anterior la producción de amapola en departamentos como el Cesar y 
Caquetá, donde los indicadores muestran una producción de 152 y 132 hectáreas respectivamente para el 
2005, año de mayor productividad a nivel nacional, pero que después del 2009 no registran cifra alguna. 
A excepción del año 2005, 2013 y 2014, Nariño presenta los más altos índices de hectáreas cultivadas de 
amapola, teniendo su pico más alto en el 2005 con 475 Has. Que igualan al total de la producción nacional 
del último corte en 2016. 
Como lo reconoce el mismo informe del SIMCI, en Colombia no se ha desarrollado una metodología censal 
que permita conocer el área sembrada de amapola, lo cual lleva a un posible su registro de los datos 
obtenidos en los últimos años. Esto se constata en el caso de Nariño si se tiene en cuenta los datos 
suministrados por los campesinos amapoleros de los municipios de Nariño que triplican el total nacional 
del SIMCI para el año 2016 de 462 Has.  
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Contexto regional 
Históricamente, los municipios del norte de Nariño y algunos del sur del departamento se han caracterizado 
por la presencia de cultivos de amapola, que se siembra en pequeñas parcelas en zonas montañosas 
correspondientes al piso térmico frío y de humedad alta, cuya altitud puede variar entre los 1.100 y 3.600 
m.s.n.m, ocasionalmente acompañados por cultivos de arveja, maíz, haba, quinua, cebolla, entre otros.  
Este cultivo no tiene mayor presión, a diferencia de la coca, porque su comercialización tiene un mercado 
específico y los pequeños productores subsisten, aunque precariamente, con los cultivos de pan coger.  
En la actualidad, se reconoce la presencia de estos cultivos en los municipios de San Pablo, La Cruz, Tablón 
de Gómez, Buesaco, Cumbal, Túquerres e Ipiales, que superan con creces el valor estimado en has dese el 
SIMCI 2017. Teniendo como base las informaciones de campo de los campesinos amapoleros y sólo como 
ejemplo, el municipio de Buesaco promedia en 650 el número de hectáreas cultivadas. 
[Hay que buscar datos de hace cuando hay presencia de amapola en Nariño, donde se ha dado más, efectos 
de la erradicación como negativo para los campesinos y como sustento para solicitar la sustitución. 
 

Productividad y mercadeo 
A diferencia de los países Asiáticos, en Colombia la amapola es cosechada en forma de látex. En el proceso 
de transformación se requieren 24 kilogramos de látex de amapola para producir 1 kg de heroína pura, 
según lo reportado en los estudios de productividad del Gobierno de Estados Unidos. En el territorio 
colombiano se cosecha dos veces en el año. Los siguientes son los rendimientos por hectárea de los 
principales núcleos de amapola: 
 
Núcleo de amapola Rendimiento (Kg/Ha/Cosecha 
Nariño               16.8 
Serranía del Perijá 18.4 
Cauca Oriental 20.8 
Huila Occidental 15.3 
Tolima            13.1 
 
De acuerdo al informe del SIMCI 2017, que a su vez recoge datos de precios que han sido recopilados en 
zonas de cultivo por personal adscrito a UNODC y Policía Antinarcóticos, el precio de látex de amapola 
subió  de $2.185.600 /Kg en 2015 a $2.275.600 en 2016. La morfina en cambio bajó de $11.788.900 /kg en 
el 2015 a $9.929.200 /kg en el año  20016. Igual ocurrió con el precio de la heroína que disminuyó de 
$17.383.800 /kg en 2016, pasando a  $17.136.700 en 2016.  
Lo que se ha constata en el caso del departamento de Nariño al momento actual es que 1Ha. de amapola 
alcanza un rendimiento de 20 a 30 litros de látex, los cuales a su vez producen entre 5 y 6 kg de morfina, 
que a su vez traducidos en precios del SIMCI significan un ingreso equivalente a $68.268.000 en látex y de 
$102.820.200 en morfina. Nada más alejado de la realidad. En la práctica se está pagando $1.500.000 por 
litro de Látex y alrededor de $12.00.000 por kg de morfina.  
Al realizar una comparación de rendimiento por área entre los cultivos de coca y amapola, es mucho más 
rentable la amapola. Lo anterior se explica de la siguiente manera: 
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Una Ha de hoja de coca puede rendir 4.8 tm de hoja fresca al año. Si el Kg de hoja tiene un valor de $2.000, 
el cultivador recibe $9.600.000 al año. Esa hectárea de hoja de coca rinde 8.64 Kg de base de coca que 
tienen un valor de $21.600.000 por año. La misma ha de hoja de coca puede producir 6.9 Kg de clorhidrato 
que alcanza un valor máximo de $34.500.000 al año. 
Para el caso de la ampola en el departamento de Nariño el precio del litro de latex se encuentra alrededor 
de los $1.500.000, que multiplicado por 30 nos arroja un valor de $45.000.000 por Ha. De igual modo si el 
precio de un Kg de Morfina es de $12.000.00, podemos obtener hasta $72.000.000 por Ha. Finalmente, si 
por cada Kg de Morfina se obtienen 4 Kg de Heroína, debido a la variedad de elementos químicos que se 
le adicionan, el precio asciende a $48.000.000 por Kg.  
Si además de los precios en bruto, la amapola tiene más de una cosecha al año, queda claro que la 
rentabilidad de la amapola es mucho mayor al cultivo de coca. Lo paradójico de todo esto es que en los dos 
casos, la rentabilidad no llega a manos del cultivador como primer eslabón de la cadena productiva, dejando 
muchas veces pobreza y deudas a los campesinos y enormes utilidades a los intermediarios y 
comercializadores de la droga. 
 

Propuesta metodológica 
Según el informe del SIMCI de 2017 “en Colombia no se ha desarrollado una metodología censal que 
permita conocer el área sembrada con amapola”, lo cual debilita enormemente la capacidad real de 
intervención para la sustitución voluntaria de este producto. 
Hasta el momento en la dinámica de la implementación del Programa Nacional de Sustitución de cultivos 
de uso ilícito en el departamento de Nariño, no se ha logrado avanzar más allá de algunos escenarios de 
socialización con comunidades campesinas de los municipios de Buesaco, Tablón de Gómez y la Cruz, 
gracias al apoyo del equipo de acompañamiento al PNIS de la Gobernación de Nariño. Se ha dicho a los 
cultivadores que el Gobierno nacional ha priorizado los municipios de la costa y cordillera nariñense, donde 
se presenta en mayor escala la presencia de cultivos de coca, los cuales representan más del 80% de la 
producción total del departamento. 
Estas dos zonas hacen parte de la implementación de los PDET, lo cual proyecta algunas garantías de 
transformación de los territorios o al menos de planificación participativa a largo plazo, que debilite la 
reincidencia de las comunidades hacia los cultivos ilícitos o alguna actividad relacionada en la cadena de 
producción y mercadeo de los mismos. 
La única posibilidad real de que la implementación del PNIS sea una solución sostenible para campesinos 
cocaleros y amapoleros del departamento, es evitando la reincidencia a través de la transformación de los 
territorios. Pero, el hecho que los municipios amapoleros se encuentren por fuera de la implementación de 
los PDET y virtualmente por fuera de acciones concretas de implementación del PNIS, deja bastante 
preocupadas a las comunidades campesinas, que entienden que de no realizarse las labores de sustitución 
voluntaria, el Gobierno nacional puede optar por la aplicación de los mecanismos de erradicación forzada 
en los territorios afectados. Nada sería más nocivo para las comunidades campesinas en su conjunto, dadas 
las consecuencias ambientales para cultivos lícitos y de uso ilícito en zonas de erradicación, relacionadas 
principalmente con la contaminación de fuentes de agua y la esterilización del suelo. De igual manera deja 
a las comunidades por fuera de los beneficios individuales y colectivos, de atención inmediata y de 
transformación de los territorios que significa la implementación del PNIS.  
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Si se ataca la coca y no la amapola, pronto habrá campesinos aumentando los niveles de producción, dadas 
las ventajas comparativas en el mercado, tal como se explicó en páginas anteriores. 
Revisando los tiempos y la metodología de verificación de los cultivos de coca que hasta la fecha se han 
llevado a cabo en el municipio de Tumaco se presentan varias dificultades técnicas para abordarlo de modo 
similar en las zonas de cultivos de amapola. 
La primera dificultad es el tiempo que estipula el Decreto Ley 896, que habla sobre la aplicabilidad del 
PNIS en cultivos anteriores al 10 de Junio de 2016. Siendo la amapola un cultivo de ciclo corto, no es 
posible que a la fecha, algún cultivo de amapola se incluya en el Programa, por tanto se propone, un censo 
en las comunidades avalado por las Juntas de Acción Comunal, el cual será la base para la inscripción en 
el Programa. 
La segunda dificultad se relaciona con la verificación de los cultivos. Es característica de los cultivadores 
de amapola tener de manera simultánea, cultivos en diferentes etapas de producción de amapola. Teniendo 
la amapola en promedio un ciclo de 4 meses es común observar al mismo tiempo semilleros, plántulas y 
plantas en edad de rayado en una misma finca, por ello se propone verificación de los cultivos a partir de 
la fecha de inscripción de las familias, cuando en general se encuentren al momento de rayado o con planta 
de mediano tamaño, para hacer la verificación o en su defecto hacer validos los semilleros como evidencia.  
Por lo anterior y considerando como prioritario eliminar los cultivos de uso ilícito, que para el caso 
específico es la amapola, se incluya en el Programa PNIS en igualdad de condiciones con los beneficios de 
PAI y de PISDA, haciendo los estudios necesarios para su inclusión como zonas PDET. 
 

Productividad y comercialización. 
A diferencia de los países Asiáticos, en Colombia la amapola es cosechada en forma de látex. En el proceso 
de transformación se requieren 24 kilogramos de látex de amapola para producir 1 kg de heroína pura, 
según lo reportado en los estudios de productividad del Gobierno de Estados Unidos. En el territorio 
colombiano se cosecha dos veces en el año.  
De acuerdo al informe del SIMCI 2017, que a su vez recoge datos de precios que han sido recopilados en 
zonas de cultivo por personal adscrito a UNODC y Policía Antinarcóticos, el precio del kilogramo de látex 
de amapola subió  de $2.185.600 /Kg en 2015 a $2.275.600  en 2016. La morfina en cambio bajó de $ 
11.788.900 /kg en el 2015 a $9.929.200 /kg en el año 20016. Igual ocurrió con el precio de la heroína que 
disminuyó de $17.383.800 /kg en 2016, pasando a $17.136.700 en 2016. 
Para el año 2017 el precio del kilogramo látex disminuyó a $1.500.000, el precio de la morfina aumentó 
nuevamente sobrepasando ligeramente el precio del 2016 con $12.000.000 y el de la heroína se mantuvo 
estable en un promedio de $17.000.000 por kilogramo. 
A la fecha y según información de fuentes primarias se constata para el caso del departamento de Nariño 
que 1Ha. de amapola alcanza un rendimiento de 20 a 30 litros de látex, los cuales a su vez producen entre 
5 y 6 kg de morfina. 
Para el caso de la amapola en el departamento de Nariño el precio del litro de látex se encuentra alrededor 
de los $1.500.000, que multiplicado por 30 nos arroja un valor de $45.000.000 por Ha. De igual modo si el 
precio de un Kg de Morfina es de $12.000.00, podemos obtener hasta $72.000.000 por Ha. Finalmente, si 
por cada Kg de Morfina se obtienen 4 Kg de Heroína, debido a la variedad de elementos químicos que se 
le adicionan, el precio asciende a $48.000.000 por Kg. 
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Sin embargo, según las fuentes oficiales, la presencia de cultivos de amapola en Colombia se conoce desde 
finales de los ochenta y aunque no hay un sistema de monitoreo y seguimiento que permita conocer con 
precisión el área cultivada, en la actualidad se reporta la existencia de alrededor de 350 hectáreas de amapola 
en algunas regiones del país, las cuales se estima que tienen un potencial de producción de una (1) tonelada 
anual de heroína. Si se toma en cuenta la información suministrada por el SIMCI 2017 sobre 300 Has 
cultivadas de amapola en el departamento de Nariño, se puede deducir una productividad equivalente a los 
800 kilogramos.   
Tomando como referencia este último dato oficial, tenemos como resultado un rendimiento de 2.8 Kg de 
heroína por Hectárea cultivada, la cual representa un costo de $34.000.000 pesos y un costo de 
$8.400.000/kg de morfina, ambas in situ. A su vez esto se traduce en un costo de $13.600.000.000 por la 
producción de 300 hectáreas de amapola en el departamento de Nariño. (13). Policía Nacional Dirección 
Anti- narcóticos, Fiscalía General de la Nación, Laboratorio de química del CTI, UNODC. Colombia. 2016. 
Lo anterior significa que el precio nacional de la heroína en las calles se multiplica casi 7 veces a su 
equivalente en el sitio de producción y si lo llevamos al mercado internacional (Europa y Estados Unidos) 
el precio se multiplica casi cuatro (4) veces con precios que oscilan entre los $178.500 /gm (España) y 
$444.000/gm (EEUU).   
Finalmente, con base en los precios en España podemos afirmar que el precio de la cocaína sube 35 veces 
su precio desde el laboratorio o cristalizadero a su destino final, mientras que la amapola aumenta poco más 
de 15 veces su precio inicial. Lo cual a su vez indica que las ganancias equivalentes a un 97.2 % se quedan 
en los distribuidores y traficantes internacionales, mientras el pequeño productor de hoja de coca y plantas 
de amapola solo obtiene el 2.8 % de las ganancias totales de la cadena productiva. (16). Documento de 
propuesta de pequeños productores de amapola de Nariño, presentado al Pnis y la gobernación de nariño 
en el año 2018. 
 

La implementación del Pnis en Nariño 
 
El gobierno del Presidente Iván Duque atendiendo la presión de los EEUU, recurre nuevamente a la 
estrategia de la fumigación aérea con el herbicida glifosato, y para ello desde el pasado 30 de diciembre del 
año 2019 ha publicado un proyecto de decreto que estará hasta el fin de este mes de enero que busca volver 
a la aspersión aérea y el mismo no tiene en cuenta lo ordenado por la Corte Constitucional en su sentencia 
T-236/17 y lo firmado en el acuerdo de Paz. 
Una muestra del incumplimiento es el departamento de Nariño, según las Naciones Unidas el departamento 
con más cultivos de uso ilícito, para el año 2018 tenía 45.735 mil hectáreas, que representan el 27% de la 
superficie cultivada de coca y amapola del país, la misma entidad calcula que la producción para ese año 
fue de 1.372 toneladas de cocaína, 372 toneladas producidas en Nariño,  
Cabe anotar que estas sustancias psicoactivas se incrementna y su alto nivel de consumo ya se constituyen 
en un problema de salud pública en la medida que el micro tráfico acecha las instituciones educativas y los 
centros de socialización y de diversión, este consumo se asocia e impacta fenómenos como el suicidio, el 
hurto callejero, la violencia intrafamiliar, etc. 
Por el olvido y falta de la presencia del estado y al no existir opciones de trabajo formal para más de 70 mil 
familias de pequeños productores indígenas, campesinos y afros, a quienes les ha tocado sobrevivir de estos 
cultivos de uso ilícito, y a la vez ser esclavos de los cárteles del narcotráfico, quienes los utilizan no solo 
para la producción de hoja de coca, sino también como cordones humanos para blindan las grandes 
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extensiones de los grandes cultivos o también llamados cultivos industriales, con el propósito de enfrentar 
la erradicación forzosa. 
La implementación del punto 4 de los acuerdos de paz en Nariño llevó al gobierno nacional en los años 
2017 y 2018 a firmar con más de 70 mil familias acuerdos colectivos con pequeños productores, afros, 
campesinos e indígenas de 31 municipios que tienen cultivos de uso ilícito, quienes manifestaron su 
voluntad de sustituir voluntariamente y de acogerse al PNIS, (Plan nacional integral de sustitución), el que 
se Adoptó mediante el decreto-ley 896 de 27 de mayo del 2017 y que tuvo control de la Corte Constitucional 
mediante la Sentencia C-493/17. De estos acuerdos colectivos sólo se les cumplió parcialmente a 16.500 
familias del municipio de Tumaco y nunca hubo respuesta favorable a las familias de los otros restantes 30 
municipios que firmaron estos acuerdos colectivos. 
El PNIS, contempló la entrega de estímulos económicos por 36 millones por núcleo familiar a cambio de 
sustituir voluntariamente, las Naciones Unidas certificaron al final del año 2018 que las 16.500 familias del 
municipio de Tumaco habían cumplido el 91% de las más de 10 mil hectáreas arrancadas manualmente por 
los beneficiarios, pero el gobierno nacional, primero ha desvinculado a más de 3.000 familias del Pnis por 
múltiples razones sin argumentación y después de dos años de iniciado él mismo, parcialmente ha pagado 
los primeros 12 millones para sobrevivir hasta que empiece a producir los proyectos productivos que dicho 
sea de paso no se les ha cumplido; los proyectos de un millón ochocientos mil pesos,(1.800.000) por cada 
beneficiario que era para seguridad alimentaria; no avanzan los proyectos de ciclo corto de 9 millones, los 
de ciclo largo de 10 millones, sí que menos, la asistencia técnica contemplada en los acuerdos avanza 
parcialmente. 
La crisis y el fracaso del Pnis en Nariño, se agrava por el incumplimiento del gobierno nacional, el asesinato 
de líderes de la sustitución voluntaria, las amenazas, los desplazamientos, el confinamiento y la persecución 
contra sus líderes y sus organizaciones, El Sr gobernador de Nariño JHON ROJAS CABRERA planteó en 
campaña y hoy ya en el gobierno que está en contra de la fumigación aérea con el herbicida glifosato y que 
le apuesta a la sustitución voluntaria, su reto es la exigencia de que se le cumpla a las familias de Tumaco 
que están vinculadas al Pnis y pedir respuestas para las restantes 60 mil familias de pequeños productores 
de cultivos de uso ilícito de los otros 30 municipios que firmaron con el gobierno nacional acuerdos 
colectivos de sustitución voluntaria, que exigen respuestas inmediatas de programas integrales de 
sustitución voluntaria que les permitan la transformación de los territorios afectados por el conflicto y la 
violencia generadas por el narcotráfico. 
Estos cultivos están presentes en 31 de los 64 municipios del departamento; solo la producción de coca en 
Nariño supera las 370 toneladas al año, que puestas en los mercados internacionales pueden ser vendidas 
de acuerdo a la baja o alza del precio. Entre $10 a   $ 20 billones, de los cuales más del 80% de las utilidades 
netas se quedan en las manos de la multinacional del narcotráfico.  
Estos cultivos han generado una tragedia humanitaria, al provocar la criminalidad existente en la costa 
pacífica y en la cordillera del departamento, donde proliferan más de 10 grupos armados ilegales que 
controlan dichos cultivos, concentrándose el dominio en los carteles mejicanos del cartel de Sinaloa, el 
cartel Jalisco del Norte; el cartel colombiano del Clan del Golfo, los disidentes de las Farc y, en menor 
medida, el ELN: estos son los principales propietarios de los cultivos de coca y amapola, que alimentan la 
guerra financiando a los grupos armados ilegales existentes en el departamento de Nariño. Por el olvido y 
la falta de la presencia del Estado, y al no existir opciones de trabajo formal, más de 75 mil familias de 
pequeños productores indígenas, campesinos y afros, sobreviven de estos cultivos de uso ilícito, y a la vez 
son esclavos de los carteles del narcotráfico, quienes los utilizan para la producción de hoja de coca, así 
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como de cordones humanos para blindar las grandes extensiones de cultivos, también llamados cultivos 
industriales. (17) Resumen ejecutivo del equipo de acompañamiento al Pnis de la gobernación de Nariño, 
2019. 
Los Acuerdos de la Habana generaron grandes expectativas entre los pequeños productores de coca; la 
sustitución voluntaria de cultivos se constituyó en la esperanza para salir de la ilegalidad, la misma que fue 
contemplada en el punto 4 (Drogas ilícitas). Todas las familias que sobreviven de estos cultivos en los 31 
municipios de Nariño que los tienen, suscribieron acuerdos colectivos de sustitución con el gobierno 
nacional del expresidente Juan Manuel Santos; pero este gobierno solo priorizó a los  municipios de Ipiales 
y  Tumaco para la sustitución voluntaria con la implementación del PNIS (Programa Nacional Integral de 
Sustitución).  Tan solo se vincularon a la sustitución 17.250 familias; las demás, de los 30 municipios con 
coca y amapola se quedaron sin respuesta por parte del gobierno del presidente Duque, quien no solo 
congeló el PNIS, sino que tampoco respondió a los acuerdos colectivos firmados, y a las familias que 
firmaron acuerdos de sustitución les cumple solo parcialmente. 
La respuesta del gobierno nacional para Nariño ha sido priorizar la fumigación con el herbicida glifosato, 
y en Tumaco en el año 2018 se hizo el pilotaje de la fumigación con drones que a la postre no dio el 
resultado esperado y por ello el Gobierno de Duque insiste en la fumigación aérea.  Es de anotar que en los 
años 2010 y 2012, se rociaron más de 3 millones de galones de glifosato en Nariño. (18) (Plan de desarrollo 

de Nariño-2012-2015.) y los cultivos crecieron, aunque se sigue implementando la erradicación forzosa 
con un número considerable de víctimas por la presencia de campos minados, además del asecho a la fuerza 
pública por parte de los grupos armados ilegales, quienes tienen el control territorial sobre los cultivos de 
uso ilícito. Nariño es un departamento estratégico por su ubicación en la geografía nacional y en el contexto 
internacional.  
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6. Conclusiones 

 
El Suroccidente colombiano: la disputa por el poder territorial 
 
En el suroccidente del país que comprende los departamentos del Valle del Cauca sobre todo su parte sur 
que limita con el departamento del Cauca y el litoral pacífico, el departamento del Cauca, Nariño y 
Putumayo. Esta región se caracteriza por ser un amplio territorio en disputa entre diversas fuerzas 
políticas, sociales y poderes económicos ligados a las economías legales como los monocultivos de la 
caña de azúcar sobre todo en el sur del Valle del cauca y el Norte del Cauca y de crecientes economías 
ilegales relacionadas con la economía del narcotráfico y la minería ilegal. Pero a la vez históricamente las 
comunidades indígenas, afros y campesinas han desarrollado allí durante los últimos cincuenta años un 
proceso de organización y resistencia de los más densos del país con una organización étnica y popular 
enraizada en las comunidades. Pero también se ha desarrollado allí una agresiva resistencia de los poderes 
terratenientes que no han dudado en brindar apoyo a expresiones armadas ilegales cuyo propósito es 
mantener las relaciones tradicionales de poder para favorecer y/o mantener los poderes ligados a la gran 
propiedad terrateniente.   
El enfoque más útil para el examen de la disputa por el territorio es considerar el Estado y sus relaciones 
con la región y con sus fuerzas sociales y políticas, como determinadas por la correlación de fuerzas entre 
las comunidades y sus expresiones organizadas con los poderes económicos por una parte y por otra las 
representadas en el gobierno nacional y los gobiernos y fuerzas sociales tradicionales presentes y con 
intereses en la región. Es en esa trama de relaciones que se imbrican los actores armados legales e ilegales 
que han hecho de la región un lugar con una intensa disputa por el control del territorio dado que la 
existencia en la región de formas legales y constitucionales de propiedad colectiva como son los Consejos 
Comunitarios de las comunidades negras sobre todo en el litoral pacífico y los resguardos indígenas sobre 
todo en el departamento del Cauca con las etnias Nasa y Misak y en Nariño con las comunidades Awa y 
otras. Estas organizaciones étnicas están protegidas constitucionalmente que les confiere soberanía, 
aunque limitada, sobre sus comunidades y territorios lo que hace que la disputa por el poder y por el 
control del territorio sea muy compleja. i 
 Esa disputa por el territorio además involucra a los poderes políticos departamentales y municipales en 
toda la región. Es necesario entonces distinguir por una parte la trama de intereses económicos y políticos 
presentes en la región y por otra parte los poderes emergentes representados en las organizaciones 
armadas que actúan en el territorio y que tratan de llenar el vacío que dejo el abandono de esos territorios 
por las FARC-EP y que no fueron ocupados por las fuerzas del Estado. Pero también y esto es clave 
entender que esos actores armados ilegales se imbrican con las fuerzas políticas en el plano local y 
regional. Así se explica, por ejemplo, el asesinato de Karina García Sierra candidata a la alcaldía de 
Suárez, Cauca, por el partido Liberal el 30 de agosto de 2019.  
Ahora bien, en la más reciente coyuntura a la que se refiere esta investigación que comprende el período 
posterior a la firma de los Acuerdos de Paz entre el gobierno nacional representado por el presidente Juan 
Manuel Santos y Rodrigo Londoño, Timochenko, el 24 de noviembre de 2016 en el Teatro Colón de 
Bogotá y con la posterior llegada del Centro Democrático a la presidencia de la República con, Iván 
Duque en agosto de 2018, los conflictos en la región se han agudizado como también lo han hecho en 
otras regiones del país pero en particular en los 170 municipios en que las FARC-EP ejercieron dominio 
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militar territorial, estos son los municipios en los que se desarrollarán los Planes de Desarrollo con 
Enfoque Territorial, PDET.             
 De acuerdo con el Instituto para el desarrollo y la Paz, INDEPAZ, en lo corrido del año 2020 han sido 
asesinados 287 líderes y lideresas sociales, 12 personas familiares de los líderes han sido también 
asesinadas. En este año han sido asesinados 60 excombatientes de las FARC en proceso de reinserción 
con lo que se eleva la cifra a 244 excombatientes asesinados desde la firma de los acuerdos el 24 de 
noviembre de 2016. También en lo corrido de este año se han registrado 79 masacres con un saldo de 340 
personas asesinadas. En el departamento de Antioquia se han registrado este año 18 masacres, 13 
masacres en el Cauca, 9 masacres en Nariño, 6 en Norte de Santander, 4 en Putumayo y 3 en el Valle del 
Cauca. Como se ve en el suroccidente del País, Valle del Cauca, Cauca, Nariño y Putumayo se han 
registrado este año 29 masacres. Un verdadero infierno es lo que viven las comunidades en esta región del 
país. 
Hay que tener en cuenta dos factores que prenden las alarmas sin que el gobierno haga algo realmente 
significativo para contrarrestar este clima de terror. En el suroccidente colombiano se asientan una buena 
parte de las comunidades indígenas del país que tienen una pujante y vigorosa organización, así como es 
importante la organización campesina y de las comunidades afrocolombianas. El objetivo a no dudarlo es 
debilitar la organización indígena y las organizaciones sociales. Día tras día son asesinados líderes 
sociales de sus comunidades en un territorio en el que hacen presencia destacamentos militares que 
reúnen a más de 20 mil hombres además de miles de policías. De tiempo atrás el Consejo Regional 
Indígena del Cauca, CRIC, ha denunciado la connivencia de estos destacamentos militares con las 
organizaciones criminales ligadas al narcotráfico. Esta semana el representante a la Cámara, John Jairo 
Cárdenas del partido de la U, al terminar una reunión en el municipio de Argelia en el Cauca denunció 
que los pobladores de este municipio con los que se reunió denunciaron esta connivencia. Pero nada pasa.  
El segundo factor es de naturaleza política. En las elecciones presidenciales de 2018 en estas regiones del 
país ganó el hoy opositor candidato Gustavo Petro. Así que pareciera que al gobierno nacional poco le 
importa el asesinato de los líderes sociales en esta región del país.   Al fin y al cabo, son sus principales 
adversarios políticos. Pero la situación se torna más grave por la división en el seno de las Fuerzas 
Armadas y de Policía. La existencia de una puja interna en ambas fuerzas es evidente. Los altos mandos 
nombrados por Duque son afines al uribismo y por tanto pertenecen a la derecha política y son adversos al 
proceso de paz y muchos de ellos han sido señalados de haber cohonestado ejecuciones extrajudiciales y 
algunos están ligados a investigaciones sobre hechos de corrupción. Es el caso tanto del General Eduardo 
Enrique Zapateiro nombrado desde diciembre de 2019 como Comandante General del Ejército como 
también del General Oscar Atehortúa Comandante General de la Policía Nacional. Esta puja interna y la 
asunción del mando de sectores enemigos del proceso de Paz ha minado la unidad de acción de las 
fuerzas armadas y de policía. El gobierno no hace nada para restaurar la unidad pérdida mientras se 
multiplican las denuncias sobre hechos de corrupción o nexos de sectores de las fuerzas armadas y de 
policía con la criminalidad. Una verdadera tragedia. 
Así pues, la situación de los derechos humanos en la región es crítica. Pero no debemos perder de vista 
varios aspectos que son relevantes. El primero que avanza una política de debilitamiento de las 
organizaciones sociales que por la naturaleza y características descrita líneas atrás que les dan un 
contrapoder local y regional a las organizaciones étnicas, afros e indígenas, y a las organizaciones 
campesinas. Las vías de este debilitamiento son principalmente tres (1) el sistemático asesinato de líderes 
y lideresas en toda la región, (2) el creciente número de masacres 29 en lo que va corrido del presente año 
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que tiene por objeto generar miedo y terror entre la población y (3) la negativa sistemática desde el 
gobierno central de abrir una puerta al diálogo y a la negociación. Esta última postura quedo plasmada en 
la negativa de Duque de reunirse con la Minga Indígena que se desplazó a Bogotá reclamando ese 
diálogo.  
Por otra parte hay una suerte de empate negativo en la correlación de fuerzas actuales que no ha logrado 
la depuración de las Fuerzas Armadas y de Policía reclamada por las comunidades para que se corten los 
nexos de estos destacamentos de la fuerza pública acantonados en el territorio, que se asemejan mucho a 
un ejército de ocupación, con los actores armados ilegales que a su vez son los beneficiarios inmediatos 
aunque no los más beneficiados con las economías ilegales del narcotráfico y la minería legal e ilegal. 
Este punto pareciera ser la clave para construir unas relaciones sociales de paz y convivencia en la región.  
Las comunidades y sus contrapoderes ejercidos desde las alcaldías indígenas, los concejos municipales, 
los resguardos indígenas, los consejos comunitarios y las organizaciones campesinas y ambientalistas así 
como sus organizaciones como el CRIC y las otras organizaciones indígenas no han logrado imponer una 
negociación para que las fuerzas armadas y de policía realmente sean depuradas y para que se corten los 
nexos de la clase política tradicional con actores armados ilegales y con las economías ilegales. Este es el 
pulso de fondo que libran las fuerzas sociales de la región que tienen en su contra los poderes nacionales 
hoy en manos de los enemigos de la paz y de la convivencia. 
Y claro, está el factor político de fondo en estos territorios, que se han expresado como ya se señaló 
electoralmente a favor de las fuerzas de oposición de izquierda representada en el pasado reciente en la 
candidatura presidencial de Gustavo Petro. Las fuerzas dominantes en el gobierno nacional ven a estas 
regiones, como pérdidas para su causa electoral y la violencia sistemática contra esas comunidades al 
menos cuenta con la pasividad y la inacción de los organismos del gobierno nacional. Una verdadera 
tragedia que no podrá ser revertida sin una movilización social que deberá recurrir a otras formas 
democráticas de acción que se expresen con otras fuerzas en el plano nacional. En cierta forma hacer del 
Suroccidente del país una bandera nacional y un reclamo nacional e internacional. 
 
                     
 
1 Jessop, Bob. El Estado y el poder. Revista Internacional de Filosofía Iberoamericana y teoría social. ISSN 1313-
3216-CESA-FACES- Universidad de Zulia, Maracaibo Venezuela. Utopía y Praxis Latinoamericana- Año 19 No 66 
(Julio Septiembre, 2014) PP. 19-33. “Otra solución -de considerar el Estado- es considerar la esencia del Estado 
(tanto la pre-moderna como la moderna) como la territorialización de la autoridad política. Tal acción involucra la 
interacción de un poder coercitivo y simbólico políticamente organizado, de un núcleo territorial claramente 
demarcado, y de una población relativamente fija en la cual las decisiones políticas son colectivamente vinculantes.  
Por lo tanto, la característica fundamental del Estado debería entenderse como el conjunto históricamente variable 
de tecnologías y prácticas que produce, naturaliza y gestiona el espacio territorial como recipiente acotado dentro del 
cual el poder político se puede ejercer para lograr diversos objetivos políticos, más o menos integrados y 
cambiantes…”. Op. Cit. Pág. 22.         
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8. Anexos 

 
Señor 
FRANCISCO ROBERTO BARBOSA DELGADO  
Fiscal General de la Nación  
Ciudad. 
  
Ref.: Derecho de petición. 
  
FERNANDO CUERVO, mayor de edad e identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, 
y actuando como presidente y representante legal de La Corporación Nuevo Arco Iris en ejercicio del 
Derecho de Petición consagrado en la Constitución Política de Colombia en su artículo 23 y 369; 
Artículos 13 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo y considerando: 
 
1-.Que la Corporación Nuevo Arco Iris es una organización no gubernamental, surgida de los acuerdos de 
paz, suscrito por el estado colombiano y la Corriente de Renovación Socialista, (CRS), con personería 
jurídica No S0000014 y  sujeta de reparación colectiva según decreto de la Unidad para la atención y 
reparación para las Víctimas No 2016-143360, la Corporación desde su constitución y en cumplimiento 
de su objeto social ha contribuido a fortalecer los procesos de paz y reconciliación; para lo cual no sólo 
acompañó en el fortalecimiento de los proyectos de inserción de los antiguos integrantes de la CRS, sino 
que como centro de estudios e investigación del conflicto hemos producido, libros, textos e 
investigaciones en la materia; la entidad que usted representa en varias oportunidades nos ha requerido 
para que contribuyamos con informaciones sobre las investigaciones que adelantamos y que siempre 
hemos estado prestos a entregarlas de manera oportuna. 
 
2-.En desarrollo  del decreto aludido de reparación colectiva, adelantamos la investigación del punto 3.4 
del ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE 
UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA, suscrito entre el estado colombiano y las FARC, en el sur 
occidente, (Valle, Cauca y Nariño. 
 
3-.Como es de su conocimiento Sr Fiscal, desde la firma del ACUERDO FINAL PARA LA 
TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y 
DURADERA con las FARC han arreciado los hechos violentos contra las comunidades de estos 3 
departamentos así como el asesinato sistemático de los líderes sociales, los desplazamientos, 
confinamientos, masacres, cometidas presuntamente por grupos ilegales, surgidas  por un nuevo 
neoparmilitarismo, el narcotráfico, las disidencias de las FARC, el ELN y también por agentes del estado. 
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PETICION 
  
Sr Fiscal, de la manera más respetuosa le solicitamos nos informe y entregue la siguiente información, sin 
afectar como corresponde la reserva sumarial: 
 
1-.Que registro lleva la fiscalía general de la Nación, sobre los asesinatos de los reincorporados de las 
FARC, después de la firma del ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y 
LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA y el estado de las investigaciones para 
determinar, modo, tiempo y lugar de estos hechos delictivos presentes en los tres departamentos, Valle del 
Cauca, Cauca y Nariño. 
 
2-.Que investigaciones de modo, tiempo y lugar adelanta la fiscalía general de la nación sobre el asesinato 
sistemático de los líderes sociales de los departamentos Del Valle del Cauca, Cauca y Nariño, después de 
la firma del ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA 
CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA. 
 
3-.Que investigaciones adelantan la fiscalía general de la nación, sobre las masacres ocurridas en los 
departamentos Del Valle Del Cauca, Cauca y Nariño después de la firma del ACUERDO FINAL PARA 
LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y 
DURADERA. 
 
4-.Que investigaciones adelanta la Fiscalía General de la Nación frente a los desplazamientos y 
confinamientos ocurridos después de la firma del  ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL 
CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA en los departamentos 
Del Valle del Cauca, Cauca y Nariño. 
  
FUNDAMENTO DE DERECHO 
  
ARTICULO 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 
motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá ́reglamentar su 
ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales. 
  
ARTÍCULO 74 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA: “Todas las personas tienen derecho a acceder a 
los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley”. 
  
ARTÍCULO 209 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA: “La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad mediante la descentralización, la divulgación y la 
desconcentración de las funciones. 
  
ARTÍCULO 13 DE LA LEY 16 DE 1972 (MEDIANTE LA CUAL SE APRUEBA LA CONVENCIÓN 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA) Libertad 
De Pensamiento Y Expresión. 
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1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión este derecho comprende la 
libertad de Buscar recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole sin consideración de fronteras 
ya sea oralmente por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su 
elección. 
  
4. ARTÍCULO 24 DE LA LEY 1755 DEL 2015: Informaciones y documentos reservados. Sólo tendrán 
carácter de reservado a las informaciones y documentos expresamente sometido a reserva por la 
constitución política o la ley y en especial: 
  
1. Los relacionados con la defensa y seguridad nacional 
  
2. Las instrucciones en materia diplomática sobre negociaciones reservadas. 
  
3. Los que involucren derechos de la privacidad e intimidad de las personas incluidas en las hojas de vida 
historia laboral y los expedientes profesionales y demás registros de personal que obren en los archivos de 
las instituciones públicas o privadas, así como la historia clínica. 
  
4. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de Crédito Público y tesorería que realice 
la nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los activos de la nación estos documentos e 
informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis meses contados a partir de la realización 
de la respectiva operación. 
  
5. Los datos referentes a la información financiera y comercial en los términos de la ley estatutaria 1266 
de 2008. 
  
6. Los protegidos por el secreto comercial o Industrial, así como los planes estratégicos de las empresas 
públicas de servicios públicos. 
  
7. Los amparados por el secreto profesional. 
  
8. Los datos genéticos humanos. 
  
5. ARTÍCULO 25 DE LA LEY 1755 DE 2015: Rechazo de las peticiones de información por motivo de 
reserva. Toda decisión que rechaza la petición de información y su documento será motivada indicarán en 
forma precisa las disposiciones legales que impiden la entrega de la información o documentos 
pertinentes y deberá notificarse al peticionario. 
  
6. ARTÍCULO 30 DE LA LEY 1755 DE 2015: “Peticiones entre autoridades cuando una autoridad 
fórmula una petición de información o de documentos de otra está deberá resolverla en un término no 
mayor de diez (10) días. En los demás casos, resolverá las solicitudes dentro de los plazos previstos en el 
artículo 14”. 
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7. ARTÍCULO 19 DE LA LEY 1712 DE 2014: Información exceptuadas por daño a los intereses 
públicos. Es toda aquella información pública reservada, cuyo acceso podrá ser rechazado o denegado de 
manera motivada y por escrito en las siguientes circunstancias, siempre que dichas eso estuviere 
expresamente prohibido por una norma legal o constitucional: 
  
a. La defensa y seguridad nacional. 
  
b. La seguridad pública; 
  
c. Las relaciones internacionales; 
  
d. La prevención investigación y persecución de los delitos y las faltas disciplinarias mientras que no se 
haga efectiva la medida de aseguramiento o se formuló pliego de cargos según el caso; 
  
e. El debido proceso y la igualdad de las partes en los procesos judiciales; 
  
f. La administración efectiva de la justicia; 
  
g. Los derechos de la infancia y la adolescencia; 
  
h. La estabilidad macroeconómica y financiera del país; 
  
i. La salud pública. 
  
8. ARTÍCULO 21 DE LA LEY 1712 DE 2014: “Divulgación facial y otras reglas en aquellas 
circunstancias en que la totalidad de la información contenida en un documento no esté protegida por una 
excepción contenida en la presente ley, debe hacerse una versión pública que mantenga la reserva 
únicamente de la parte indispensable. La información pública que no cae en ningún supuesto de 
excepción deberá ser entregada a la parte solicitante, así como ser de conocimiento público. La reserva de 
acceso a la información opera respecto del contenido de un documento público, pero no de su existencia. 
Ninguna autoridad pública puede negarse indicarse un documento obra o no en su poder o negar la 
divulgación de un documento. 
  
9. Sentencia T-511 de 2010 de la corte constitucional Igualmente ha puesto de relieve los vínculos 
existentes entre el derecho de acceso a la información y los principios de transparencia y publicidad que 
deben caracterizar la actuación de los poderes públicos en un estado de derecho ya que contribuye al 
control ciudadano sobre las agencias estatales al obligar a explicar públicamente los las decisiones 
adoptadas y el uso que le han dado al poder de los recursos públicos se convierten por lo tanto en un 
instrumento para combatir la corrupción para hacer efectivo el principio de legalidad entendido como el 
sometimiento de los servidores públicos a los fines y procedimientos que les impone el derecho. 
Las principales reglas jurisprudenciales sobre el alcance del derecho de acceso a la información pública 
son las siguientes: 
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Se trata de un derecho cuya titularidad es universal pues puede ser ejercido por personas naturales y 
jurídicas nacionales y extranjeras. 
Como obligación correlativa el derecho de acceder a la información pública las autoridades tienen que 
entregar a quien lo solicite la información que tenga carácter público las informaciones suministradas 
deben ser claras completas oportunas ciertas y actualizadas la información solicitada debe ser 
suministrada de manera fácil de entender este derecho comprende la expedición de copias. 
Los documentos públicos no se limitan a aquellos que son producidos por órganos públicos, sino que se 
extiende aquellos documentos que reposan en las entidades públicas los producidos por las entidades 
públicas y documentos privados que por ley declaración formal de sus titulares o conducta concluyente se 
entiende públicos. 
La información personal reservada que está contenida en documentos públicos no puede ser revelada 
respecto de documentos públicos que contengan información personal privada y semiprivadas el ejercicio 
del derecho al acceso a documentos públicos se ejerce de manera indirecta por conducto de las 
autoridades administrativas o judiciales según el caso y dentro de los procedimientos administrativos o 
judiciales respectivos sólo los documentos públicos que contengan información personal pública pueden 
ser objeto de libre acceso. 
Están obligados a suministrar información las autoridades, pero también los particulares que prestan 
servicios públicos o cumplen funciones públicas cuando sea información de interés público la 
jurisprudencia constitucional no ha descartado su procedencia respecto de organismos internacionales. 
Las normas que limitan el derecho de acceso a la información deben ser interpretadas de manera 
restrictiva y toda limitación debe estar adecuadamente motivada. A este respecto la corte ha señalado que 
existe una Clara obligación del servidor público de motivar la decisión que niega el acceso a información 
pública y tal motivación debe reunir los requisitos establecidos por la Constitución y la ley. En particular 
debe indicar expresamente la Norma en la cual se funda la reserva por esta vía el asunto puede ser 
sometido a controles disciplinarios administrativos e incluso judiciales los límites por derecho de acceso a 
la información pública deben estar fijados en la ley. 
Por lo tanto, no son admisibles las reservas que tienen origen en normas que no tengan esta naturaleza por 
ejemplo actos administrativos. 
La reserva debe ser temporal su plazo debe ser razonable y proporcional al bien jurídico constitucional 
que la misma busca proteger. Vencido dicho término debe levantarse. 
La reserva puede ser oponible a los ciudadanos, pero no puede convertirse en una barrera para impedir el 
control y Entra o Inter orgánico jurídico y político de las decisiones y actuaciones públicas de que cuenta 
la información reservada. 
Existe una obligación Estatal de producir información sobre su gestión necesaria para permitir el control 
ciudadano al igual que mantener la información disponible y en buen estado para que pueda ser 
consultada. 
  
10. Sentencia T-511 de 2010 de la corte constitucional. En repetidas ocasiones la jurisprudencia de la 
corte constitucional ha determinado que este derecho comportan las siguientes obligaciones correlativas 
para la autoridad que recibe solicitud: (¡) la petición debe ser resuelta de fondo de manera clara oportuna 
precisa y congruente con lo solicitado; (¡¡) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable que 
debe ser lo más corto posible; (¡¡¡) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado; (iv) la falta de 
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competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder; (v) ante la 
presentación de una petición la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado. 
  
NOTIFICACION 
  
El presente derecho de petición se me puede hacer llegar a la dirección Carrera  16 No 39-01, de Bogotá 
DC. 
 
Atentamente  
 
 

 
 
 
 
Fernando Antonio Cuervo Castillo  
Presidente  

CC 19.258.496 
Correo electrónico 
info@nuevoarcoiris.org.co 
fcuervo@nuevoarcoiris.org.co 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:info@nuevoarcoiris.org.co
mailto:fcuervo@nuevoarcoiris.org.co
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Glosario 
 
Se definen aquí los términos y conceptos utilizados en este texto en orden alfabético: 
 

Bacrim: se denominan así a las bandas criminales del crimen organizado, principalmente dedicados al 
narcotráfico y la minería ilegal, que ejercen control territorial con estructuras armadas nacionales o 
regionales; las principales han sido el Clan del Golfo (antiguos Urabeños) que asumen una fachada política 
como Autodefensas Gaitanistas de Colombia y la banda “Los Rastrojos” con algún control en la frontera 
con Venezuela como trascendió a raíz del apoyo logístico que dieron a Juan Guaidó.  
 
Captura del Estado: la define Garay como ”La acción de individuos, grupos o firmas, en el sector público 
y privado, que influyen en la formación de leyes, regulaciones y decretos y otras políticas de gobierno, 
para su propio beneficio como resultado de provisiones ilícitas y no transparentes de beneficios privados 
otorgados por funcionarios públicos” aquí es el regulado, (por ejemplo las firmas contratistas del Estado), 
el que captura a su regulador normativo, (las secretarías municipales o departamentales que otorgan los 
contratos), persiguiendo un objetivo de carácter económico distorsionando el ordenamiento legal (por 
ejemplo la Ley 80 de contratación pública en ese entonces)  
 

Carteles de la droga:  los carteles son estructuras económicas que manejan todos los eslabones de la 
cadena productiva de producción, trasporte y distribución como lo fueron los carteles de Medellín, Cali y 
Norte del Valle; desde 2006 o quizá antes, esta condición la cumplen los carteles  Mexicanos, Sinaloa, 
Golfo de México, Juárez Nueva Generación, los Zetas en detrimento de las estructuras criminales 
colombianas que perdieron el control de la  etapa más rentable; la banda que más se acerca a esta 
definición es el denominado Clan del Golfo, los antiguos Urabeños 

 
Causas estructurales de la violencia: La violencia está presente donde quiera que estructuras sociales, 
políticas y económicas injustas, como la pobreza y la desigualdad, afecten de manera negativa a personas 
o grupos (Köhler & Alcock, 1976: 343). En este sentido, la violencia no se refiere solamente a una forma 
de "hacer", sino también de "no dejar hacer", de negar potencialidad (Fisas, 2006: 24).” “Cuando los 
seres humanos se ven influidos de tal manera que sus realizaciones somáticas y mentales reales están por 
debajo de sus realizaciones potenciales”. Galtung (2013: 35) En contraste con la “violencia directa”, que 
implica acciones deliberadamente realizadas por un actor individual o colectivo, la “violencia estructural” 
es resultado del funcionamiento de formas de organización que generan déficits en la satisfacción de 
necesidades humanas básicas. Se manifiesta en términos de desigualdad de poder, especialmente para 
tomar decisiones sobre la distribución de recursos, lo que a su vez se traduce en oportunidades dispares 
de vida (Galtung, 1969: 171).  
 

Causas coyunturales de la violencia:  la violencia estructural requiere de los actores para que  se produzca 
(Pizarro 1990); las causas estructurales analizan las relaciones sociales, económicas,  culturales, raciales, 
étnicas, religiosas, que son “tensionantes y potencialmente violentas” pero por si solas no “pueden transitar 
históricamente de los latente a lo vigente (…) para que se derive en actos de violencia se requiere de una 
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crisis que se acompañe de la emergencia de actores comprometidos en la ejecución de los actos de 
violencia”; lo fundamental es el hecho histórico que genera la situación de crisis que detona la violencia 
potencial en violencia real y efectiva y  a esta se le ha denominado causa coyuntural, la sintetiza como “el 
complemento de condiciones potenciadoras de violencia, con actores violentos surgidos en momentos de 
crisis”. 
 
Commodities: se pueden definir como materias primas, generalmente de poco valor agregado pero 
importantes por su volumen que se transan en los mercados de futuros en la bolsa a nivel mundial, 
especialmente a raíz del crecimiento de la economía china durante los últimos 25 años; de interés para 
Colombia tenemos combustibles como petróleo y carbón, granos como soya, café, además azúcar, frutas, 
caucho, cacao, metales como oro, cobre, ferroniquel.   
 
Cooptación del Estado: Garay la define como “la acción de organizaciones legales e ilegales que mediante 
prácticas ilegítimas, buscan modificar desde dentro, el régimen político de manera sistemática e influir en 
la formación, modificación e interpretación de las reglas  de juego y de las políticas públicas, para obtener 
beneficios sostenibles y lograr que sus intereses sean validados política y legalmente y legitimados 
socialmente en el largo plazo, aunque estos no obedezcan al interés rector del bienestar general”    
 
Corredores: son vías habilitadas mediante presencia armada o sobornos a las autoridades por las 
organizaciones criminales involucradas en el trasporte de drogas, sea hoja de coca, pasta base, clorhidrato 
de cocaína, heroína, marihuana prensada, líquida o en otras formas; igualmente para el trasporte en vía 
contraria de los precursores químicos necesarios para el procesamiento de las drogas en los laboratorios. 
 
Disidencias: grupos de guerrilleros o milicianos de las FARC que no se desmovilizaron al momento de la 
firma de los Acuerdos de Paz o regresaron a la lucha armada para conformar nuevos grupos o engrosar los 
ya existentes; han realizado labores de reclutamiento en los territorios donde ejercen su dominio. 
 
Elite política. Duque Daza El concepto de elite se refiere a quienes están ubicados en las más altas cotas 
de la estructura política de la sociedad, está relacionada con las acciones y las decisiones vinculantes. A las 
elites las distingue su posición en la organización de la sociedad y su acción en los procesos decisionales. 
Su poder está institucionalizado, en tanto minoría o círculo de poder (Von Beyme, 1995; Pasquino, 2000; 
Hoffman-Lange, 1992).  
 
Embarcaderos: son los puntos de salida de las drogas ilícitas; en el Océano Pacífico en las costas de 
Colombia son muy utilizados los manglares y caños entre ellos por la facilidad para esconderse de la guardia 
costera; de allí salen los semi-sumergibles y las lanchas rápidas que llevan los alijos de droga a las costas 
de Centroamérica y México.  Igualmente son ampliamente utilizados los puertos de contenedores en 
Buenaventura y Tumaco a través de agentes infiltrados que permiten su embarque en los miles de 
contenedores que salen de los puertos.    
 

Enclave:  En economías subdesarrolladas,  los enclaves se asocian a  regiones donde  hay grandes niveles 
de inversión que por lo general viene de otro país, aunque también es posible que procedan de otra región 
más desarrollada; por lo tanto, generan un desequilibrio con el entorno que le rodea; en Colombia un 
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ejemplo de enclave ha sido la compañía bananera United Fruit, extendido a los países centroamericanos y 
del Caribe en las denominadas “Banana Republic”; según los expertos los enclaves generan un efecto 
conocido como “Crowding-out” o desplazamiento de los sectores económicos que no se adaptan a sus 
necesidades; con la llegada a Colombia de los carteles mexicanos, el senador Antonio Sanguino propone la 
figura de “enclaves de criminalidad” en áreas fuera del control del Estado tras la desmovilización de las 
FARC en 2016.      
 

Extractivismo: el modelo de desarrollo extractivista está muy ligado a la minería, fue impuesto por los 
imperios europeos durante 2 etapas; la colonización de América Latina (siglo XVI) por parte de los 
españoles para extraer el oro y especialmente la plata del Perú y luego, del modo  como se conoce 
actualmente, por los británicos (siglo XIX)  durante la colonización de África; aunque también lo hicieron 
los franceses y los Belgas; la característica es entregar el monopolio de la explotación de las minas a una 
sola compañía que desplaza la población del territorio para ocuparlo completamente e imponer sus 
condiciones; después de la descolonización en la década de los 60 del siglo XX, dio origen en esos países 
de África a una sucesión de dictaduras (Mobutu en el Congo, Stevens en Sierra Leona) y guerras civiles 
muy destructivas por la posesión de minas de diamantes especialmente en Angola, Burundi, Chad, Costa 
de Marfil, Congo Kinshasa y Congo Brazaville, Etiopía, Liberia, Mozambique, Nigeria, Ruanda, Somalia, 
Sudán que se dividió en dos países, Uganda ;    guerras civiles que han conducido al fracaso de estos Estados 
en medio de gigantescas tragedias humanitarias y agudas crisis económicas. A pesar de ello, algunas 
multinacionales pretenden imponer dicho modelo en nuestro territorio que ha causado tragedias en las étnias 
que están en esos territorios, como en caso de los Wayú en la Guajira o los Awa en Nariño, además de una 
destrucción del medio ambiente irreparable. 
 

Falsos positivos o ejecuciones extrajudiciales: se conoce así al asesinato sistemático de jóvenes de barrios 
marginales de las grandes ciudades o de pueblos remotos, engañados eran conducirdos a parajes donde se 
les “daba de baja” en combates ficticios, vestidos como guerrilleros eran presentados como éxitos  de la 
política de incentivos a los militares que se conoce como “Body Count” o conteo de bajas; recibían a cambio 
días libres, los de más bajo rango,  sus superiores ascensos y las recompensas monetarias de los supuestos 
informantes. 
 
Familias de Poder: (Bourdieu) “Las familias de las élites de poder pueden ser colosales empresas con la 
capacidad de acumular y controlar recursos de poder económico, social, político y, en consecuencia, 
simbólicas. La familia se moldea como una gran red social de comunicación y apoyo, que como capital 
social potencia las perspectivas de acceso a espacios de poder de sus miembros.” 
 

Narcomenudeo: actividad económica delictiva que define la distribución micro territorial, por barrios o 
zonas, generalmente marginales, donde se comercia con la droga de muy baja calidad, el bazuco, producto 
de los desechos del proceso de cristalización de la cocaína o del procesamiento de la heroína mezclada con 
marihuana de baja calidad y otros materiales como hierba seca, polvo de ladrillo, talcos etc; el último 
eslabón de la cadena de comercialización es conocido como “jíbaro” sobre quien recae la mayor 
persecución policial. 
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Narcotráfico: Actividad económica ilegal que comprende en Colombia los cultivos de uso ilícito de 
marihuana, coca y amapola, su trasformación en cocaína y heroína, el transporte a través de los llamados 
corredores hasta los puntos de embarque en el Mar Caribe,  o en el Océano Pacífico; el transporte hasta  los 
puntos de entrada en México   y su posterior distribución en el mercado norteamericano principalmente.  

 
Oligarquía: Para Francisco Leal Buitrago la Oligarquía fue definida por la academia en Latinoamérica 
como “la articulación clasista con pretensiones aristocráticas que imbricó a élites económicas y políticas”; 
la revolución agraria de 1910 la acabó en México y en el cono sur  (Argentina y Uruguay) fue arrasada por  
el crack mundial de  1929; en los demás países también desapareció con posterioridad; sin embrago, para 
Leal Buitrago en Colombia la oligarquía sobrevivió hasta épocas recientes, “en parte como consecuencia 
de la tardía modernización capitalista iniciada con la Violencia”(1946-1957), en parte por la integración de 
nuevas figuras (Misael Pastrana, Belisario Betancur, Julio César Turbay) durante el Frente Nacional (1958-
1974) que prolongó su agonía y en parte gracias a la integración que las nuevas élites les consintieron 
durante el gobierno de Julio César Turbay Ayala (1978-1982). (Los notables se transformaron en caciques) 
Leal Buitrago sitúa el fin de la Oligarquía en 1990 (gobierno de César Gaviria 1990-1994), “primer líder 
regional en alcanzar la Presidencia.” (paréntesis nuestros) 
 

Organizaciones sucesoras del paramilitarismo: En los Acuerdos de Paz, específicamente en el punto 3.4 
sobre garantías de seguridad; se definieron así los grupos paramilitares que no se desmovilizaron, aquellos 
que se rearmaron y a los que surgieron después del sometimiento a la justicia que culminó en 2006. 
 

Partidos emergentes:  (Definición basada en los estudios de Claudia López) Son los partidos surgidos del 
paramilitarismo. En las elecciones del 2002 los partidos emergentes consolidan posiciones de supremacía 
por regiones, usualmente mediante el registro de altas atipicidades electorales. Aunque los partidos Liberal 
y conservador mantienen algunas atipicidades, las logran por la sumatoria de votos de varios de sus 
dirigentes en algunos municipios de una misma región. Los partidos emergentes, por el contrario, logran 
las atipicidades usualmente en cabeza de un solo candidato, que en la práctica se comporta como candidato 
“cuasi” único en el lugar donde obtiene la atipicidad. Para efectos del análisis de las elecciones de Congreso, 
se considera altamente atípico el candidato que obtenga más del 50% del total de votación, a Cámara  o 
Senado, de un municipio. Si los municipios con atipicidades tienen colindancia geográfica, su agrupación 
se denomina distrito electoral.  
 

Plan Colombia: Aunque el DNP lo definió como “una estrategia integral de cooperación bilateral, cuyo 
objetivo general era combatir las drogas ilícitas y el crimen organizado, para así contribuir a la reactivación 
económica y la consecución de la paz en Colombia, al tiempo que se fortalecía el control sobre la oferta de 
drogas ilícitas en las calles norteamericanas” en la práctica fue encaminado a fortalecer las Fuerzas Armadas 
de Colombia mediante la dotación de tecnología capaz de neutralizar y derrotar la nueva guerra de 
posiciones desarrollada por las guerrillas  FARC, con el Plan Colombia llegaron los visores para la guerra 
nocturna, el avión fantasma para el combate nocturno en zonas selváticas, las llamadas bombas inteligentes 
y perforantes que sirvieron para destruir los búnkeres donde se ocultaba el “Mono Jojoy”; aparatos de 
interceptación de comunicaciones; en la lucha contra los cultivos de hoja de coca se utilizó principalmente 
la aspersión aérea de glifosato para reducir el área cultivada.   
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Poder: Foucault (2006) dice que el poder no es una posesión privatizada en términos de lugar y tiempo; 
sino que, corresponde a campos discursivos y físicos de confrontación permanente; en consecuencia, 
podemos afirmar que el poder de los caciques está constantemente amenazado por muchas circunstancias 
internas o externas a su red. 
 
Redes de poder: “Pizarro las define {…} acorde con una visión sociológica en algunos casos, o 
antropológica en otros, de formas de articulación de los grupos de poder tanto a nivel micro como macro”; 
este concepto exige unos orígenes familiares, sociales, culturales, raciales o económicos comunes. Lo cual 
se da en el caso de las familias extendidas en el Magdalena con los Cotes Vives, Vives Lacouture, Dangod 
Lacouture, Vives Campo, Campo Soto, Campo Escobar, Noguera Cotes o en Córdoba y Barranquilla con 
los De la Espriella Carbonel, Noguera Carbonel, Burgos Dela Espriella, García Burgos, Guerra Dela 
Espriella, Guerra Tulena, Noguera De la Espriella.    
 
Restitución de tierras: La restitución de tierras es una medida de reparación, Ley 1448 de 2011, que 
consiste en la realización de acciones para que se restablezca legal y materialmente la situación de las 
víctimas antes de ser despojados de sus tierras u obligados a abandonarlas por los diferentes actores durante 
el Conflicto Armado; para el efecto se creó un sistema de justicia encargado de fallar los procesos de 
restitución de tierras.  
 

Sustitución de cultivos de uso ilícito: Uno de los puntos cruciales de los Acuerdos de Paz fue el de la 
sustitución de cultivos de uso ilícito como alternativa de solución a las poblaciones localizadas en dichas 
zonas; para el efecto se creó el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS) 
para  la implementación del punto 4 del Acuerdo de Paz, que permitirá impulsar la construcción de 
proyectos productivos sostenibles como alternativa a los cultivos de uso ilícito en el país. 
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